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Señores,  

JUZGADO DIECISIETE (17º) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI (V) 

adm17cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y DEL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE:  JUAN PABLO CORDOBA SALZAR 

DEMANDADO: DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 

LL. EN GARANTÍA: MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. Y OTROS 

RADICACIÓN:  7600133330172019-00252-00 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta 

Profesional No. 39.116. del Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderado 

general de MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., conforme a la escritura 

pública No. 1804 del 20 de junio de 2003 otorgada en la Notaría Treinta y Cinco (35) del Círculo de 

Bogotá D.C. que se allega junto con esta contestación, encontrándome dentro del término legal, 

comedidamente procedo a CONTESTAR LA DEMANDA propuesta por el señor JUAN PABLO 

CORDOBA SALZAR en contra del DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI. Así mismo, 

CONTESTAR EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado por el DISTRITO ESPECIAL DE 

SANTIAGO DE CALI a mi representada, para que en el momento en que se vaya a definir el litigio 

se tengan en cuenta los hechos y precisiones que se hacen a continuación, anticipando que me 

opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, así como las que contiene el 

llamamiento en garantía que nos ocupa, en los siguientes términos: 

 

I. OPORTUNIDAD 

 

El Auto Interlocutorio No. 256 del doce (12) de abril de dos mil veinticuatro (2024) por medio del 

cual se resolvió, entre otras cosas, admitir el llamamiento en garantía formulado por el Distrito 

Especial de Santiago de Cali a Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. dentro del proceso del 

radicado fue notificado de manera personal mediante correo electrónico el día 17 de abril de 2024. 

De conformidad con el artículo 225 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo1, los quince (15) días de traslado del llamamiento en garantía corren de la siguiente 

 
1 “Artículo 225. Llamamiento En Garantía. Quien Afirme Tener Derecho Legal O Contractual De Exigir A Un 
Tercero La Reparación Integral Del Perjuicio Que Llegare A Sufrir, O El Reembolso Total O Parcial Del Pago 
Que Tuviere Que Hacer Como Resultado De La Sentencia, Podrá Pedir La Citación De Aquel, Para Que En 
El Mismo Proceso Se Resuelva Sobre Tal Relación.  
 
El Llamado, Dentro Del Término De Que Disponga Para Responder El Llamamiento Que Será De 
Quince (15) Días, Podrá, A Su Vez, Pedir La Citación De Un Tercero En La Misma Forma Que El Demandante 
O El Demandado. 
(…)” (Énfasis Añadido). 
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forma: 18, 1923, 22, 23, 24, 25, 26, 29, 30 de abril y 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10 y 14 de mayo de 2024. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la presente contestación de la demanda y del llamamiento en 

garantía realizada por Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. se radica en tiempo y de 

manera oportuna dentro del término legalmente conferido.  

 

II. CUESTIÓN PREVIA: SOLICITUD DE SENTENCIA ANTICIPADA PARCIAL POR 

ENCONTRARSE PROBADA LA PRESCRIPCIÓN EXTENTIVA DE LAS ACCIONES 

DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO DE CONFORMIDAD CON EL NUMERAL 3º 

DEL ARTÍCULO 182A DEL CPACA Y LOS ARTÍCULOS 1081 Y 1131 DEL C.Co.   

 

2.1. POSIBILIDAD DE DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA PARCIAL EN EL CASO EN 

CONCRETO 

 

Mediante la Ley 2080 de 2021, por medio de la cual se reformo y adicionó el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se introdujo al proceso 

contencioso administrativo la figura de la sentencia anticipada de la siguiente forma:  

 

“ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

(…) 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada 

la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de 

legitimación en la causa y la prescripción extintiva. 

(…)” (énfasis añadido). 

 

Sobre la nueva normatividad, el H. Consejo de Estado ha tenido la oportunidad de mencionar lo 

siguiente:  

 

“En el presente asunto, una vez adecuada la demanda al medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, hay lugar a dictar sentencia anticipada 

para emitir pronunciamiento sobre la excepción de caducidad del referido medio 

de control, razón por la cual, en consonancia con lo señalado por el parágrafo del 

precitado artículo 182 A del CPACA, se correrá traslado a las partes para alegar 

de conclusión. Al efecto esta Sección ha explicado4:  

 

 
2 “Artículo 205. Notificación Por Medios Electrónicos. La Notificación Electrónica De Las Providencias Se 
Someterá A Las Siguientes Reglas:  1. La Providencia A Ser Notificada Se Remitirá Por El Secretario Al Canal 
Digital Registrado Y Para Su Envío Se Deberán Utilizar Los Mecanismos Que Garanticen La Autenticidad E 
Integridad Del Mensaje.  
 
2. La Notificación De La Providencia Se Entenderá Realizada Una Vez Transcurridos Dos (2) Días 
Hábiles Siguientes Al Envío Del Mensaje Y Los Términos Empezarán A Correr A Partir Del Día 
Siguiente Al De La Notificación.  
(…)” (Énfasis Añadido).  
 
3 Artículos 1º Y 8º De La Ley 2213 De 2022.  
 
4  Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Auto Del 7  De Julio De 2021. 
C.P. Oswaldo Giraldo López. Expediente Radicación Nro. 11001-03-24-000-2016-00509-00. 
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“(…) De la lectura de la norma se desprende que la posibilidad de emitir 

sentencia anticipada se encuentra circunscrita a los siguientes supuestos: 

(i) antes de la audiencia inicial, (ii) en cualquier estado del proceso cuando se 

presente petición en ese sentido de las partes, iii) cuando el juez lo estime de 

oficio dada la existencia de una de las excepciones que se enlista en el 

numeral 3, y (iii) cuando surja de manifestación de allanamiento o transacción.   

 

En cuanto al numeral 3, de presentarse esos eventos, se deberá correr traslado a 

las partes para alegatos de conclusión y se dictará el fallo en los términos del 

inciso final.  

 

Ahora bien, lo anterior debe leerse en concordancia con lo señalado en el 

parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA que estableció que, en los casos en que 

se vayan a declarar fundadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y 

prescripción extintiva, se hará mediante sentencia anticipada. Es decir, se 

estableció un requisito indispensable para que se pueda dar trámite a la 

sentencia anticipada, esto es, que alguna de estas excepciones se vaya a 

declarar fundada. Lo anterior tiene sentido dado que el efecto procesal de 

encontrar fundada alguna de estas excepciones es la terminación del 

proceso, ya sea porque el demandante no podía ejercer el derecho de acción 

o porque el juez no puede pronunciarse sobre un tema que ya fue resuelto por las 

partes o mediante providencia judicial. 

(…)”5 (énfasis añadido).  

 

De igual forma, en otra oportunidad el máximo tribunal de lo contencioso administrativo6, dijo lo 

siguiente sobre la figura de la sentencia anticipada en el proceso contencioso administrativo: 

 

“(…)  

Por su parte, la prescripción extintiva también guarda relación con el derecho 

de acción, pues es un efecto procesal que procede como consecuencia de 

la inacción o falta de ejercicio del titular. Por su parte, la transacción y 

conciliación son formas alternativas de terminar un proceso, en los casos en que 

el ordenamiento legal lo permita.  

 

Lo anterior explica por qué es necesario que el juez, antes de resolver un 

proceso vía sentencia anticipada, encuentre probadas o fundadas estas 

excepciones, pues todas ellas tienen como efecto finalizar el proceso. Por 

esto es que, en el caso concreto, como se explicará a continuación, no procedía 

dictar sentencia anticipada; dado que, al contar con los elementos necesarios para 

resolverlas, no se encontraron fundadas. 

(…)” (subrayado y negritas propias).  

 
5 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo – Sección Primera. Sentencia Del 17 De Marzo 
De 2023. Consejero Ponente: Oswaldo Giraldo López. Radicado No. 11001-03-24-000-2018-00233-00. 
6 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejero Ponente: Oswaldo 
Giraldo López. Bogotá, D.C., Siete (7) De Diciembre De Dos Mil Veintiuno (2021). Radicación Número: 11001-
03-24-000-2016-00509-00b 
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Como se observa, a la luz del actual Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (Ley 1437 de 2011 y Ley 2080 de 2021), es perfectamente viable dictar sentencia 

anticipada cuando quiera que se encuentren acreditadas las circunstancias que establece el artículo 

182A, entre ellas, por ejemplo, cuando se encuentre acreditada la prescripción extintiva, como 

sucede en el caso en concreto y se pasa a explicar. 

 

2.2. LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO 

  

Sin que la presente excepción constituya de algún modo aceptación de responsabilidad alguna sino 

que, por el contrario, oposición, se tiene que, para el caso en concreto, es viable dictar sentencia 

anticipada respecto del llamamiento en garantía formulado por el Distrito Especial de Santiago de 

Cali a Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A., pues se encuentra suficientemente probada la 

prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro de conformidad con los artículo 1081 

y 1131 del Código de Comercio, término prescriptivo extintivo de dos (2) años que inició su cómputo 

con la petición extrajudicial que le formuló la víctima al asegurado el día 21 de mayo de 2019 de la 

cual conoció la Procuraduría Cincuenta y Ocho (58º) Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali 

bajo el radicado No. 13222 y que terminó el día 21 de mayo de 2021, siendo claro que, para el 

momento en que la entidad asegurada formuló llamamiento en garantía a mi representada, esto es, 

el día 6 de octubre de 2021, se encontraba prescrita su acción derivada del negocio aseguraticio en 

cuestión, pues la misma se ejercitó dos (2) años, cuatro (4) meses, y  trece (13) días después 

del conocimiento del hecho que daba base a dicha acción.  

 

Para fundamentar la excepción de prescripción extintiva propuesta, así como la solicitud de 

sentencia anticipada que va aneja a la misma de conformidad con el numeral 3º del artículo 182A 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, es necesario tener 

en cuenta las normas que rigen la prescripción en los contratos de seguro y en especial en el seguro 

de responsabilidad que es la especie en virtud del cual se llamó en garantía a mi representada.  

 

La primera norma que regula la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro es el 

artículo 1081 del Código de Comercio que dispone lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1081. <PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES>. La prescripción de las 

acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen 

podrá ser ordinaria o extraordinaria. 

 

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el 

momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del 

hecho que da base a la acción. 

 

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de 

personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo 

derecho.(...)” (subrayado y negritas propias). 

 

De igual forma, sobre el seguro de responsabilidad, que es la especie aseguraticia en virtud de la 

cual el Distrito Especial de Santiago de Cali llamó en garantía a Mapfre Seguros Generales de 
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Colombia S.A., el artículo 1131 del Código de Comercio prescribe lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1131. <OCURRENCIA DEL SINIESTRO>. En el seguro de 

responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que acaezca 

el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual correrá la 

prescripción respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocurrirá desde 

cuando la víctima le formula la petición judicial o extrajudicial.” (subrayado y 

negritas propias). 

 

Entendidas ambas normas, resulta claro que, en el seguro de responsabilidad y respecto del 

asegurado, esto es, para el caso que ocupa la atención del despacho, el Distrito Especial de 

Santiago de Cali, opera la prescripción ordinaria de dos (2) años, pues lo cierto es que el asegurado 

en los seguros de responsabilidad siempre tendrá conocimiento del hecho que da base a su acción 

dado que llega a la cognición de dicho acontecimiento a través de la petición judicial o extrajudicial 

que le formula la víctima, petición que siempre le es notificada de manera personal, como sucede 

en el caso en concreto.  

 

Descendiendo al caso sub examine, se tiene que las víctimas, de acuerdo a lo expuesto respecto 

del artículo 1131 del Código de Comercio, formularon petición extrajudicial al asegurado Distrito 

Especial de Santiago de Cali el día 21 de mayo de 2019, petición de la cual conoció por reparto la 

Procuraduría Cincuenta y Ocho (58º) Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali bajo el radicado 

No. 13222, como se puede observar en las pruebas documentales que obran en el expediente: 
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Transcripción esencial: “(…) 1. Que el 21 de mayo de 2019 JUAN PABLO 

CÓRDOBA SALAZAR, por intermedio de apoderado, presentó solicitud de 

conciliación extrajudicial convocando al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, de conformidad con el artículo 1081 del Código de Comercio, el 

término de prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro respecto del asegurado 

Distrito Especial de Santiago de Cali es el ordinario de dos (2) años, pues lo cierto es que con la 

petición extrajudicial que le formularon el día 21 de mayo de 2019 conoció del hecho que daba base 

a su acción el seguro de responsabilidad.  

 

Ahora bien, de igual forma, de conformidad con el artículo 1131 del Código de Comercio, se tiene 

que el término de prescripción de dos (2) años inició su cómputo desde aquella petición extrajudicial 

que le formularon las víctimas al Distrito Especial de Santiago de Cali, por lo que el término extintivo 

inició el día 21 de mayo de 2019 cuando la solicitud de conciliación extrajudicial fue radicada ante 

la Procuraduría Cincuenta y Ocho (58º) Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali y finalizó el 

día 21 de mayo de 2021, siendo claro que el llamamiento en garantía realizado por el asegurado se 

efectuó de manera extemporánea cuando ya se había configurado el fenómeno prescriptivo 

respecto de las acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

En el expediente obra el llamamiento en garantía realizado por el Distrito Especial de Santiago de 

Cali a Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A., petición de la cual se desprende que el 

asegurado ejerció sus acciones derivadas del contrato de seguro CUATRO (4) MESES, Y 

CATORCE (14) DÍAS después de que había operado la prescripción ordinaria, como se observa en 

el correo electrónico del 7 de octubre de 2021 mediante el cual se radicó el respectivo llamamiento 

en garantía:  
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Debe de igual forma debe recordarse que el término prescriptivo enunciado debe computarse tal y 

como se indica en el artículo 627 de la Ley 4ª de 1913 y en el inciso 7º del artículo 1188 del Código 

General del Proceso, esto es, los términos de años se computan según el calendario.  

 

Ahora bien, una vez verificado que el llamamiento en garantía se efectuó por fuera del término de 

los dos (2) años contemplado en los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio para la 

prescripción ordinaria, o, en otras palabras, que el Distrito Especial de Santiago de Cali ejerció su 

acción derivada del contrato de seguro de responsabilidad en contra de Mapfre Seguros Generales 

de Colombia S.A. cuando ya había operado la prescripción ordinaria, debe recordarse que en los 

seguros de responsabilidad respecto del asegurado la única modalidad de prescripción que puede 

operar es la ordinaria.  

 

Así, por ejemplo, la doctrina nacional se ha pronunciado al unísono considerando que en los seguros 

de responsabilidad – como lo es el negocio en que se fundamentó el llamamiento en garantía a mi 

representada – la prescripción aplicable a las acciones derivadas de dicho contrato respecto del 

asegurado siempre será la ordinaria por haber tenido este conocimiento del hecho que da 

fundamento y/o base a su acción con la petición judicial o extrajudicial que le presentó la víctima. 

En concreto, se ha dicho lo siguiente:  

 

“En relación con la segunda premisa susceptible de ser deducida del art. 1131 del 

Código de Comercio, han establecido tanto la doctrina como la jurisprudencia que 

la prescripción que corre en contra del asegurado en materia del Seguro de 

Responsabilidad Civil es para todos los casos la ordinaria aplicable al 

contrato de seguro computada desde el momento en que le ha sido 

formulada judicial o extrajudicialmente la solicitud de indemnización, sin que 

pueda, en supuesto alguno iniciarse el cómputo con anterioridad a dicha 

reclamación.”9 

 

De igual forma, el profesor Juan Manuel Diaz-Granados Ortiz en su libro titulado “El Seguro de 

Responsabilidad” explica, con apoyo en la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, que la prescripción que se predica respecto del asegurado es la ordinaria, la 

cual iniciara desde la petición judicial o extrajudicial de la víctima, ya sea que el seguro opere bajo 

la modalidad de ocurrencia o de Claims Made (reclamación) como en el caso en concreto. En 

concreto, Diaz-Granados dice lo siguiente:  

 

“En cuanto a la situación del asegurado, el artículo 1131 también incorpora una 

norma especial al decir que la prescripción se inicia desde la petición judicial o 

extrajudicial de la víctima, en relación con la cual el conocimiento del 

 
7 ARTÍCULO 62. En los plazos de días que se señalen en las leyes y actos oficiales, se entienden suprimidos 
los feriados y de vacantes, a menos de expresarse lo contrario. Los de meses y años se computan según el 
calendario; pero si el último día fuere feriado o de vacante, se extenderá el plazo hasta el primer día hábil. 
 
8 Cuando el término sea de meses o de años, su vencimiento tendrá lugar el mismo día que empezó a correr 
del correspondiente mes o año. Si este no tiene ese día, el término vencerá el último día del respectivo mes 
o año. Si su vencimiento ocurre en día inhábil se extenderá hasta el primer día hábil siguiente. 
9 Bedoya Chavarriaga, J. C. (2020). La Prescripción Extintiva En El Contrato De Seguro: Una Aproximación 
A Su Incidencia Y Configuración En El Ordenamiento Jurídico Colombiano. Revista Ibero-Latinoamericana 
De Seguros, 29(53). Https://Doi.Org/10.11144/Javeriana.Ris53.Pecs  

https://doi.org/10.11144/Javeriana.ris53.pecs
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asegurado resulta irrelevante, pues es obvio que si la víctima le formula una 

reclamación, el asegurado tiene o ha debido tener conocimiento del hecho 

que da base a la acción.  

 

La acción que se le atribuye al asegurado en contra del asegurador, sea que la 

ejerza en un proceso específico para el efecto o que la invoque mediante el 

llamamiento en garantía, es distinta a la acción directa cuya titularidad es exclusiva 

de la víctima.  

 

Por tanto, la prescripción de la acción directa siempre será extraordinaria de cinco 

años, mientras que la acción del asegurado será susceptible de ser ordinaria o 

extraordinaria (sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 

de 25 de mayo de 2011, exp. 00142-01). 

 

(…) 

 

Las características de la prescripción de la acción del asegurado son las 

siguientes:  

 

• Se aplica cuando el asegurado ejerce su acción como demandante en un 

proceso especifico y cuando ejerce el llamamiento en garantía.  

 

• La prescripción corre desde el momento en que la víctima le formula la 

reclamación al asegurado. 

 

(…) 

4.1. Modalidad de reclamación (artículo 4, inciso 1) 

(…) 

• Respecto al asegurado, no se presenta ninguna inquietud, ya que tanto en la 

modalidad de ocurrencia como en la de reclamación la prescripción corre desde 

el momento de la reclamación de la víctima.”10 (subrayado y negritas propias).  

 

En ese mismo sentido, respecto de la aplicación de la prescripción ordinaria o extraordinaria, no 

cabe duda que la interpretación correcta del artículo 1081 del Código de Comercio indica que debe 

acogerse la que se haya verificado primero, es decir, si el asegurado tuvo conocimiento del hecho 

que da base a su acción, como ocurre cuando la víctima le formula petición extrajudicial de 

conformidad con el artículo 1131 ejusdem, resulta absolutamente claro que deberá aplicarse la 

primera de ellas por el conocimiento subjetivo que tuvo el interesado. Sobre este punto es pacífica 

la jurisprudencia:  

 

“…según se precisó en CSJ SC 29 jun. 2007, exp. 1998-04690-01, estas dos 

formas de prescripción son independientes, autónomas y pueden 

transcurrir simultáneamente, de modo que, “adquiere materialización 

 
10 Díaz-Granados Ortiz, J. M. (2012). El Seguro De Responsabilidad. Pontificia Universidad Javeriana. Págs. 
298 – 301. Igualmente Véase: Díaz-Granados Ortíz, J. M. (2008). Las Acciones Relacionadas Con El Seguro 
De Responsabilidad. Revista Ibero-Latinoamericana De Seguros, 17(28). Recuperado A Partir De 
Https://Revistas.Javeriana.Edu.Co/Index.Php/Iberoseguros/Article/View/14912  

https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/iberoseguros/article/view/14912
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jurídica la primera de ellas que se configure. Ahora bien, como la extraordinaria 

aplica a toda clase de personas y su término inicia desde cuando nace el 

respectivo derecho (objetiva), ella se consolidará siempre y cuando no lo haya 

sido antes la ordinaria, según el caso”11 (subrayado y negritas propias). 

 

Visto lo que antecede, resulta absolutamente claro que se ha configurado la prescripción extintiva 

de las acciones derivadas del contrato de seguro tomado por el Distrito Especial de Santiago de 

Cali, pues dicho asegurado formuló su llamamiento en garantía a mi representada hasta el 7 de 

octubre de 2021, es decir, CUATRO (4) MESES Y CATORCE (14) DÍAS después de que ya había 

operado el fenómeno de la prescripción el día 21 de mayo de 2021.  

 

Ahora bien, aún en el caso de que se tuviera en cuenta la suspensión de términos de prescripción 

determinada con el Decreto 564 de 2020 a partir del 16 de marzo de 2020 y de su reanudación a 

partir del Acuerdo PCSJA-11581 del 27 de mayo de 2020 por medio del cual el Consejo Superior 

de la Judicatura dispuso el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio de 2020, de 

igual forma operaría la prescripción ordinaria de las acciones derivadas del contrato de seguro 

tomado por el Distrito Especial de Santiago de Cali, pues la suspensión indicada fue de apenas tres 

(3) meses y dieciséis (16) días y la radicación del llamamiento en garantía por parte del asegurado, 

teniendo en cuenta dicha suspensión, se surtió UN (1) MES aproximadamente después de que 

había transcurrido los dos (2) años de prescripción desde la radicación de la petición extrajudicial 

por las víctimas el día 21 de mayo de 2019, por lo que la suspensión de términos indicada no tuvo 

ningún efecto en el cómputo de la prescripción propuesta, máxime si aun teniéndola en cuenta 

también se configura el fenómeno extintivo.  

 

Por todo lo anterior, y en la medida en que está suficientemente probada la prescripción extintiva 

de las acciones derivadas del contrato de seguro, solicito de forma respetuosa se declare probada 

la excepción propuesta mediante sentencia anticipada de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 3º del artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo y los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio. 

 

III. CAPÍTULO I. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

3.1. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

3.1.1. FRENTE AL HECHO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

3.1.2. FRENTE AL HECHO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 
11 Corte Suprema De Justicia. Sala De Casación Civil. Sentencia De 4 De Noviembre De 2021. Magistrado 
Ponente: Octavio Augusto Tejeiro Duque. Radicado No. 66001-31-03-003-2017-00133-01 
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No obstante lo anterior, debe decirse desde ya que NO se encuentra fehacientemente 

probado que el accidente hubiese ocurrido “producto de un hueco que se encontraba en la 

vía” como de manera subjetiva lo menciona el demandante. En este caso, debe recordarse 

que el Informe Policial de Accidente de Tránsito (IPAT) es un elemento de convicción de 

naturaleza indirecta que requiere del respaldo de otras probanzas. Así, por ejemplo, lo ha 

dicho el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira con ponencia del Magistrado 

Duberney Grisales Herrera en sentencia del 14 de febrero de 202312 donde, con apoyo de 

la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional en sentencia C-429 de 2003, se afirmó lo 

siguiente:  

 

“El informe policial de accidente de tránsito (IPAT) es elemento de 

convicción de naturaleza indirecta, requiere de respaldo con otras 

probanzas. Y, resulta comprensible: sus suscriptores, no presencian 

los hechos que plasman, de ordinario, llegan al lugar con 

posterioridad, y, se basan en la información que allí recolectan, tiene 

dicho esta Corporación (2018, 2021 y 202213): “Se reconoce que tal 

informe, corresponde, por regla general a una percepción indirecta y 

posterior de los acontecimientos, por lo que, anotaciones como la 

causa probable del accidente, tampoco van más allá de una hipótesis 

(…)”. 

 

Este es criterio uniforme de esta Sala Especializada, reiterado por otras 

Salas de forma reciente (2022)14. En refuerzo, atinado el pasaje de la Corte 

Constitucional15 en sede de constitucionalidad (Fuerza erga omnes): 

En este orden de ideas, el informe descriptivo elaborado por una autoridad 

de tránsito, constituye un importante instrumento al servicio de la 

administración de justicia como quiera que en éste se da cuenta de la 

ocurrencia de un hecho, en algunos casos con implicaciones de orden civil 

pero en otros además con carácter penal, en el que aparecen identificados 

los conductores implicados, así como consignados datos sobre las posibles 

condiciones en que aquél tuvo lugar, y además estará firmado por los 

conductores o en su defecto por un testigo. Datos todos estos que resultan 

fundamentales para orientar una futura investigación o proceso y a partir los 

cuales se puede producir la prueba que se requiera para establecer la 

realidad y veracidad de los hechos.  

 

Así pues, en virtud del artículo 148 de la Ley 769 de 2002, el informe 

descriptivo que elabora un agente de tránsito en los casos de accidentes de 

 
12 La sentencia del Tribunal Superior de Pereira puede ser consultada en el siguiente enlace:  
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HE
RRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-
%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal
.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx  
 
13 TSP. Sentencias: (i) 16-02-2018; No.2012-00240; MP: Grisales H.; (ii) SC-0071-2021; y, SC-0020-2022. 
14 TSP. SC-0012-2022 y SC-0045-2022. 
15 CC. C-429-2003. 

https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
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esta naturaleza con implicaciones penales, corresponde al ejercicio de una 

actividad de policía judicial consistente en rendir un informe cuyo contenido 

y efectos se encuentran regulados por el artículo 149 del nuevo Código 

Nacional de Tránsito y, en lo pertinente, por los artículos 314 a 321 del 

C.P.P. De tal suerte que se trata de un documento público cuyo contenido 

material puede ser desvirtuado en el proceso respectivo y que debe ser 

apreciado por el funcionario judicial de acuerdo a las reglas de la sana 

crítica a fin de otorgarle el alcance probatorio que corresponda una vez 

sea valorado en conjunto con todas las pruebas practicadas, bien 

oficiosamente o bien a petición de parte. La sublínea, el color azul y la 

negrilla son propios de esta Sala. 

 

Tampoco se trata de negar todo peso probatorio, porque muy distinto es que 

los hechos allí reportados, aparezcan debidamente corroborados por otros 

instrumentos de convicción, como sucedió en este caso, según aprecia esta 

Colegiatura.” (subrayado y negritas propias).  

 

 

3.1.3. FRENTE AL HECHO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, revisadas las pruebas documentales obrantes en el expediente, se 

tiene que las “facturas de venta” expedidas por MOTO REPUESTOS RYO, no cumplen con 

los requisitos de toda factura de venta según el artículo 617 del Estatuto Tributario, esto es, 

dichos documentos no están denominados expresamente como facturas de venta y tampoco 

se encuentran plasmados los apellidos y nombre del adquirente de los bienes o servicios, 

junto con la discriminación del IVA pagado, tal y como lo exige la legislación tributaria. El 

artículo citado del Estatuto Tributario es del siguiente tenor:  

 

“Art. 617. Requisitos de la factura de venta. 

 

Para efectos tributarios, la expedición de factura a que se refiere el artículo 

615 consiste en entregar el original de la misma, con el lleno de los 

siguientes requisitos: 

 

a. Estar denominada expresamente como factura de venta. 

 

b. Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el 

servicio. 

 

c. *Modificado* Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente 

de los bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA pagado. 
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d. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración 

consecutiva de facturas de venta. 

(…)” (subrayado y negritas propias). 

 

De igual forma, sobre este punto recuérdese que el H. Consejo de Estado, en jurisprudencia 

unívoca y reiterada, ha negado la solicitud de reconocimiento y pago del daño emergente 

cuando no se aportan facturas al proceso que acrediten su ocurrencia, como se observa en 

la Sentencia del 28 de mayo de 2015: 

 

“A título de daño emergente les fue concedido a los demandantes el valor 

de dos millones seiscientos doce mil cuatrocientos sesenta y un pesos 

($2.612.461), por las reparaciones realizadas al vehículo una vez les fue 

entregado.  

 

La Sala modificará esta disposición del fallo apelado para, en su lugar, 

disponer que no hay lugar a que se indemnice por ese concepto. Esto por 

cuanto ninguna de las documentales aportadas con el fin de sustentar 

esas erogaciones (fls. 69 y s.s., c. 8) reúne los requisitos previstos en el 

artículo 617 del Estatuto Tributario, en especial los relativos a la calidad 

de retenedor del vendedor, ni la discriminación del IVA, siendo 

obligación del comprador exigir la factura de compra de conformidad 

con los requisitos legales. De tal manera, ninguna credibilidad otorgan 

los recibos informales aportados sobre la veracidad de las 

transacciones sobre las que versan, ni puede reconocérseles valor 

cuando no cuentan con los requisitos previstos en la ley para su 

validez.  

 

Por ende, no hay lugar a reconocimiento indemnizatorio alguno por 

concepto de las sumas presuntamente erogadas por los demandantes 

para la refacción del rodante.”16 (énfasis añadido). 

 

Por todo lo anterior, el daño emergente solicitado debe ser negado en la medida en que no 

reúne las condiciones de todo daño para su reconocimiento e indemnización, esto es, la 

certidumbre frente a su existencia y causación.  

 

3.1.4. FRENTE AL HECHO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

3.1.5. FRENTE AL HECHO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

 
16 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia 
Del 28 De Mayo De 2015. Consejero Ponente: Ramiro De Jesús Pazos Guerrero. Radicado No. 18001-23-
31-000- 2001-00154-01(33732) 
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Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, revisada la historia clínica aportada en la demanda, se observa que 

la anotación completa en donde se dio incapacidad por cinco días, es del siguiente tenor:  

 

 

Transcripción esencial:  

“NO COMPROMISO DE LA MARCHA 

SE REVISAN IMÁGENES:  

- TAC CRANEO: LINEA MEDIA CONSERVADA, NO LESIONES 

INTRAPARENQUIMATOSAS 

RX DE MANO DER: NO EVIDENCIO FRACTURAS 

RX DE ANTEBRAZO IZQUIERDO: NO EVIDENCIO FRACTURAS 

RX DE RODILLA IZQUIERDA NO EVIDENCIO FRACTURAS 

TENIENDO EN CUENTA ADECUADA EVOLUCION CLINICA Y 

HALLAZGOS NO PATOLOGICOS EN IMÁGENES SE DECIDE DAR 

EGRESO CON RECOMENDACIONES, SIGNOS DE ALARMA, FORMULA 

MEDICA, INCAPACIDAD POR 5 DIAS 

SE EXPLICA A PACIENTE CONDUCTA QUIEN REFIERE ENTENDER” 

(subrayado y negritas propias).  

 

Como se observa de todo lo expuesto, la historia clínica aportada por el mismo demandante 

refleja que no se presentaron lesiones de gravedad que justifican las exorbitantes y 

desproporcionadas pretensiones de la demanda.  

 

3.1.6. FRENTE AL HECHO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, revisado el expediente NO se observa la consulta ante el médico 

particular ni mucho menos la historia clínica de atención ante un profesional de la salud que 

haya recomendado la consulta por fisioterapia. En ese sentido, debe recordarse que es 

obligatorio consagrar todas las atenciones médicas en la historia clínica, pue dicho 

documento da fe de las atenciones y recomendaciones médicas, pero también, desde el 

punto de vista negativa, también da fe de lo que no ocurrió, según lo expresado por el H. 

Consejo de Estado en sentencias como la del 8 de junio de 201117:  

 
17 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia de 
8 de junio de 2011. Consejero Ponente: Hernán Andrade Rincón. Radicado No. 19360. Actor: Evangelina 
Morales de Porras y otros. 
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“Es de resaltarse que la historia clínica asentada en entidades públicas es 

un documento público, que da fe, desde el punto de vista de su contenido 

expreso, de la fecha y de las anotaciones que en ella se hizo quien la elaboró 

(art. 264 del C.P.C.), y desde el punto de vista negativo, también da fe 

de lo que no ocurrió, que para este caso revela que al paciente no se le 

practicó arteriografía” (subrayado y negritas propias). 

 

Y agrega la doctrina nacional concluyendo lo siguiente:  

 

“De manera que la historia clínica informa lo que se hizo, pero también lo 

que se dejó de hacer, por ello es necesario realizar todas las 

anotaciones que se imponen conforme la ley, lo que la convierte en el 

documento más importante para hacerle seguimiento a las condiciones del 

paciente y a la atención médica que se le prestó.”18 (subrayado y negritas 

propias). 

  

Por todo lo anterior, la consulta ante un médico particular, los cinco días de incapacidad a 

partir del 8 de agosto de 2017 y la recomendación de consultar por fisioterapia deben 

reputarse inexistentes pues no se encuentran consignados en una historia clínica, tal y como 

lo exige la ley.  

 

3.1.7. FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, revisado el expediente NO se encuentran las facturas expedidas por 

parte de la Dra. Carolina Pérez Porras por concepto de las “20 sesiones de fisioterapia” que 

según el demandante ascienden a un valor de un millón seiscientos mil pesos ($1.600.000) 

M/Cte. Ante lo anterior, debe recordarse que según el artículo 615 del Estatuto Tributario 

que todas las personas o entidades que ejerzan profesiones liberales, como ciertamente lo 

es la fisioterapia, o, presten servicios inherentes a éstas deberán expedir factura o 

documento equivalente y conservar copia de la misma por cada una de las operaciones que 

realicen independientemente de su calidad de contribuyentes o no contribuyentes de los 

impuestos administrados por la Dirección General de Impuestos Nacionales. El artículo en 

mención es del siguiente tenor:  

 

“615 - Obligación de expedir factura. 

 

Para efectos tributarios, todas las personas o entidades que tengan la 

calidad de comerciantes, ejerzan profesiones liberales o presten 

servicios inherentes a éstas, o enajenen bienes producto de la actividad 

agrícola o ganadera, deberán expedir factura o documento equivalente, 

 
18 Serrano Escobar, L. G. (2000). Tratado de responsabilidad médica. Ediciones Doctrina y Ley. Págs. 639-
640. 
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y conservar copia de la misma por cada una de las operaciones que 

realicen, independientemente de su calidad de contribuyentes o no 

contribuyentes de los impuestos administrados por la Dirección 

General de Impuestos Nacionales. 

(…)” (subrayado y negritas propias). 

 

En esa medida, debe recordarse que el H. Consejo de Estado ha recurrido a la norma 

anteriormente citada, en sentencias como la del 12 de agosto de 201919, para negar el daño 

emergente por concepto de honorarios profesionales de abogados, circunstancia que se 

puede hacer extensiva al caso en concreto, pues, al ser la fisioterapia una profesión liberal, 

se debía cumplir con lo establecido en el artículo 615 del Estatuto Tributario, circunstancia 

que así mismo indica que no existe certeza sobre los servicios prestados por concepto de 

las “20 sesiones de fisioterapia” dado que no se expidieron las facturas o documentos 

equivalentes requeridos.  

 

3.1.8. FRENTE AL HECHO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, observadas las “veinte (20) facturas” que se aportaron junto con la 

demanda por concepto de servicio de transporte en taxi, debe decirse que dichos 

documentos no cumplen con los requisitos de la factura de venta contemplados en el artículo 

617 del Estatuto Tributario, esto es, no están denominados expresamente como factura de 

venta, no contemplan los apellidos y nombre del adquirente de los servicios junto con la 

discriminación del IVA pagado y tampoco lleva un número que corresponda a un sistema de 

numeración consecutiva de facturas de venta. 

 

De igual forma, sobre este punto recuérdese, una vez más, que el H. Consejo de Estado, en 

jurisprudencia unívoca y reiterada, ha negado la solicitud de reconocimiento y pago del daño 

emergente cuando no se aportan facturas al proceso que acrediten su ocurrencia, como se 

observa en la Sentencia del 28 de mayo de 2015: 

 

“A título de daño emergente les fue concedido a los demandantes el valor 

de dos millones seiscientos doce mil cuatrocientos sesenta y un pesos 

($2.612.461), por las reparaciones realizadas al vehículo una vez les fue 

entregado.  

 

La Sala modificará esta disposición del fallo apelado para, en su lugar, 

disponer que no hay lugar a que se indemnice por ese concepto. Esto por 

cuanto ninguna de las documentales aportadas con el fin de sustentar 

esas erogaciones (fls. 69 y s.s., c. 8) reúne los requisitos previstos en el 

artículo 617 del Estatuto Tributario, en especial los relativos a la calidad 

 
19 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia de 
12 de agosto de 2019. Radicado No. 25000-23-26-000-2011-00376-01(46559)A. Consejera Ponente: Marta 
Nubia Velásquez Rico.  
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de retenedor del vendedor, ni la discriminación del IVA, siendo 

obligación del comprador exigir la factura de compra de conformidad 

con los requisitos legales. De tal manera, ninguna credibilidad otorgan 

los recibos informales aportados sobre la veracidad de las 

transacciones sobre las que versan, ni puede reconocérseles valor 

cuando no cuentan con los requisitos previstos en la ley para su 

validez.  

 

Por ende, no hay lugar a reconocimiento indemnizatorio alguno por 

concepto de las sumas presuntamente erogadas por los demandantes 

para la refacción del rodante.”20 (énfasis añadido). 

 

En ese sentido, lo expuesto en el hecho octavo carece de la certeza que se exige de todo 

daño, pues los documentos aportados junto con la demanda no reúnen las características 

que el artículo 617 del Estatuto Tributario y la jurisprudencia del H. Consejo de Estado exigen 

para la probanza de tales hechos.  

 

3.1.9. FRENTE AL HECHO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, consultada la información de afiliación en la Base de Datos Única 

de Afiliados – BDUA en el Sistema General de Seguridad Social en Salud de la 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD – ADRES, se observa que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.116.156.755 se encuentra afiliado al régimen 

CONTRIBUTIVO circunstancia que indica que el demandante tiene capacidad de pago. La 

información contenida en las bases de datos de la ADRES es del siguiente tenor:  

 

 

 
20 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia 
Del 28 De Mayo De 2015. Consejero Ponente: Ramiro De Jesús Pazos Guerrero. Radicado No. 18001-23-
31-000- 2001-00154-01(33732) 
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En esa medida debe recordarse que, según la información brindada en la página web oficial 

del Ministerio de Salud y Protección Social, “Se deben afiliar en el régimen contributivo, las 

personas que tienen una vinculación laboral, es decir, con capacidad de pago, como los 

trabajadores formales e independientes, los pensionados y sus familias.”21, circunstancia la 

cual indica que el demandante Juan Pablo Córdoba Salazar, contrario a lo afirmado en el 

hecho noveno de la demanda, está realizando una labor que le brinda capacidad de pago 

para acceder a los servicios generales en seguridad social y salud.  

 

3.1.10. FRENTE AL HECHO DÉCIMO: No es un hecho, es una apreciación subjetiva de la parte 

actora respecto de la procedencia del perjuicio material solicitado a título de lucro cesante, 

por lo que dicha parte demandante tiene la carga de la prueba de acreditar su dicho.  

 

En este sentido, valga la pena mencionar que lo afirmado en el hecho “décimo”, no se trata 

propiamente un hecho, sino más bien de un afirmación subjetiva de la parte actora. Sobre 

el particular, la doctrina procesalista ha sido bastante crítica frente a los errores de “técnica 

procesal” en los que ahora incurre la parte actora, el profesor Hernán Fabio López Blanco 

dice, por ejemplo, lo siguiente:  

 

“En el aparte de los hecho no cabe, dentro de una estricta técnica procesal, 

realizar apreciaciones subjetivas acerca de posibles formas de ocurrencia 

de lo que se quiere probar, como tampoco interpretaciones legales de ciertas 

disposiciones, errores éstos que se observan frecuentemente en las 

demandas. Ciertamente, debe realizarse un escueto relato de los hechos tal 

como se afirma ocurrieron, tratando, en lo posible, evitar todo matiz subjetivo 

en su redacción, pues se debe tener siempre presente que lo que se va a 

hacer en el proceso es precisamente probar ante el juez cómo ocurrieron las 

circunstancias relatadas en el acápite de los hechos.”22 

 

Por todo lo anterior, no se puede tener como un hecho lo expuesto en el numeral “décimo” 

de la demanda, pues la parte actora ni siquiera cumplió con la técnica procesal de exponer 

con claridad y objetividad los hechos que le sirven de fundamento a sus pretensiones. 

 

No obstante lo anterior, debe resaltarse la circunstancia expuesta en la contestación al 

hecho “noveno” de la demanda, esto es, que el demandante Juan Pablo Córdoba Salazar 

se encuentra afiliado al régimen contributivo de salud, lo que indica que el actor se encuentra 

ejerciendo alguna labor que le permite tener capacidad de pago. 

 

De igual forma, debe recordarse que la presunción consistente que “toda persona percibe al 

menos un salario mínimo legal mensual vigente” no es una presunción legal sino judicial, y, 

que en todo caso está sometida a probanzas previas como la demostración previa de que 

la víctima directa era laboralmente activa, que devengaba ingresos mensuales y que a 

 
21 https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-
contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C
%20consulte  
22 López Blanco, H. F. (2019). Código General Del Proceso. Parte General. Dupre Editores Ltda. Página. 518.  
 

https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
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consecuencia del daño dejó de percibir el salario con el cual sustentaba su propia 

subsistencia, circunstancias que no han sido acreditadas hasta esta instancia procesal. Así, 

por ejemplo, lo ha dicho el H. Consejo de Estado en sentencia del 1 de noviembre de 202323:  

 

“En cuanto al lucro cesante, esta Corporación ha sostenido que se trata de 

la ganancia frustrada o del provecho económico que deja de reportarse 

como consecuencia de la ocurrencia del daño, de manera que, de no 

producirse el daño, habría ingresado ya o en el futuro al patrimonio de la 

víctima o de los perjudicados.  

 

Asimismo, la Corporación ha considerado que, como todo perjuicio, para 

que procedan el reconocimiento y la indemnización por concepto de lucro 

cesante, éste debe ser cierto y existente, es decir, debe probarse que la 

víctima era laboralmente activa, que devengaba ingresos mensuales, 

que con ellos otorgaba ayuda económica a su familia y que a 

consecuencia del daño dejó de percibir el salario con el cual 

sustentaba su propia subsistencia y la de su familia” (subrayado y 

negritas propias). 

 

Por todo lo anterior, además de que lo expuesto en el hecho “décimo” no se trata 

propiamente de un hecho de acuerdo con la técnica procesal, se tiene que la parte actora 

tampoco ha acreditado las circunstancias necesarias para que se reconozca e indemnice el 

lucro cesante solicitado.  

 

3.1.11. FRENTE AL HECHO DÉCIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, revisadas las pruebas documentales obrantes en el expediente, se 

observa constancia expedida el 31 de julio de 2019 por la Procuraduría Cincuenta y Ocho 

(58º) Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali donde se afirma que el 21 de mayo de 

2019 el señor Juan Pablo Córdoba Salazar, por intermediario de apoderado, presentó 

solicitud de conciliación extrajudicial convocando al Municipio de Santiago de Cali.  

 

3.1.12. FRENTE AL HECHO DÉCIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

 
23 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA - 
SUBSECCIÓN C CONSEJERO PONENTE: NICOLÁS YEPES CORRALES. Sentencia del primero (1°) de 
noviembre de dos mil veintitrés (2023). Referencia: REPARACIÓN DIRECTA. Radicación: 
23001233100020090010301 (49469). Demandante: LUISA MARTÍNEZ LÓPEZ Y OTROS. Demandado: 
DEPARTAMENTO DE CÓRDOBA 
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No obstante lo anterior, revisadas las pruebas documentales obrantes en el expediente, se 

observa constancia expedida el 31 de julio de 2019 por la Procuraduría Cincuenta y Ocho 

(58º) Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali donde se afirma la falta de ánimo 

conciliatorio de las partes y se deja constancia del agotamiento del requisito de 

procedibilidad exigido para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

 

3.2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE AL ACÁPITE DE PRETENSIONES 

 

3.2.1. A LA PRETENSIÓN PRIMERA (DECLARATIVA): Respetuosamente manifiesto que, ME 

OPONGO a la declaratoria de responsabilidad administrativa y patrimonial pretendida por 

los actores, porque tal y como se ahondará en el acápite de excepciones, no se encuentran 

probados todos y cada uno de los presupuestos de la responsabilidad del Distrito Especial 

de Santiago de Cali, habiendo incumplido la parte actora con probar el supuesto de hecho 

de las normas que consagran el efecto jurídico que ella persigue.  

 

En ese sentido, recuérdese que no se trata simplemente de acreditar la existencia de un 

hueco y/o bache sobre la vía pública, circunstancia que tampoco se encuentra acreditada 

para el caso en concreto, sino que, además, resulta necesario que se acredite la existencia 

de un nexo de causalidad entre la conducta que se le reprocha a la administración pública y 

el daño supuestamente sufrido por los demandantes. Así, por ejemplo, se recordó por parte 

del H. Consejo de Estado en sentencia del 25 de junio de 202124:  

 

14. El juicio de responsabilidad supone el estudio del nexo causal entre la 

conducta del demandado y el efecto adverso que de ella se deriva para el 

demandante, de ahí que la acción o la omisión de las autoridades debe ser 

la causa del daño que se reclama en la demanda para imputar 

responsabilidad al Estado25. Este presupuesto de la responsabilidad debe 

estar debidamente acreditado en el proceso, porque la ley no ha establecido 

presunciones legales frente al nexo de causalidad26. De modo que, si no se 

prueba la verdadera causa que desencadenó el hecho dañoso, no es posible 

atribuir responsabilidad al demandado. Por ello, para que la pretensión de 

responsabilidad prospere es necesario que el demandante acredite el daño 

y que ese resultado tuvo por causa directa y adecuada la conducta que se 

le imputa al demandado.  

 

Por todo lo anterior, y, en la medida en que no se han acreditado todos y cada uno de los 

presupuestos esenciales para que nazca el débito indemnizatorio a cargo del Distrito 

Especial de Santiago de Cali, me opongo a la declaratoria de responsabilidad patrimonial y 

administrativa del mismo.  

 

 
24 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia de 
25 de junio de 2021. Consejero Ponente: Guillermo Sánchez Luque. Radicado No. 68001-23-31-000-2002-
02670-01(53588)S 
25 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 16 de marzo de 2000, Rad. 11.609 [fundamento 
jurídico 9]. 
26 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de noviembre de 2002, Rad. 14.142 [fundamento 
jurídico B]. 
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3.2.2. A LA PRETENSIÓN SEGUNDA (DAÑO EMERGENTE): Respetuosamente manifiesto que, 

ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago del daño emergente en suma de 

TRES MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y UN MIL NOVECIENTOS PESOS 

($3.791.900) M/Cte. solicitado en la demanda porque con la demanda no se allegaron 

facturas con los requisitos contemplados en el artículo 617 del Estatuto Tributario que 

acrediten las supuestas erogaciones patrimoniales sufridas por el demandante.  

 

Frente a la oposición planteada, recuérdese desde ya que el H. Consejo de Estado ha 

negado la solicitud de reconocimiento y pago del daño emergente cuando no se aportan 

facturas, con los requisitos establecidos en el artículo 617 del Estatuto Tributario, que 

acrediten su ocurrencia: 

 

“A título de daño emergente les fue concedido a los demandantes el valor 

de dos millones seiscientos doce mil cuatrocientos sesenta y un pesos 

($2.612.461), por las reparaciones realizadas al vehículo una vez les fue 

entregado.  

 

La Sala modificará esta disposición del fallo apelado para, en su lugar, 

disponer que no hay lugar a que se indemnice por ese concepto. Esto por 

cuanto ninguna de las documentales aportadas con el fin de sustentar 

esas erogaciones (fls. 69 y s.s., c. 8) reúne los requisitos previstos en el 

artículo 617 del Estatuto Tributario19, en especial los relativos a la 

calidad de retenedor del vendedor, ni la discriminación del IVA, siendo 

obligación del comprador exigir la factura de compra de conformidad 

con los requisitos legales. De tal manera, ninguna credibilidad otorgan 

los recibos informales aportados sobre la veracidad de las 

transacciones sobre las que versan, ni puede reconocérseles valor 

cuando no cuentan con los requisitos previstos en la ley para su 

validez.  

 

Por ende, no hay lugar a reconocimiento indemnizatorio alguno por 

concepto de las sumas presuntamente erogadas por los demandantes 

para la refacción del rodante.”27 (énfasis añadido). 

 

Por todo lo anterior, no hay lugar al reconocimiento del perjuicio material solicitado a título 

de daño emergente.  

 

3.2.3. A LA PRETENSIÓN SEGUNDA (LUCRO CESANTE): Respetuosamente manifiesto que, 

ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago del lucro cesante en la suma de 

VEINTE MILLONES SETECIENTOS CUARENTA MIL CIENTO DOS PESOS ($20.740.102) 

M/Cte. solicitado por el demandante por dos razones: la primera, porque no se ha acreditado 

mediante ningún medio de prueba que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar percibiera 

ingresos económicos; y, la segunda, porque aún a pesar de las supuestas lesiones que se 

 
27 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia del 
28 de mayo de 2015. Consejero Ponente: Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Radicado No. 18001-23-31-000- 
2001-00154-01(33732) 
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afirma sufrió el demandante, éste ha seguido contando con capacidad de pago para acceder 

al sistema de seguridad social en salud al estar afiliado bajo el régimen contributivo, 

circunstancia que indica que el demandante no ha sufrido ninguna merma en su capacidad 

laboral.  

 

3.2.4. A LA PRETENSIÓN SEGUNDA (DAÑO A LA SALUD): Respetuosamente manifiesto que, 

ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago del daño a la salud en la suma de 

100 SMLMV solicitado en la demanda, puesto que, además de que dicho perjuicio inmaterial 

no se encuentra acreditado pues el actor apenas recibió cinco (5) días de incapacidad, lo 

cierto es que dicha solicitud desconoce abiertamente la jurisprudencia del H. Consejo de 

Estado en especial en sus sentencias de unificación del 28 de agosto de 2014 y en el 

documento de la misma fecha donde la Sala Plena de la Sección Tercera de dicha 

corporación adoptó los baremos establecidos para el reconocimiento del daño a la salud. En 

el documento en mención se dice lo siguiente:  

 

“4. CONCEPTO Y REPARACIÓN DEL DAÑO A LA SALUD. 

 

En los casos de reparación del daño a la salud se reiteran los criterios 

contenidos en la sentencia de unificación del 14 de septiembre de 2011, exp. 

19031, proferida por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo, y se complementan los términos de acuerdo con la evolución 

jurisprudencial de la Sección Tercera. 

 

La indemnización, en los términos del fallo referido está sujeta a lo probado 

en el proceso, única y exclusivamente para la víctima directa, en cuantía que 

no podrá exceder de 100 S.M.L.M.V, de acuerdo con la gravedad de la 

lesión, debidamente motivada y razonada, conforme a la siguiente tabla: 

 

 

 

 

Bajo este propósito, el juez debe determinar el porcentaje de la gravedad o 

levedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro 

del proceso, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos 

y psíquicos del ser humano. 

 

Para lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias de la 

enfermedad o accidente que reflejen alteraciones al nivel del 

comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y 
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cultural que agraven la condición de la víctima. Para estos efectos, de 

acuerdo con el caso, se considerarán las siguientes variables: 

 

- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica 

o anatómica (temporal o permanente) 

- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u 

otra estructura corporal o mental. 

-La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al 

nivel de un órgano. 

- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 

- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal 

o rutinaria.” 

- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad 

normal o rutinaria. 

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 

- Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 

- La edad. 

- El sexo. 

- Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, lúdicos y 

agradables de la víctima. 

- Las demás que se acrediten dentro del proceso.” 

 

Obsérvese que las supuestas lesiones sufridas por el demandante no alcanzan a tener un 

porcentaje de gravedad “igual o superior al 50%” para justificar un baremo de 100 SMLMV, 

pues el actor apenas recibió cinco (5) días de incapacidad, lo que refleja que la gravedad de 

las lesiones no fue de una magnitud significativa.  

 

De igual forma, para el caso en concreto no están acreditadas las variables para considerar 

un porcentaje de gravedad “igual o superior al 50%” que justifique un reconocimiento del 

daño a la salud en 100 SMLMV, esto es, para el caso en concreto no está probado la pérdida 

o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica; no se 

encuentra probada ninguna anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, 

tejido u otra estructura corporal o mental; no se ha exteriorizado un estado patológico que 

refleje perturbaciones al nivel de un órgano; no se ha demostrado la irreversibilidad de la 

patología; no se ha demostrado la restricción o ausencia de la capacidad para realizar 

actividades normales o rutinarias; no se ha probado las limitaciones o impedimentos para el 

desempeño de un rol determinado; no se ha probado que las lesiones hayan incidido en 

factores sociales, culturales u ocupacionales; no se ha demostrado que las supuestas 

lesiones hayan afectado bienes placenteros, lúdicos y agradables del demandante; y, en 

general, no se ha demostrado que las supuestas lesiones sufridas por el demandante hayan 

sido graves.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente se niegue el perjuicio inmaterial solicitado.  
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3.2.5. A LA PRETENSIÓN SEGUNDA (PERJUICIOS MORALES): Respetuosamente manifiesto 

que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago de los perjuicios morales en 

suma de 100 SMLMV solicitados en la demanda, puesto que, además de que dicho perjuicio 

inmaterial no se encuentra acreditado pues el actor apenas recibió cinco (5) días de 

incapacidad, lo cierto es que dicha solicitud desconoce abiertamente la jurisprudencia del H. 

Consejo de Estado en especial en sus sentencias de unificación del 28 de agosto de 2014 

y en el documento de la misma fecha donde la Sala Plena de la Sección Tercera de dicha 

corporación adoptó los baremos establecidos para el reconocimiento del daño moral en caso 

de lesiones personales. En el documento en mención se dice lo siguiente: 

 

“2.2 REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES 

PERSONALES 

 

La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en 

el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás 

personas allegadas. 

 

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en 

los eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión 

reportada por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 

 

 

 

Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima 

directa, la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. 

Para las víctimas indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el 

nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al 

cuadro. 

 

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se 

determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. 

 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones 

conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo 

núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros 

permanentes). Tendrán derecho al reconocimiento de 100 SMLMV cuando 
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la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 80 SMLMV en los 

eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior 

al 50%; a 60 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 30% e inferior al 40%; a 40 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o 

superior al 20% e inferior al 30%; a 20 SMLMV cuando la gravedad de la 

lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 10 SMLMV 

en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e 

inferior al 10%. 

 

(…)” 

 

Para el caso en concreto, lo cierto es que las supuestas lesiones sufridas por el demandante 

Juan Pablo Córdoba Salazar no pueden superior el 10% de gravedad pues lo cierto es que 

el actor sólo recibió cinco (5) días de incapacidad y por la información que reposa en la 

ADRES las supuestas lesiones en cuestión no afectaron su capacidad de pago, 

circunstancia que demuestra la exorbitancia y desproporción de las pretensiones de la 

demanda.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente se nieguen los perjuicios morales solicitados 

pues, además de que no se han probado las lesiones alegadas, lo cierto es que las mismas 

no revisten de la gravedad necesaria para el reconocimiento desproporcionado que pretende 

la parte actora.  

 

En general ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el demandante a 

través del medio de control de reparación directa como consecuencia de la inexistencia de los 

presupuestos necesarios para el surgimiento de la responsabilidad extracontractual del Distrito 

Especial de Santiago de Cali, el incumplimiento de la carga probatoria radicada en cabeza de la 

parte actora, la ausencia de prueba frente a los perjuicios materiales e inmateriales reclamados, la 

excesiva y desproporcionada tasación de los mismos y, en general, por falta de fundamentos 

fácticos y jurídicos de la demanda incoada.  

 

3.3. EXCEPCIONES FRENTE A LA DEMANDA  

 

En el presente acápite se presentarán los fundamentos de hecho y de derecho que en general, 

sustentan la oposición a las pretensiones de la demanda y que en particular dan cuenta de que la 

parte demandante no ha probado, como es su deber, la existencia de todos los supuestos 

normativos de la presunta responsabilidad patrimonial que pretende endilgarse en contra de las 

demandadas en este litigio. Se sustenta la oposición a las pretensiones invocadas por el extremo 

activo de este litigio, de conformidad con las siguientes excepciones: 

 

3.3.1. DE FONDO O MÉRITO 

 

3.3.1.1. INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE LA RESPONSABILIDAD 

EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO – INEXISTENCIA DE FALLA DEL SERVICIO 

– AUSENCIA DE ELEMENTOS PROBATORIOS PARA LA CONFIGURACIÓN DEL 

TÍTULO SUBJETIVO DE IMPUTACIÓN 
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Para el caso en concreto, no están acreditados todos y cada uno de los presupuestos necesarios 

para el surgimiento de la responsabilidad extracontractual del Estado, en especial, no se encuentra 

acreditado ningún título de imputación subjetivo como la falla del servicio, pues la parte actora no 

ha demostrado, como es su deber en virtud de la carga probatoria que se radica en ella, que exista 

una defectuosa prestación en el servicio público y que ello tengo un nexo de causalidad con el 

supuesto daño que dice haber sufrido.  

 

Lo primero que debe tenerse en cuenta para declarar probada la excepción propuesta es que el 

presente caso debe decidirse bajo la cuerda del título de imputación subjetiva denominado falla del 

servicio, específicamente, en su modalidad probada donde le incumbe al actor probar que el daño 

antijurídico devino como consecuencia de una defectuosa prestación del servicio público.  

 

Sobre la falla del servicio probada, donde destaca con todas sus fuerzas la carga de la prueba, debe 

traerse a colación el siguiente pronunciamiento del H. Consejo de Estado que expone las 

consecuencias de desatender la regla contenida en el artículo 167 del Código General del Proceso, 

sobre el particular el alto tribunal de lo contencioso administrativo ha afirmado lo siguiente:  

 

“Es preciso recordar que, cuando se imputa un daño al Estado con fundamento 

en una omisión o inacción por su parte, el interesado se encuentra en el escenario 

de culpa probada y, en consecuencia, está llamado a aportar o, según el caso, 

solicitar el recaudo de los medios de convencimiento con los cuales se evidencie 

el supuesto de hecho que alega estructuró una falla en el servicio,  pues de otro 

modo, al juez no le resta otra posibilidad que negar las pretensiones por la 

insatisfacción del onus probandi que le asiste al interesado, conforme con las 

previsiones del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil28.”29 (énfasis 

añadido).  

 

De igual forma, frente a la aplicación de la carga de la prueba en el título de imputación subjetivo 

de la falla del servicio, la doctrina nacional ha recordado lo siguiente:  

 

“…es claro que el hecho de que un daño le sea imputable a una persona pública 

no es suficiente normalmente para hacerla responsable: es necesario que la 

víctima demuestre que en su origen se encuentra un mal funcionamiento 

administrativo. Se trata de que el actor establezca sobre todo la realidad de los 

hechos, porque la calificación propiamente jurídica corresponde al juez. 

Naturalmente, un cúmulo probatorio deficiente pone en riesgo la prosperidad de 

las pretensiones. Se trata entonces de que, normalmente, la responsabilidad por 

falta es una responsabilidad por falta probada. Según Llorens-Fraysse, “hay 

responsabilidad por falta probada cuando el juez exige que la falta sea establecida 

con certeza (habitualmente) el juez no se contenta con indicios”. 

 

En consecuencia, si el demandante no prueba la falla y en el caso concreto 

 
28 “ARTÍCULO 177. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas 
que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. 
29 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia de 
22 de noviembre de 2021. Consejero Ponente: José Roberto Sáchica Méndez. Radicado No. 19001-23-31-
000-2011-00434-01(53977). 
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ésta no se presume, aún cuando la Administración nada haga para 

exonerarse, el fallo será absolutorio. 

 

Ahora bien, la prueba de la falta puede descomponerse en dos elementos, a 

saber: primero, la prueba del hecho invocado y, segundo, la prueba de su 

carácter anormal, o sea, la prueba de la violación de las obligaciones 

administrativas. Esta segunda cuestión es en realidad una operación de 

calificación jurídica que el actor demanda al juez confirmar, y en la cual interviene 

la apreciación de éste último.”30 (énfasis añadido). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, debe decirse que no basta con allegar el Informe Policial de 

Accidente de Tránsito (IPAT) para acreditar la existencia de una falla del servicio, resulta necesario 

acreditar demás elementos de la responsabilidad extracontractual del Estado como lo es el nexo de 

causalidad que debe existir entre la supuesta falla y el daño causado. Así, por ejemplo, lo ha dicho 

el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira con ponencia del Magistrado Duberney Grisales 

Herrera en sentencia del 14 de febrero de 202331 donde, con apoyo de la jurisprudencia de la H. 

Corte Constitucional en sentencia C-429 de 2003, se afirmó lo siguiente:  

 

“El informe policial de accidente de tránsito (IPAT) es elemento de 

convicción de naturaleza indirecta, requiere de respaldo con otras 

probanzas. Y, resulta comprensible: sus suscriptores, no presencian los 

hechos que plasman, de ordinario, llegan al lugar con posterioridad, y, se 

basan en la información que allí recolectan, tiene dicho esta Corporación 

(2018, 2021 y 202232): “Se reconoce que tal informe, corresponde, por regla 

general a una percepción indirecta y posterior de los acontecimientos, por 

lo que, anotaciones como la causa probable del accidente, tampoco van más 

allá de una hipótesis (…)”. 

 

Este es criterio uniforme de esta Sala Especializada, reiterado por otras Salas de 

forma reciente (2022)33. En refuerzo, atinado el pasaje de la Corte Constitucional34 

en sede de constitucionalidad (Fuerza erga omnes): 

En este orden de ideas, el informe descriptivo elaborado por una autoridad de 

tránsito, constituye un importante instrumento al servicio de la administración de 

justicia como quiera que en éste se da cuenta de la ocurrencia de un hecho, en 

algunos casos con implicaciones de orden civil pero en otros además con carácter 

penal, en el que aparecen identificados los conductores implicados, así como 

consignados datos sobre las posibles condiciones en que aquél tuvo lugar, y 

además estará firmado por los conductores o en su defecto por un testigo. Datos 

 
30 Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Tomo I. Grupo Editorial Ibañez. 
Págs. 313-314. 
31 La sentencia del Tribunal Superior de Pereira puede ser consultada en el siguiente enlace:  
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HE
RRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-
%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal
.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx  
 
32 TSP. Sentencias: (i) 16-02-2018; No.2012-00240; MP: Grisales H.; (ii) SC-0071-2021; y, SC-0020-2022. 
33 TSP. SC-0012-2022 y SC-0045-2022. 
34 CC. C-429-2003. 

https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
https://www.tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2023/SALA_CIVIL_FAMILIA/DUBERNEY_GRISALES_HERRERA/02.Febrero/Sentencias/2016-00598%20-%20SC-0006-2023%20-%20Responsabilidad%20civil%20extracont.%20Actividad%20peligrosa.%20Grado%20incidencia%20causal.%20Hecho%20exclusivo%20de%20la%20victima.docx
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todos estos que resultan fundamentales para orientar una futura investigación o 

proceso y a partir los cuales se puede producir la prueba que se requiera para 

establecer la realidad y veracidad de los hechos.  

 

Así pues, en virtud del artículo 148 de la Ley 769 de 2002, el informe descriptivo 

que elabora un agente de tránsito en los casos de accidentes de esta naturaleza 

con implicaciones penales, corresponde al ejercicio de una actividad de policía 

judicial consistente en rendir un informe cuyo contenido y efectos se encuentran 

regulados por el artículo 149 del nuevo Código Nacional de Tránsito y, en lo 

pertinente, por los artículos 314 a 321 del C.P.P. De tal suerte que se trata de un 

documento público cuyo contenido material puede ser desvirtuado en el proceso 

respectivo y que debe ser apreciado por el funcionario judicial de acuerdo a 

las reglas de la sana crítica a fin de otorgarle el alcance probatorio que 

corresponda una vez sea valorado en conjunto con todas las pruebas 

practicadas, bien oficiosamente o bien a petición de parte. La sublínea, el 

color azul y la negrilla son propios de esta Sala. 

 

Tampoco se trata de negar todo peso probatorio, porque muy distinto es que los 

hechos allí reportados, aparezcan debidamente corroborados por otros 

instrumentos de convicción, como sucedió en este caso, según aprecia esta 

Colegiatura.” (subrayado y negritas propias).  

 

En esa medida, no basta con el informe policial de accidente de tránsito aportado, que en todo caso 

es medio probatorio indirecto, para acreditar los elementos y presupuestos necesarios de la 

responsabilidad extracontractual del Distrito Especial de Santiago de Cali, resulta preciso que el 

actor prueba los demás elementos de la responsabilidad aquiliana de la administración pública, esto 

es, que prueba la falla del servicio del Estado y el nexo causal con el daño supuestamente causado, 

circunstancias que no han sucedido para el caso en concreto.  

 

3.3.1.2. CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA  

 

Como lo mencionó el Distrito Especial de Santiago de Cali al momento de contestar la demanda 

que dio origen a la presente litis, el demandante Juan Pablo Córdoba Salazar cuenta con una serie 

de multas y sanciones por infracciones de tránsito SIMIT, de donde es posible establecer que el 

demandante ha infringido en el pasado varias veces la normatividad de tránsito, circunstancia que 

sirve de indicio para concluir que es una persona que no conduce con el debido cuidado y diligencia 

que exige el tráfico vehicular y el Código Nacional de Tránsito Terrestre.  

 

Sobre la culpa exclusiva de la víctima, debe recordarse, de mano de la doctrina nacional, que la 

misma tiene las siguientes características: 

 

“Según lo ha dictaminado el Consejo de Estado, cuando se estudia el hecho de la 

víctima, lo primero que se impone es definir los carácteres que éste debe reunir 

para que realmente sea admisible como causal de exoneración, o dé lugar a la 

reducción del daño, pues no todo hecho de aquella produce esas consecuencias 

jurídicas. Dentro de esta perspectiva, se tiene que para que ella se tipifique se 
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deben dar los siguientes elementos:  

 

- Una relación causal entre el hecho de la víctima y el daño. Si la víctima no 

contribuye en alguna forma a la producción del evento perjudicial, su conducta no 

puede tener repercusiones en el campo de la responsabilidad; 

 

- El hecho de la víctima debe ser extraño y no imputable al ofensor, y  

 

- El hecho de la víctima debe ser ilícito y culpable.”35 

 

De igual forma, en adición a lo anterior, se tiene el deber de evitar o mitigar los daños que tiene toda 

persona en virtud del postulado de la buena fe consagrado en el artículo 83 superior. El artículo en 

mención prevé que las actuaciones de los particulares deben ceñirse a los postulados de la buena 

fe, como se puede leer de la norma superior.  

 

En ese sentido, está claro que no le es permitido a una persona no asumir sus obligaciones, como 

en este caso, las de autocuidado, y posteriormente buscar responsables de su misma conducta 

negligente. El principio de buena fe ciertamente repugna tales conductas que además son 

atentatorias contra el principio de autorresponsabilidad que deriva del mentado postulado. 

 

Se puede señalar entonces, que además de las múltiples manifestaciones del principio 

constitucional citado, el deber de evitar o mitigar los daños, constituye, en los tiempos que corren, 

una de las más importantes aplicaciones de la buena fe. En ese sentido, puede apreciarse la 

importancia que se le ha dado al deber traído a colación dentro de la doctrina extranjera: 

 

“Junto al principio de no dañar injustamente a otro, está con respecto a la víctima 

el principio de que se debe mitigar o atenuar en lo posible los efectos del daño 

después de que éste fue causado. Con ello se previenen daños futuros y se trata 

de una conducta exigible por ser propia de un proceder de buena fe. 

 

Se busca evitar nuevos daños o la continuación de los daños existentes, que es 

posible evitar actuando con la diligencia debida y acorde con los dictados de la 

buena fe. Este deber de mitigar el daño opera tanto en el ámbito contractual como 

en el extracontractual. 

 

(…) 

 

El daño que pudiendo no fue evitado, se puede llegar a considerar como causado 

y formar parte de la causalidad compartida. Ante la existencia de un daño la 

víctima no puede asumir una actitud pasiva que se torne en aumento de este daño 

sino que debe mitigarlo en lo posible. Lo que se puede exigir a la víctima son 

conductas racionales o razonables para evitar el aumento del daño. No se le 

puede exigir poner en riesgo su vida o realizar gastos que se estén fuera de su 

alcance o que no sean lógicamente razonables con lo que implica evitar ese 

 
35 Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Tomo II. Grupo Editorial Ibañez. 
Pág. 1272. 
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perjuicio.36” 

 

De modo similar, la doctrina nacional, extendiendo el deber comentado a prevenir los daños que se 

puedan causar, ha conceptualizado esta manifestación de la buena fe de la siguiente forma: 

 

“…este deber también puede ser previo a la ocurrencia del daño, es decir, cuando 

éste todavía no ha sido materializado, lo cual significa que en este apartado nos 

referiremos no sólo al deber de mitigarlo, sino también de evitarlo o prevenirlo, 

en tanto los efectos de ambas situaciones son similares (…) 

 

Es decir, es claro que, antes de que el daño acaezca, debe la víctima, en la medida 

de lo posible, evitar su ocurrencia, así como, una vez presentado, surge para toda 

víctima el deber de minimizarlo, lo cual se traduce en evitar que el éste se 

propague, siempre que pueda.  

 

(…) 

Luego, las conductas de la víctima, de cara al cumplimiento del deber de evitar y 

mitigar el daño, consisten en “reducir el daño, evitar la agravación del daño, evitar 

la producción del daño”, siempre, “mediante la adopción de medidas 

razonables”, entendiendo por estas, “las medidas que, atendiendo las particulares 

circunstancias del caso concreto, puedan esperarse de una persona que actúa de 

buena fe; es decir, considerando lo que llevaría a cabo cualquier persona a fin de 

evitar o disminuir la magnitud del perjuicio […] medidas que no entrañen sacrificios 

desproporcionados para el perjudicado o que no lo coloquen ante nuevos riesgos”. 

  

Luego, si la víctima, teniendo la posibilidad de evitar que el daño se presente o se 

extienda, omite hacerlo, se considera que esa afectación se la ha causado ella 

misma, configurando, de esta forma, un hecho de la víctima como modalidad 

de causa extraña (…)37” 

 

Así mismo, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha dicho en sentencias como la del 14 de julio 

de 201638, retomada, entre otras, en la sentencia del 10 de mayo de 201739, que la víctima no se 

puede aprovechar de su propia culpa para buscar un provecho económico frente a la administración 

pública: 

 

“…si está en manos del interesado evitar el daño es su deber hacerlo, pues de lo 

contrario incurre en una actitud negligente, de desidia frente a sus propios 

deberes, lo cual le impide trasladar a la administración las consecuencias 

desfavorables de ello y perseguir, entonces, la obtención de una ventaja o 

 
36 Ordoqui Castilla, G. (2012). Buena fe contractual. Grupo Editorial Ibáñez. pág. 623-624 
37 Gaviria Cardona, A. (2021). El hecho de la víctima como causa de exoneración de la responsabilidad civil 
(primera ed.). Grupo Editorial Ibañez. pág. 88 a 91. 
38 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 
14 de julio de 2016. Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera. Radicado No. 76001-23-31-000-
2006-01742-01(41491) 
39 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera- Subsección A. Sentencia del 
10 de mayo de 2017. Consejera Ponente: Martha Nubia Velásquez Rico. Radicado No. 20001-23-31-000-
2008-00184-01(41028) 
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provecho económico, con cargo al patrimonio de aquélla, pues tal comportamiento 

no sólo resulta contrario a la buena fe, principio superior por el cual se deben regir 

todas las relaciones entre el Estado y los administrados, sino que también 

contraría el principio de derecho según el cual nadie puede sacar provecho de su 

propia desidia.” 

 

En virtud de lo anterior y en especial de los principios de autorresponsabilidad, del deber de evitar 

y mitigar los daños y la causal de exoneración denominada culpa exclusiva de la víctima, se tiene 

que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar debía tomar las precauciones necesarias al transitar por 

las vías administradas y pertenecientes al Distrito Especial de Santiago de Cali, circunstancia que 

ya se ha visto que no ha sucedido pues el demandante cuenta con un amplío historial de 

infracciones de tránsito.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente al despacho negar todas y cada una de las 

pretensiones de la demanda en la medida en que el daño que se le pretende endiglar al Distrito 

Especial de Santiago de Cali tiene su origen y/o causa en la propia culpa de la víctima y en su 

inobservancia del deber consittucional de evitar o mitigar los daños conforme a la buena fe.  

 

3.3.1.3. EN SUBSIDIO DE LO ANTERIOR, DEBE TENERSE EN CUENTA EL APORTE 

CAUSAL DE LA VÍCTIMA A LA PRODUCCIÓN DEL DAÑO – APLICACIÓN DEL 

ARTÍCULO 2357 DEL CÓDIGO CIVIL  

 

En subsidio de lo anterior, esto es, la excepción consistente en la culpa exclusiva de la víctima, 

solicito respetuosamente al despacho se tenga como medio exceptivo de defensa el principio 

consagrado en el artículo 2357 del Código Civil que contempla la reducción de la indemnización 

cuando quien ha sufrido el daño se expuso imprudentemente a él, circunstancia que es de 

relevancia para el caso sub judice si se tiene en cuenta el historial de infracciones de tránsito con 

el que cuenta el demandante.  

 

Para sustentar la excepción propuesta, se debe, en principio, poner de presente el artículo 2357 del 

Código Civil cuyo tenor expresa que “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo 

ha sufrido se expuso a él imprudentemente”, norma que si bien se encuentra ubicada en el Título 

XXXIV del Código Civil atinente a la responsabilidad común por los delitos y culpas, lo cierto es que 

guarda en su redacción un principio básico de la autorresponsabilidad y la reducción equitativa de 

la indemnización cuando la víctima se ha expuesto imprudentemente a sufrir el perjuicio que ahora 

demanda. De tal importancia es la máxima que recoge dicho artículo, que el H. Consejo de Estado 

lo ha aplicado al unísono en las distintas controversias en las que se debate la responsabilidad 

aquiliana de la Administración, veamos: 

 

En Sentencia del 21 de mayo de 202140 con ponencia de la consejera María Adriana Marín, el H. 

Consejo de Estado recordó las características principales de la figura que se invoca:  

 

 

 
40 Consejo de Estado. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 21 de mayo de 2021. Consejera 
Ponente: María Adriana Marín. Radicado No. 23001-23-31-000-2007-00453-03(48254) 
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“Sobre la concurrencia de culpas, la Sección ha sostenido41 que cuando el 

comportamiento de la víctima contribuye de manera cierta y eficaz en la 

producción del hecho dañino, habilita al juzgador para reducir el quantum 

indemnizatorio. Entonces, se da cuando la conducta de la persona agraviada 

confluye en el desenlace del resultado, habida consideración de que 

participó realmente en la causación de este, tal como ocurrió en este caso. 

 

En esa medida, la reducción del daño resarcible, con fundamento en el 

concurso del hecho de la víctima, responde a una razón de ser específica: la 

víctima contribuyó realmente a la causación de su propio daño, caso en el 

cual esa parte del perjuicio no deviene antijurídica y, por ende, no tiene la 

virtud de imputarse al patrimonio de quien se califica responsable. 

      

Frente al particular, esta Corporación ha manifestado reiteradamente el efecto de 

la concausa42 en la liquidación de los perjuicios reclamados en la demanda:  

 

En ese orden de ideas, es dable concluir que, para que el hecho de la víctima 

tenga plenos efectos liberadores de la responsabilidad estatal, es necesario que 

la conducta desplegada por el afectado sea tanto causa del daño como la raíz 

determinante del mismo, es decir, que se trate de la causa adecuada, pues en el 

evento de resultar catalogable como una concausa en la producción del daño no 

eximirá al demandado de su responsabilidad y, por ende, del deber de indemnizar, 

aunque, eso sí, habrá lugar a rebajar su reparación en proporción a la 

participación de la víctima43.” (subrayado y negritas propias). 

 

Visto lo anterior, resulta claro que, el hecho de la víctima, sea éste culposo o simplemente causal, 

expone al damnificado a tener que soportar el daño que tiene parte de su origen en su propia 

actividad, conforme se desprende de la jurisprudencia nacional y de la cual se trajo a colación un 

fragmento. En la anterior medida, debe el despacho valorar la conducta del demandante en el 

supuesto accidente de tránsito acaecido el día 3 de agosto de 2017 para que si es del caso se 

aplique el principio ya enunciado que se contempla en el artículo 2357 del Código Civil. 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente al despacho se declare probada la presente excepción 

en subsidio de la excepción de culpa exclusiva de la víctima propuesta en líneas anteriores.  

 

3.3.1.4. INEXISTENCIA DE LOS PERJUICIOS MATERIALES E INMATERIALES 

SOLICITADOS 

 
41 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de septiembre de 1999 (expediente 14.859).  
42 Referente a la concausa, consultar sentencia del 28 de mayo de 2015, Exp.25000-23-26-000-2002-01492-
01(29479), C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz. 
43 En la anotada dirección, ha sostenido la Sala: “El hecho de la víctima, al decir de los hermanos Mazeaud, 
sólo lleva “consigo la absolución completa” cuando “el presunto responsable pruebe la imprevisibilidad y la 
irresistibilidad del hecho de la víctima. Si no se realiza esa prueba, el hecho de la víctima, cuando sea culposo 
y posea un vínculo de causalidad con el daño, produce una simple exoneración parcial: división de 
responsabilidad que se efectúa teniendo en cuenta la gravedad de la culpa de la víctima. Henri y León 
Mazeaud, Jean Mazeaud. Lecciones de Derecho Civil. Parte Segunda. Ediciones Jurídicas Europa América. 
Buenos Aires. 1960, págs. 332 y 333”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, sentencia de 2 de mayo de 2007; Radicación: 24.972; criterio reiterado por la Sección en sentencia 
de 9 de junio de 2010. Radicación: 17.605. Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez. 
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Para el caso en concreto, se tiene que no se encuentran acreditados en debida forma ni los 

perjuicios materiales ni los inmateriales solicitados en la demanda. Frente a los primeros, esto es, 

el daño emergente y el lucro cesante solicitado, debe decirse que no se allegan facturas o 

documentos equivalentes que de conformidad con los artículos 615 y 617 del Estatuto Tributario 

den certeza sobre la causación de las erogaciones pretendidas y resulta imposible reconocer un 

lucro cesante cuando no se encuentra probado que las supuestas lesiones hayan mermado la 

capacidad laboral del demandante, máxime cuando únicamente se le otorgaron cinco (5) días de 

incapacidad médica; ahora bien, frente a los segundos, esto es, el perjuicio moral y el daño a la 

salud solicitados, además de que no se han probado pues para casos como el que ocupa la atención 

del despacho no existe presunción judicial alguna, se tiene que fueron tasados de forma excesiva 

y desproporcionada como se expondrá más adelante.  

 

Para sustentar la excepción propuesta me referiré a la improcedencia de los perjuicios solicitados 

uno por uno. En primer lugar, frente al daño emergente solicitado debe decirse que los conceptos 

por los cuales se solicita tal perjuicio material, esto es, veinte (20) sesiones de fisioterapia, 

reparación de las piezas del vehículo moto marca Honda y el servicio de taxi utilizado, no fueron 

probados en debida forma, pues a pesar de que los vendedores de dichos servicios y bienes debían 

expedir facturas de conformidad con los artículos 615 y 617 del Estatuto Tributario, se tiene que 

junto con la demanda no se aportaron documentos que cumplieran con los requisitos previstos en 

la legislación tributaria.  

 

En ese sentido, frente a los perjuicios materiales solicitados en la demanda, iniciando con el daño 

emergente, hay que decir, con apoyo en la doctrina y la jurisprudencia, que entre los elementos del 

daño se encuentra que el mismo sea cierto, en palabras del ex Consejero de Estado Enrique Gil 

Botero la certidumbre del daño consiste en lo siguiente: 

 

“Permite comprobar que el daño sea pasado, presente o futuro, y habrá 

certidumbre cuando sea evidente que produjo o producirá una disminución o 

lesión material o inmaterial en el patrimonio de quien lo sufre, es decir, no podrá 

ser resarcido lo eventual, hipotético o meramente posible.”44 

 

De igual forma, obsérvese que, frente al daño emergente, si bien el demandante aporta una serie 

de recibos de caja menor y un contrato de prestación de servicios, lo cierto es que no se aporta 

ninguna factura que cumpla con los requisitos contemplados en los artículos 615 y 617 del Estatuto 

Tributario, todos elementos necesarios para probar las erogaciones que supuestamente se 

realizaron con ocasión del daño antijurídico que se demanda.  

 

La inexistencia de facturas o documentos similares que sustenten las erogaciones realizadas (daño 

emergente), en palabras del H. Consejo de Estado, conduce inexorablemente al fracaso de la 

pretensión: 

 

“A título de daño emergente les fue concedido a los demandante el valor de dos 

millones seiscientos doce mil cuatrocientos sesenta y un pesos ($2.612.461), por 

 
44 Gil Botero, E. (2020). Tratado de responsabilidad extracontractual del estado (Octava ed.). Tirant lo blanch. 
Pág. 189. 
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las reparaciones realizadas al vehículo una vez les fue entregado. 

 

La Sala modificará esta disposición del fallo apelado para, en su lugar, disponer 

que no hay lugar a que se indemnice por ese concepto.  Esto por cuanto ninguna 

de las documentales aportadas con el fin de sustentar esas erogaciones (fls. 

69 y s.s., c. 8) reúne los requisitos previstos en el artículo 617 del Estatuto 

Tributario45, en especial los relativos a la calidad de retenedor del vendedor, 

ni la discriminación del IVA, siendo obligación del comprador exigir la 

factura de compra de conformidad con los requisitos legales.  De tal manera, 

ninguna credibilidad otorgan los recibos informales aportados sobre la 

veracidad de las transacciones sobre las que versan, ni puede 

reconocérseles valor cuando no cuentan con los requisitos previstos en la 

ley para su validez. 

 

Por ende, no hay lugar a reconocimiento indemnizatorio alguno por concepto 

de las sumas presuntamente erogadas por los demandantes para la refacción 

del rodante.”46 (énfasis añadido).  

 

Por todo lo anterior, debe negarse el daño emergente solicitado en la demanda.  

 

Ahora bien, en lo que toca al lucro cesante solicitado, además de que son plenamente aplicables 

los argumentos expuestos frente a la ausencia de certidumbre del respectivo daño, se tiene que no 

se ha demostrado mediante ningún medio de prueba que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar 

trabajara para la fecha en que ocurrió el supuesto accidente de tránsito, que de dicha labor 

devengara un ingreso económico y mucho menos que dichos ingresos fueran equivalentes a un 

salario mínimo legal mensual vigente.  

 

Debido a que el lucro cesante está exento de toda presunción judicial o legal, es pertinente recordar 

que para la probanza de dicho perjuicio material opera con todos sus efectos la carga de la prueba 

en cabeza de los demandantes, como bien lo ha dicho el H. Consejo de Estado en Sentencia del 1 

de noviembre de 202347: 

 
45 Estatuto Tributario, “Art. 617. Requisitos de la factura de venta. 
Para efectos tributarios, la expedición de factura a que se refiere el artículo 615 consiste en entregar el original 
de la misma, con el lleno de los siguientes requisitos: 
a. Estar denominada expresamente como factura de venta. 
b. Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el servicio. 
c. Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, junto con la discriminación 
del IVA pagado. 
d. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de facturas de venta. 
e. Fecha de su expedición. 
f. Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios prestados. 
g. Valor total de la operación. 
h. El nombre o razón social y el NIT del impresor de la factura. 
i. Indicar la calidad de retenedor del impuesto sobre las ventas”. 
 
46 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección B. Sentencia del 
28 de mayo de 2015. Consejero Ponente: Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Radicado No. 18001-23-31-000-
2001-00154-01(33732) 
47 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA - 
SUBSECCIÓN C CONSEJERO PONENTE: NICOLÁS YEPES CORRALES. Sentencia del primero (1°) de 
noviembre de dos mil veintitrés (2023). Referencia: REPARACIÓN DIRECTA. Radicación: 
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“En cuanto al lucro cesante, esta Corporación ha sostenido que se trata de la 

ganancia frustrada o del provecho económico que deja de reportarse como 

consecuencia de la ocurrencia del daño, de manera que, de no producirse el daño, 

habría ingresado ya o en el futuro al patrimonio de la víctima o de los perjudicados. 

 

Asimismo, la Corporación ha considerado que, como todo perjuicio, para que 

procedan el reconocimiento y la indemnización por concepto de lucro cesante, 

éste debe ser cierto y existente, es decir, debe probarse que la víctima era 

laboralmente activa, que devengaba ingresos mensuales, que con ellos 

otorgaba ayuda económica a su familia y que a consecuencia del daño dejó 

de percibir el salario con el cual sustentaba su propia subsistencia y la de 

su familia” (subrayado y negritas propias).  

 

En la medida en que con la demanda no se ha aportado ningún medio de prueba que demuestre 

que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar era laboralmente activo para la fecha del supuesto 

accidente, no se ha acreditado que la víctima devengara ingresos mensuales y tampoco que ellos 

ascendieran a un salario mínimo mensual legal vigente, la carga de la prueba debe operar con todos 

sus efectos y el despacho debe negar el perjuicio solicitado ante la inexistencia de su prueba. 

 

Como si lo anterior no fuese poco para negar el lucro cesante solicitado, también se tiene que 

consultada la información de afiliación en la Base de Datos Única de Afiliados – BDUA en el Sistema 

General de Seguridad Social en Salud de la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, se observa que el señor 

Juan Pablo Córdoba Salazar identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.116.156.755 se 

encuentra afiliado al régimen CONTRIBUTIVO circunstancia que indica que el demandante tiene 

capacidad de pago y por ende no ha visto afectada su capacidad laboral ni se ha causado un lucro 

cesante en su patrimonio como consecuencia de las supuestas lesiones que dice haber sufrido. La 

información contenida en las bases de datos de la ADRES es del siguiente tenor:  

 

 

 
23001233100020090010301 (49469). Demandante: LUISA MARTÍNEZ LÓPEZ Y OTROS. Demandado: 
DEPARTAMENTO DE CÓRDOBA 
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En esa medida debe recordarse que, según la información brindada en la página web oficial del 

Ministerio de Salud y Protección Social, “Se deben afiliar en el régimen contributivo, las personas 

que tienen una vinculación laboral, es decir, con capacidad de pago, como los trabajadores formales 

e independientes, los pensionados y sus familias.”48, circunstancia la cual indica que el demandante 

Juan Pablo Córdoba Salazar, contrario a lo afirmado en la demanda, está realizando una labor que 

le brinda capacidad de pago para acceder a los servicios generales en seguridad social y salud.  

Por los argumentos anteriormente expuestos, se solicita respetuosamente al despacho negar los 

perjuicios materiales solicitados, tanto en su modalidad de daño emergente como lucro cesante, 

ante el incumplimiento de la carga probatoria que reposa en cabeza del demandante.  

 

Respecto del perjuicio moral y el daño a la salud solicitado en la demanda, los mismos deben ser 

negados, pues ante la ausencia de cualquier presunción judicial en la causación de dicha tipología 

de perjuicios inmateriales en casos de lesiones personales, se tiene que la parte actora no ha 

probado la congoja y/o tristeza que las supuestas lesiones y mucho menos ha aportado junto con 

la demanda elementos de convicción que permitan establecer que ha existido un daño a la salud.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente al despacho declarar probada la excepción propuesta 

y en consecuencia negar los perjuicios materiales e inmateriales solicitados en la demanda pues no 

se ha probado su existencia y cuantía de conformidad con las reglas jurisprudenciales vigentes.  

 

3.3.1.5. EN SUBSIDIO DE LO ANTERIOR, EXCESIVA Y DESPROPORCIONADA TASACIÓN 

DE LOS PERJUICIOS INMATERIALES SOLICITADOS 

 

En subsidio de lo anterior, el Juzgador de instancia debe negar los perjuicios inmateriales 

solicitados, esto es, el perjuicio moral y el daño a la salud, pues los mismos fueron tasados de forma 

excesiva y desproporcionada en desmedro de la jurisprudencia unificada del H. Consejo de Estado 

en sentencias del 28 de agosto de 2014 y en el documento de la misma que fecha que adoptó la 

Sala Plena de la Sección Tercera de dicha corporación.  

 

Lo primero que hay que decirse es que el demandante no ha aportado ni una sola prueba que 

permita al despacho llegar al conocimiento sobre la gravedad de las supuestas lesiones que dice 

haber sufrido, circunstancia que por sí sola impide el reconocimiento de los perjuicios inmateriales 

solicitados por la ausencia de certidumbre en su causación.  

 

En segundo lugar, si bien se allega una historia clínica donde consta una incapacidad médica de 

cinco (5) días, lo cierto es que dicha incapacidad no justifica de ninguna forma la exorbitancia de 

las pretensiones enunciadas en la demanda, pues lo cierto es que a lo sumo las lesiones que dice 

haber sufrido el demandante se ubica en una gravedad “igual o superior al 1% e inferior al 10%”, 

pues lo cierto es que no obran dentro del expediente ningún medio probatorio que demuestre una 

pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica.  

 

 

 
48 https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-
contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C
%20consulte  

https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/Regimencontributivo/Paginas/regimen-contributivo.aspx#:~:text=Se%20deben%20afiliar%20en%20el,General%20de%20Seguridad%20Social%2C%20consulte
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En este punto debe recordarse que, para el caso de lesiones personales, como lo es el asunto sub 

judice, el juzgador deberá tener en cuenta la gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes 

niveles que se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. Así, por 

ejemplo, el documento final aprobado mediante acta del 28 de agosto de 2014 por la Sección 

Tercera del H. Consejo de Estado, frente al caso de perjuicios morales por lesiones personales 

menciona lo siguiente:  

 

“2.2 REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES PERSONALES 

 

La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor 

o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas 

allegadas. 

 

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los 

eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada 

por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 

 

 

 

Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, 

la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas 

indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que 

éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro. 

 

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán 

y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. 

 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales 

y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. 

Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes). Tendrán 

derecho al reconocimiento de 100 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea 

igual o superior al 50%; a 80 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la 

lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 60 SMLMV cuando la 

gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 40 SMLMV 

si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 20 SMLMV 

cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, 
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por último, a 10 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual 

o superior a 1% e inferior al 10%. 

 

(…)” 

 

De igual forma, frente al daño en la salud, el mismo documento proferido por la Sección Tercera del 

H. Consejo de Estado, es claro en exponer que la indemnización de dicho perjuicio inmaterial 

dependerá de la gravedad o levedad de la lesión:  

 

“4. CONCEPTO Y REPARACIÓN DEL DAÑO A LA SALUD. 

 

En los casos de reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos 

en la sentencia de unificación del 14 de septiembre de 2011, exp. 19031, proferida 

por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, y se 

complementan los términos de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la 

Sección Tercera. 

 

La indemnización, en los términos del fallo referido está sujeta a lo probado en el 

proceso, única y exclusivamente para la víctima directa, en cuantía que no podrá 

exceder de 100 S.M.L.M.V, de acuerdo con la gravedad de la lesión, debidamente 

motivada y razonada, conforme a la siguiente tabla: 

 

 

 

 

Bajo este propósito, el juez debe determinar el porcentaje de la gravedad o 

levedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro del 

proceso, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos y psíquicos 

del ser humano. 

 

Para lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias de la enfermedad o 

accidente que reflejen alteraciones al nivel del comportamiento y desempeño de 

la persona dentro de su entorno social y cultural que agraven la condición de la 

víctima. Para estos efectos, de acuerdo con el caso, se considerarán las 

siguientes variables: 

 

- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o 

anatómica (temporal o permanente) 

- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra 

estructura corporal o mental. 
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-La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de 

un órgano. 

- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 

- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o 

rutinaria.” 

- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o 

rutinaria. 

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 

- Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 

- La edad. 

- El sexo. 

- Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, lúdicos y 

agradables de la víctima. 

- Las demás que se acrediten dentro del proceso.” 

 

Visto todo lo anterior, resulta claro que la indemnización solicitada por el demandante Juan Pablo 

Córdoba Salazar por concepto de perjuicio moral y daño a la salud no puede ser reconocida en los 

montos pretendidos, pues lo cierto es que las presuntas lesiones que afirma haber sufrido el actor 

no tienen la connotación y relevancia necesaria para pretender que deben ser indemnizadas con el 

monto máximo contemplado por la jurisprudencia nacional, en otras palabras, las supuestas 

lesiones que dice haber sufrido el actor son leves y en todo caso corresponderían a una gravedad 

que podría contemplarse en un porcentaje “igual o superior al 1% e inferior al 10%”.  

 

Por todo lo anterior, en el hipotético y remoto caso que el despacho decida acceder a las infundadas 

pretensiones de la demanda y, en especial, a los perjuicios inmateriales solicitados a pesar de la 

orfandad probatoria que los rodea, dichas pretensiones deben adecuarse a los postulados de la 

jurisprudencia unificada del H. Consejo de Estado pues lo cierto es que los mismos han sido tasados 

de forma excesiva y desproporcionada.  

 

3.3.1.6. GENÉRICA Y OTRAS 

 

Con fundamento en el artículo 282 del Código General del Proceso, aplicable a los procesos que 

se ventilan ante esta jurisdicción por virtud del artículo 306 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, solicito sea declarada cualquier otra excepción 

que resulte probada en el curso del proceso incluida la caducidad del medio de control de reparación 

directa. 

 

3.3.1.7. EXCEPCIONES PLANTEADAS POR QUIEN EFECTUÓ EL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA A MI REPRESENTADA 

 

Solicito al Juzgador de instancia, tener como excepciones contra la demanda las planteadas por el 

Distrito Especial de Santiago de Cali, las cuales coadyuvo expresamente sólo en cuanto no 

perjudiquen los intereses de mi prohijada MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., 

ni comprometan su responsabilidad.  
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IV. CAPÍTULO II. CONTESTACIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO 

POR EL DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI A MAPFRE SEGUROS 

GENERALES DE COLOMBIA S.A. 

 

4.1. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS 

 

4.1.1. FRENTE AL HECHO PRIMERO: Es cierto que ante el Juzgado Diecisiete (17º) 

Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali (Valle del Cauca) se adelanta proceso del 

medio de control de reparación directa incoado por el señor Juan Pablo Córdoba Salazar en 

contra del Distrito Especial de Santiago de Cali bajo el radicado No. 7600133330172019-

00252-00. 

 

4.1.2. FRENTE AL HECHO SEGUNDO: Es cierto, según los hechos y pretensiones de la 

demanda, que el señor Juan Pablo Córdoba Salazar, a través de apoderado judicial, 

demanda al Distrito Especial de Santiago de Cali afirmando una supuesta responsabilidad 

administrativa, extracontractual y patrimonial por los supuestos perjuicios materiales e 

inmateriales que dice haber sufrido como consecuencia de un presunto accidente de tránsito 

ocurrido el día 3 de agosto de 2017 en la calle 25 entre carrera 83C y 83B de la ciudad de 

Cali.  

 

No obstante lo anterior, lo cierto es que el demandante Juan Pablo Córdoba Salazar no ha 

probado, como es su deber, todos y cada uno de los presupuestos necesarios para el 

surgimiento del débito indemnizatorio a cargo del Distrito Especial de Santiago de Cali, en 

especial, no ha probado el nexo de causalidad entre la supuesta falla en el servicio que se 

le pretende endilgar a la administración y el daño que dice haber sufrido. De igual forma, se 

tiene que tampoco ha acreditado en debida forma la existencia y causación de los perjuicios 

materiales e inmateriales que solicita.  

 

4.1.3. FRENTE AL HECHO TERCERO: No se trata de un hecho, es una afirmación subjetiva del 

apoderado del llamante en garantía. En todo caso, debe decirse que no ha nacido la 

obligación condicional de mi representada Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. de 

indemnizar para el caso en concreto, pues lo cierto es que, además de que las acciones 

derivadas del contrato de seguro se encuentran prescritas conforme se ha venido 

exponiendo, también es cierto es que no se ha realizado el riesgo asegurado, esto es, no se 

ha probado que los supuestos daños sufridos por la parte actora sean imputables al Distrito 

Especial de Santiago de Cali.  

 

4.2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LA PRETENSIÓN (TÁCITA) DEL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA 

 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO a que mi representada, Mapfre Seguros 

Generales de Colombia S.A., sea condenada a realizar el reembolso total o parcial del pago que 

tuviere que hacer el Distrito Especial de Santiago de Cali como resultado de una eventual sentencia 

condenatoria, ello debido a que se encuentran prescritas las acciones derivadas del contrato de 

seguro de conformidad con los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio y no se ha realizado 

el riesgo asegurado, esto es, no se ha presentado un siniestro del cual sea responsable el tomador 
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y asegurado del contrato de seguro documentado en la Póliza No. 1501216001931, por lo que 

resulta imposible a la luz de las normas que disciplinan el contrato de seguro que nazca la obligación 

indemnizatoria a cargo de mi representada.  

 

En todo caso, si llegara a surgir la necesidad de resolver lo concerniente a la relación sustancial 

que sirve de base a la convocatoria que se hizo respecto de mi representada, pese a la prescripción 

de las acciones derivadas del contrato de seguro de conformidad con los artículos 1081 y 1131 del 

Código de Comercio y la no realización del riesgo asegurado, solicito que, sin que esta observación 

constituya de ninguna forma aceptación de responsabilidad alguna, sino que por el contrario 

OPOSICIÓN, se verifique por parte del señor Juez, circunstancias como: i) la prescripción de las 

acciones derivadas del contrato de seguro; ii) límites y coberturas otorgadas; iii) el deducible 

pactado; y iv) condiciones particulares de la póliza y sus respectivas exclusiones, entre otras, en el 

remoto evento de que prosperen una o algunas de las pretensiones formuladas por el demandante 

en su líbelo demandatorio. 

 

4.3. EXCEPCIONES FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

4.3.1. PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO 

 

En adición a la “cuestión previa” planteada en este escrito de contestación a la demanda y al 

llamamiento en garantía, me permito de forma respetuosa reiterar la excepción de prescripción de 

las acciones derivadas del contrato de seguro, pues está absolutamente comprobado que el 

asegurado, Distrito Especial de Santiago de Cali, formuló llamamiento en garantía en contra de mi 

representada, Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A., más de dos (2) años después de la 

petición extrajudicial que le efectuase la victima 21 de mayo de 2019, por lo que resulta claro que 

ha operado el fenómeno de la prescripción ordinaria de conformidad con los artículos 1081 y 1131 

del Código de Comercio.  

 

Con el fin de reiterar los argumentos propuestos, basta en esta oportunidad con recordar que, de 

conformidad con los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio, la prescripción respecto del 

asegurado – en este caso el Distrito Especial de Santiago de Cali – en los seguros de 

responsabilidad inicia su cómputo desde que la víctima formula petición judicial o extrajudicial en 

contra de éste, por lo que el término prescriptivo siempre será el ordinario, esto es, el de dos (2) 

años contemplado en la primera de las normas citadas, pues resulta claro que el asegurado tiene 

conocimiento del hecho que da base a su acción derivada del contrato de seguro cuando le han 

formulado directamente una pretensión indemnizatoria mediante una solicitud de conciliación 

extrajudicial. 

 

Sobre este punto y la forma en cómo se debe contar el término prescriptivo respecto del Distrito 

Especial de Santiago de Cali y del contrato en virtud del cual se llamó en garantía a mi representada 

que se trata de un seguro de responsabilidad, debe tenerse en cuenta lo dicho por el profesor 

Hernán Fabio López Blanco:  

 

“En esta hipótesis es el asegurado quien está habilitado para ejercer la acción 

pertinente respecto de la aseguradora y en ella los plazos de prescripción para 

el mismo se computarán desde cuando la víctima lo requiere judicial o 
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extrajudicialmente para que pague unos perjuicios, o sea que para el 

asegurado no empieza a correr el plazo de los dos años en el mismo momento 

en que se inicia para la víctima, que es desde cuando sucede el hecho externo 

imputable al asegurado, sino a partir de la presentación de una reclamación 

judicial o extrajudicial por parte de esta, aspecto que resalta el profesor Ossa 

al indicar que el artículo 1131 del C. de Co. no pretendió excluir de su ámbito 

de aplicación la prescripción ordinaria sino, apartándose de las normas 

generales del estatuto comercial, señalar de manera especial el concepto del 

hecho que da base a la acción en tratándose de la acción propia del asegurado, 

al advertir que: “Parece claro que, en el seguro de responsabilidad civil, “el hecho 

que da base a la acción” no es el siniestro tal como entiende su realización la 

proposición introductiva del art. 1131. Porque ese mismo precepto agrega que ”la 

responsabilidad del asegurador… solo podrá hacerse efectiva cuando el 

damnificado o sus causahabientes demanden judicial o extrajudicialmente la 

indemnización”. Contra el principio general que hace brotar del siniestro la 

obligación del asegurador (art. 1054), la ley erige una norma especial que, en el 

seguro en mención, la subordina a la pretensión del damnificado o sus 

derechohabientes. (…) La acción surge solo, porque el mandato legal es 

inequívoco, con la demanda judicial o extrajudicial del damnificado o sus 

causahabientes.”49 (subrayado y negritas propias). 

 

Y agrega más adelante el profesor López Blanco, como lo hemos venido diciendo frente a la 

prescripción ordinaria, lo siguiente:  

 

“(…) no le es dable al respectivo interesado escoger, según su conveniencia, la 

ordinaria o la extraordinaria, porque el Código las regula sobre bases tales que 

esa posibilidad de alternativa no es procedente: o corre la una o la otra, con la 

salvedad de que en ningún caso el plazo puede ser mayor de cinco años, contados 

a partir de la fecha de ocurrencia del hecho de que da base a la acción. 

 

En efecto, sentadas las bases para que se apliquen los términos de la 

prescripción ordinaria, será el plazo de dos años el que de manera usual 

corra y no será pertinente aplicar el lapso de cinco años, que solo de manera 

excepcional y a falta de estructuración de los requisitos para que se dé la 

prescripción ordinaria puede ser tenido en cuenta.  

(…) 

En conclusión, no es posible elegir entre las dos prescripciones ya que ellas tienen 

bases precisas para su cómputo, que corren independientemente de la voluntad 

de las personas vinculadas al contrato y se debe estar prioritariamente a la 

prescripción ordinaria si se estructuran las bases para su aplicación, porque 

la extraordinaria tan solo se considera cuando no existen los supuestos para el 

computo de la ordinaria.”50 (subrayado y negritas propias).  

 

 

 
49 López Blanco, H. F. (2022). Comentarios al contrato de seguro (Séptima ed.). DUPRE Editores Ltda. Págs. 547 y 548.  
50 Ibidem. Págs. 560 y 561.  
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Para el caso en concreto, lo cierto es que se estructuran las bases para la aplicación de la 

prescripción ordinaria de las acciones derivadas del contrato de seguro, conforme se pasa a 

exponer a continuación.  

 

De las pruebas obrantes en el expediente y de lo actuado hasta ahora, se tienen las siguientes 

fechas relevantes para contar el término de prescripción ordinaria de dos (2) años conforme a los 

artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio:  

 

• Petición extrajudicial del damnificado (artículo 1131 C.Co. “…Frente al asegurado ello 

ocurrirá desde cuando la víctima le formula la petición judicial o extrajudicial.”): 

 

Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por el señor Juan Pablo Córdoba Salazar 

convocando al Distrito Especial de Santiago de Cali el día 21 de mayo de 2019, petición extrajudicial 

que conoció por reparto la Procuraduría Cincuenta y Ocho (58º) Judicial I para Asuntos 

Administrativos de la ciudad de Cali. 

 

• Debido a que al asegurado, Distrito Especial de Santiago de Cali se le formuló petición 

extrajudicial por el presunto damnificado el 21 de mayo de 2019, desde esa fecha inicia el 

cómputo de la prescripción ordinaria de dos (2) años de conformidad con el artículo 1081 

del Código de Comercio, ello por el conocimiento que tuvo el asegurado del hecho que da 

base a su acción.  

 

Siendo las cosas así, el cómputo de la prescripción ordinaria de dos (2) años inició el 21 de mayo 

de 2019 y finalizó el día 21 de mayo de 2021.  

 

• Suspensión de los términos de prescripción de conformidad con el Decreto 564 de 2020 y 

su posterior reanudación de conformidad con el Acuerdo PCSJA-11581 del 27 de mayo de 

2020 del Consejo Superior de la Judicatura: 16 de marzo de 2020 al 1 de julio de 2020. 

Suspensión de tres (3) meses y dieciséis (16) días.  

 

• Con la suspensión de los términos de prescripción por pandemia, el nuevo termino de 

prescripción iría hasta el 06 de septiembre de 2021. Fecha en la cual el asegurado, Distrito 

Especial de Santiago de Cali, debía interrumpir el término de prescripción so pena de que 

se configurara el fenómeno extintivo de las obligaciones a cargo de mi representada.  

 

• El Distrito Especial de Santiago de Cali contesta demanda y formula llamamiento en garantía 

en contra de Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. el día 6 de octubre de 2021 a las 

21:26 horas, por lo que debe entenderse radicado el día 7 de octubre de 2021 de 

conformidad con el inciso 4º del artículo 109 del Código General del Proceso. 

 

• Teniendo en cuenta la suspensión de los términos por el Decreto 564 de 2020, el Distrito 

Especial de Santiago de Cali formuló llamamiento en garantía a Mapfre Seguros Generales 

de Colombia S.A. hasta el día 7 de octubre de 2021, es decir, UN (1) MES después de que 

había prescrito su acción derivada del contrato de seguro de responsabilidad.  

 

 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

ADPM 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 43 | 56 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente al despacho declarar probada la excepción propuesta 

consistente en la prescripción extintiva de las acciones derivadas del contrato de seguro tomado 

por el Distrito Especial de Santiago de Cali debido a que el asegurado llamó en garantía a mi 

representada UN (1) MES después de que se había configurado la prescripción, todo ello de 

conformidad con los artículos 1081 y 1131 del C.Co.  

 

4.3.2. INEXISTENCIA DE AMPARO Y CONSECUENTEMENTE INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE MI REPRESENTADA EN TANTO NO SE 

CONFIGURÓ EL RIESGO ASEGURADO 

 

En la medida en que los hechos materia del presente proceso no son imputable al Distrito Especial 

de Santiago de Cali, pues el demandante no ha acreditado un nexo de causalidad entre la supuesta 

falla de la administración pública y el daño que dice haber sufrido, se debe concluir la inexistencia 

de amparo y consecuentemente la inexigibilidad de la obligación indemnizatoria a cargo de mi 

representada, por cuanto no se ha configurado el riesgo que fue asegurado por Mapfre Seguros 

Generales de Colombia S.A., esto es, no se ha producido ningún siniestro en el que haya sido 

causante o responsable el Distrito Especial de Santiago de Cali.  

 

Para sustentar la presente excepción, que es, a su vez, una consecuencia necesaria y lógica de la 

excepción planteada anteriormente sobre la culpa exclusiva de la víctima y su participación causal 

determinante en el acaecimiento del daño, debe tenerse en cuenta que el contrato de seguro por 

definición legal tiene como elementos esenciales el interés asegurable, el riesgo asegurable, la 

prima o precio del seguro y la obligación condicional del asegurador, en ausencia de dichos 

elementos, el artículo 1045 del Código de Comercio dispone que el contrato no producirá efecto 

alguno. Sobre el elemento esencial del riesgo en el contrato de seguro, la doctrina especializada ha 

comentado lo siguiente:  

 

“El riesgo por expreso reconocimiento legislativo en Colombia, es uno de los 

elementos esenciales del contrato de seguro (C. de Co., art. 1045); sin vacilación, 

el de mayor prosapia o abolengo, por cuanto toda la operación del seguro, ora 

directa ora indirectamente, apunta hacia el riesgo, su ratio. Es, sin más 

calificativos, su bastión, su mástil, su columna vertebral o, si se prefiere, su 

‘materia prima’, como gráficamente es denominada por un sector de la doctrina.  

 

Nuestro estatuto entiende que el riesgo, examinado a través del prisma jurídico, 

por oposición al técnico, es “[…] el suceso incierto que no depende 

exclusivamente de la voluntad del tomador, asegurado o beneficiario” (C. de Co., 

art. 1054).  

 

 (…)  

 

El riesgo (extracontractual y real, en estado asegurable), sin mayores 

pretensiones académicas -según lo precisamos en oportunidad anterior- es la 

posibilidad de un acontecimiento, de un suceso de posible realización tanto en el 

tiempo como en el espacio, al cual las partes intervinientes en el negocio 

asegurativo, merced a su inobjetable latencia, deciden dota, para el supuesto de 
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su materialización, de eficacia jurídica, de fisonomía y relevancia patrimonial 

(riesgo asegurado, riesgo contractual, equivale a la expresión álea), Es pues el 

evento previsto -configurado o esculpido- por las partes contratantes.” 

(énfasis añadido). 

 

Teniendo en cuenta la definición doctrinal del riesgo como elemento esencial del contrato de seguro, 

se tiene que el negocio aseguraticio en virtud del cual fue vinculada Mapfre Seguros Generales de 

Colombia S.A. únicamente amparó la responsabilidad civil extracontractual del Distrito Especial de 

Santiago de Cali, como se observa en la misma caratula de la póliza:  

 

“1. Objeto del Seguro Amparar los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales 

incluyendo los perjuicios morales y de vida en relación y el lucro cesante , que 

cause a terceros el asegurado, con motivo de la responsabilidad civil en que 

incurra o le sea imputable de acuerdo con la Ley colombiana , durante el giro 

normal de sus actividades.” 

 

Por todo lo anterior, de aceptarse las excepciones planteadas frente a la falta de demostración de 

los elementos y presupuestos necesarios para el surgimiento del débito indemnizatorio en contra 

del Distrito Especial de Santiago de Cali, debe también concluirse que no se ha realizado el riesgo 

asegurado por la Póliza No. 1501216001931 y consecuentemente no ha nacido la obligación 

condicional a cargo de Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. debido a la ausencia de 

configuración de alguno de los riesgo asegurados.  

 

4.3.3. DEDUCIBLE PACTADO EN LA PÓLIZA No. 1501216001931 

 

La Póliza No. 1501216001931 contempló un deducible de “15% PERD Min 40 (SMMLV)” para la 

cobertura de P.L.O.: PREDIOS LABORES Y OPERACIONES, por lo que, en el hipotético y remoto 

caso que se acceda a las infundadas pretensiones de la demanda, le corresponde al asegurado 

(Distrito Especial de Santiago de Cali) soportar las consecuencias económicas del siniestro en los 

porcentajes previamente indicados.  

 

La profesora María Cristina Isaza Posse refiriéndose a la jurisprudencia arbitral y a la doctrina 

nacional, define el concepto de deducible en el contrato de seguro de la siguiente forma: 

 

“La jurisprudencia arbitral colombiana se ha referido al deducible de la siguiente 

manera:51 

 

3.5.3. El deducible en el contrato de seguro  

 

El artículo 1079 del Código de Comercio establece que “el asegurador no estará 

obligado a responder sino hasta concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio 

de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1074”. De allí se desprende que, 

en primer lugar, la responsabilidad del asegurador está limitada, 

cuantitativamente, al monto de la suma asegurada. Sin embargo, en ejercicio de 

 
51 Laudo Arbitral. Colpensiones contra AXA Colpatria Seguros S.A. Diciembre 22 de 2020. Árbitros: Arturo 
Solarte Rodríguez; Juan Carlos Esguerra Portocarrero; Alejandro Venegas Franco. 
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la autonomía privada, también es posible pactar que el asegurado asuma un 

porcentaje o una cuota del riesgo que pretende trasladar a la aseguradora. 

Las convenciones en ese sentido se denominan “deducible” y se encuentran 

definidas en el artículo 1103 del Código de Comercio como las “cláusulas según 

las cuales el asegurado debe soportar una cuota en el riesgo o en la pérdida, o 

afrontar la primera parte del daño”. Se trata, entonces, de la participación del 

asegurado en la asunción de los efectos patrimoniales del siniestro, que 

puede pactarse como una suma fija o como un porcentaje del valor 

asegurado. Como su nombre lo indica tal importe será “deducido” de la 

suma que la aseguradora debe reconocerle al asegurado, puesto que está a 

cargo de este último.  

 

La doctrina ha definido el deducible como “la primera parte de la pérdida que el 

asegurado asume sobre el monto indemnizable de un siniestro. Puede consistir 

en una suma fija o en un porcentaje del quantum de la indemnización o en una 

combinación de ambos”.52 En este sentido opera como un mecanismo para 

compartir los riesgos entre la aseguradora y el asegurado, quien deberá soportar 

una porción de la pérdida. En consecuencia, en cada caso habrá que analizar el 

pacto de las partes para determinar el valor efectivo que la aseguradora debe 

pagar, luego de aplicar el deducible correspondiente”.53 

 

Para el caso en concreto, se tiene que la Póliza No. 1501216001931 contempla los siguientes 

deducibles:  

 

 

 

Por ello, y en el hipotético y poco probable evento de que se emita sentencia condenatoria, se le 

solicita respetuosamente al despacho aplicar el deducible pactado, declarando que el asegurado 

tiene que soportar las consecuencias económicas del siniestro en los porcentajes previamente 

mencionados.  

 

4.3.4. EXCLUSIONES PACTADAS EN LA PÓLIZA No. 1501216001931 Y SU CONDICIONADO 

GENERAL 

 

La Póliza No. 1501216001931 que sirvió de fundamento del llamamiento en garantía realizado por 

el Distrito Especial de Santiago de Cali y su condicionado general contempló las siguientes 

exclusiones: “2.1 La cobertura de esta póliza en ningún case ampara ni se refiere a reclamaciones 

 
52 Narváez Bonnet, Jorge Eduardo. El contrato de seguro en el sector financiero. Tercera edición. Bogotá: Ed. 
Grupo Editorial Ibáñez, 2014, p.373 
53 Isaza Posse, M. C. (2021). El deducible en el seguro de responsabilidad civil en Colombia. Revista Ibero-
Latinoamericana De Seguros, 30(54). https://doi.org/10.11144/Javeriana.ris54.dsrc 
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que sean directa o indirectamente consecuencia de: (…) Deslizamiento de tierras, fallas geológicas, 

terremotos, temblores, asentimientos, cambios en los niveles de temperatura o agua, 

inconsistencias del suelo o del subsuelo, lluvias, inundaciones, erupción volcánica o cualquier 

otra perturbación atmosférica o de la naturaleza. (…) Daños originados por una contaminación 

paulatina del medio ambiente u otras variaciones perjudiciales del agua, aire, suelo, subsuelo 

o bien por ruidos, que no sean consecuencia de un acontecimiento accidental, repentino e 

imprevisto.”, lo que indica que los hechos sub judice fueron excluidos de la cobertura, pues, se 

debate precisamente es si el accidente en el que resultó lesionado el señor Juan Pablo Córdoba 

Salazar se ocasionó debido a una variación del suelo en la vía administrada por el Distrito Especial 

de Santiago de Cali.  

 

Para sustentar la excepción que se plantea, debe tenerse en cuenta que la libertad contractual 

consagrada en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 1602 del Código Civil tiene directa 

aplicación en materia aseguradora cuando el estatuto mercantil de 1971 expresa de manera claro 

que:  

 

“Con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos 

o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, 

el patrimonio o la persona del asegurado.” 

 

Dicho artículo evoca los amparos, o, exclusiones, a las que las partes puedan llegar libremente en 

el marco de su autonomía privada. Según la doctrina nacional, la segunda forma en que se 

manifiesta la libertad contractual de las partes en el negocio jurídico del seguro, esto es la exclusión, 

consiste en lo siguiente:  

 

“La exclusión es la forma lícita de reducir el riesgo, esto es de limitarlo, de manera 

que se concreta a ciertas cosas o hechos, pero no abarca ni se extiende a otros. 

Por consiguiente, sólo el riesgo contratado queda amparado, y quedan por fuera 

de tal amparo o protección aquellos que, aun siendo asegurables, los contratantes 

los han excluido expresamente.”54  

 

Las exclusiones en el contrato de seguro también han sido explicadas por la jurisprudencia nacional 

poniendo de presente lo siguiente:  

 

“La finalidad del contrato de seguro y a lo que apunta la intención común de los 

contratantes de este tipo de negocios jurídicos es obtener cobertura frente a 

determinados riesgos, cuya realización conduce al pago de la respectiva 

indemnización (art. 1054 del C. de Co.). Es claro también que el acuerdo de las 

partes para que se brinde amparo a una determinada clase de riesgos determina 

que, en principio, todos aquellos sucesos inciertos que se enmarquen dentro de 

los parámetros así establecidos sean objeto de la correspondiente cobertura. Sin 

embargo, es igualmente evidente, por así disponerlo la legislación nacional (art. 

1056 del C. de Co), que en el contrato de seguro, y, particularmente, por 

 
54 Becerra Toro, R. (2014). Nociones fundamentales de la teoría general y regímenes particulares del contrato 
de seguro. Pontificia Universidad Javeriana, Cali, Facultad de Humanidades y Ciencias Sociales, 
Departamento de Ciencia Jurídica y Política, Carrera de Derecho. Pág.190.  
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determinación del asegurador, éste, teniendo presentes las restricciones legales, 

“podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos 

el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado”. En 

razón de lo anterior, los riesgos cubiertos en el contrato de seguro serán los que 

correspondan a la clase de amparo que genéricamente se ofrezca, o los que las 

partes de manera particular y explicita convengan adicionar, siempre y cuando, 

en uno u otro caso, respecto de los mismos no se establezca expresamente 

una exclusión por determinación del asegurador, claro está, aceptada por el 

tomador al perfeccionar la celebración del respectivo contrato.”55 (énfasis 

añadido).  

 

Otro tanto ha dicho la jurisprudencia arbitral56 sobre el particular: 

 

“4.1 La delimitación del riesgo en el contrato de seguro. Su trascendencia en la 

esfera aseguraticia:  

 

Sobre este particular, sea lo primero anotar que, como bien es sabido, la 

posibilidad de delimitar el riesgo en el contrato de seguro, traza, in potentia, el 

cauce de la obligación indemnizatoria del asegurador, como quiera que, en 

puridad, esta última se encuentra justamente condicionada a la realización del 

riesgo asegurado -o los riesgos asegurados- y, en consecuencia, mientras dicha 

condición no se cumpla en la praxis contractual, el correspondiente deber de 

prestación no surgirá a la vida jurídica57; ello obedece, en sana lógica, a la 

posibilidad con que cuenta el asegurador de delimitar el estado del riesgo, 

institución estructural del de la relación aseguraticia y una de las figuras en las 

que descansa el seguro considerado in globo, esto es, desde una perspectiva 

técnica, financiera y jurídica, habida cuenta de que, en principio, per se, 

naturalmente con excepciones, "... ningún asegurador estará dispuesto a asegurar 

todos los riesgos que puedan afectar a nuestras cosas o a nuestro patrimonio ...”58. 

 
55 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de diciembre de 2008. Magistrado 
Ponente: Arturo Solarte Rodríguez. Radicado No. 11001-3103-012-2000-00075-01. 
 
56 Laudo del 15 de diciembre de 2009 Tribunal de Arbitramento Quala S.A. Vs. Chubb de Colombia Compañía 
de Seguros S.A.  
 
57 Desde el ángulo inmediatamente señalado, como bien lo anota el profesor Abel B. Veiga Copo, "... pueden 
definirse las cláusulas delimitadoras como aquellas que sirven para definir y concretar el objeto del contrato 
del seguro de que se trate, de manera que todo acontecimiento o evento acaecido fuera de aquella 
delimitación, o que constituya una circunstancia de exclusión de cobertura, no tendrá la consideración de 
siniestro cubierto por la póliza ... ". Condiciones en el contrato de seguro, Editorial Comares, Granada, 2005, 
p.278. 
 
58 GARRIGUES, Joaquín. Contrato de Seguro Terrestre. Ed. Aguirre. Madrid. 1982. p.144; a lo anterior, el 
profesor Garrigues agrega, con diáfana claridad, que " ... al cerrar el contrato, las partes han de estar, pues, 
de acuerdo sobre los hechos amenazadores, cuya realización engendrará la acción de resarcimiento frente 
al asegurador. Y es el tomador del seguro quien ha de describir las circunstancias del riesgo, no el asegurador 
(de aquí la carga de la exacta declaración previa al contrato). Una vez conocidas las circunstancias que sirvan 
para individualizar el riesgo, su apreciación o estimación incumbe exclusivamente al asegurador, quien, como 
resultado de este juicio, podrá determinar el grado de probabilidad del siniestro de ese juicio, podrá determinar 
el grado de probabilidad del siniestro y decidirá si acepta o no reparar sus consecuencias ( ... ) Pero en cada 
contrato es inexcusable concretar las circunstancias que permitirán decidir si un determinado hecho dañoso 
entra dentro del riesgo o riesgos previstos en el contrato. Este principio, llamado "principio individualización 
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Así, si se parte de la base de que " ... la prestación del asegurador( ... ) va a 

depender de la producción del evento cuyo riesgo es objeto de cobertura, es decir, 

de un hecho futuro e incierto, al menos en una forma relativa, en el  sentido de 

que puede tratarse de un evento que se sabe que se va a producir pero no cuándo 

( .. .) y de que el riesgo es objeto de la cobertura dentro de los límites pactados, 

de manera que es el riesgo que se encuentra dentro de los límites y de las 

modalidades establecidas en el contrato, el que, como riesgo asegurado, 

condiciona la obligación del asegurador ... "59, resulta palmario que "... la 

posibilidad de limitación de los riesgos es indispensable para el asegurador (…) 

teniendo presente que sólo se llega a definir cada riesgo y a limitarlo con precisión, 

si puede medirse y apreciarse su valor para fijar la suma asegurada, la prima y la 

indemnización o el beneficio: sólo se puede agruparlos en mutualidad y realizar 

su compensación, si es posible efectuar una clasificación exacta de los 

riesgos…”60 (énfasis añadido). 

 

De conformidad con la abundante doctrina y jurisprudencia citada in extenso, se observa que la 

Póliza No. 1501216001931 y su condicionado general contemplaron las siguientes exclusiones: 

 

 

 
del riesgo", no significa, sin embargo, que cada contrato de seguro haya de referirse a un riesgo único ... ''. 
Ibídem, pp.144-145. 
 
59 SÁNCHEZ CALERO, Fernando. Ley de Contrato de Seguro. Comentarios a la Ley 50 de 1980, de 8 de 
octubre y sus modificaciones. Aranzadi Editorial. Navarra. 1999. p.33; a lo que el profesor Sánchez Calero 
agrega que en el seguro se " ... ha de individua/izar el riesgo que se quiere asegurar, que depende de fa 
naturaleza del evento que se pretende asegurar y del interés sobre el cual debe verificarse el evento, debiendo 
producirse en el contrato una delimitación de ese riesgo, con precisión de las causas del evento, el tiempo y 
el espacio en que debe verificarse ( ... ) las cláusulas establecidas en el contrato no limitan 'los derechos del 
asegurado, sino que delimitan el riesgo asumido en el contrato, su contenido, el ámbito al que el mismo se 
extiende', lo que constituye un límite objetivo nacido de la voluntad pactada de las partes ... ". Ibídem, p.33. 
 
60 HALPERIN, Isaac. Seguros. Exposición crítica de la ley 17.418. Ediciones Depalma. Buenos Aires. 1972. 
p.342. 
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Debido a que los hechos que son materia de estudio por parte del despacho coinciden con las 

exclusiones pactadas, es decir, el supuesto accidente de tránsito en el que se vio involucrado la 

víctima directa acaeció por una presunta irregularidad del suelo, se tiene, por virtud de la libertad 

contractual y de la delimitación de los riegos asumidos, que Mapfre Seguros Generales de Colombia 

S.A. decidió NO AMPARAR el riesgo que tuviese su causa directa o indirecta en la cimentación, 

asentamiento y/o vibraciones del suelo.  

 

Por todo lo anterior, se solicita respetuosamente al despacho declarar probada la excepción 

planteada declarando que Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. no tiene el deber legal y/o 

contractual de asumir una eventual condena que se profiera dentro del proceso de la referencia 

como consecuencia de las exclusiones pactadas en la Póliza No. 1501216001931 que excluyeron 

los hechos sub judice de la cobertura otorgada por mi representada.  
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4.3.5. CARÁCTER INDEMNIZATORIO DEL CONTRATO DE SEGURO 

 

Se propone como excepción el carácter indemnizatorio del contrato de seguro en la medida en que 

los perjuicios solicitados por los demandantes se encuentran tasados de forma excesiva y en clara 

contravención frente a la jurisprudencia unificada del H. Consejo de Estado, por lo que, en el 

hipotético y remoto caso de que el despacho decida acceder a las infundadas pretensiones de la 

demanda, se debe tener en cuenta la magnitud real del perjuicio moral y el daño a la salud solicitado 

y no los baremos descontextualizados y desproporcionados que se solicitan.  

 

Frente al carácter indemnizatorio del seguro de daños, del cual el seguro de responsabilidad civil 

extracontractual es uno de ellos, se dispone en el artículo 1088 del Código de Comercio lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1088. <CARÁCTER INDEMNIZATORIO DEL SEGURO>. Respecto 

del asegurado, los seguros de daños serán contratos de mera indemnización 

y jamás podrán constituir para él fuente de enriquecimiento. La indemnización 

podrá comprender a la vez el daño emergente y el lucro cesante, pero éste deberá 

ser objeto de un acuerdo expreso. 

 

<Inciso adicionado por el artículo 242 de la Ley 2294 de 2023. El nuevo texto es 

el siguiente:> Para el caso del seguro paramétrico o por índice, el pago por la 

ocurrencia del riesgo asegurado se hará efectivo con la realización del índice o los 

índices definidos en el contrato de seguro.” (subrayado y negritas propias). 

 

Sobre el principio enunciado anteriormente, en especial, en lo que tiene que ver con el seguro de 

responsabilidad, como lo es el que ocupa la atención del despacho, el profesor Juan Manuel Díaz-

Granados menciona lo siguiente: 

 

“6. El daño 

El segundo elemento que configura la responsabilidad es el daño o perjuicio, cuyo 

entendimiento es fundamental con relación al seguro de responsabilidad.  

 

En primer lugar, por cuanto es posible que las pólizas excluyan algún tipo de daño 

en particular, como el lucro cesante o el daño moral. En segundo lugar, por cuanto 

el seguro es eminentemente indemnizatorio y sólo cubrirá el daño 

efectivamente causado por el responsable a la víctima; del mismo modo, 

dicha cuantía se definirá conforme a las reglas del daño en el terreno de la 

responsabilidad. 

(…) 

Los seguros de daños tienen contenido eminentemente indemnizatorio y jamás 

podrán constituir fuente de enriquecimiento (artículo 1088 del Código de 

Comercio).”61 (subrayado y negritas propias). 

 

En esa medida, se plantea la presente excepción para que, en el hipotético y remoto caso de que 

se consideren las infundadas pretensiones de la demanda, el perjuicio moral solicitado por la parte 

actora sea considerado en sus reales dimensiones para garantizar el principio indemnizatorio, 

 
61 Díaz-Granados Ortiz, J. M. (2012). El seguro de responsabilidad. Pontificia Universidad Javeriana. 
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evitando así un enriquecimiento injustificado de la víctima en desmedro de la sociedad asegurada 

y de mi representada.   

 

4.3.6. LA RESPONSABILIDAD DE MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. SE 

ENCUENTRA LIMITADA AL VALOR DE LA SUMA ASEGURADA – ARTÍCULO 1079 DEL 

CÓDIGO DE COMERCIO – LÍMITES Y SUBLÍMITES PACTADOS 

 

Se propone la siguiente excepción para que, en el hipotético caso de considerar las infundadas 

pretensiones de la demanda, se tenga en cuenta que, por virtud del artículo 1079 del Código de 

Comercio, la obligación condicional de mi representada, Mapfre Seguros Generales de Colombia 

S.A., se encuentra limitada al monto de la suma asegurada, sin que por ningún caso se pueda 

exceder dicha suma, pues, dicha previsión del legislador mercantil constituye por expresa 

disposición del artículo 1162 de la misma codificación una norma imperativa con todo lo que ello 

implica.  

 

Para sustentar la excepción que ahora se propone, debe tenerse en cuenta, en primer lugar, el tenor 

literal del artículo 1079 del Código de Comercio: 

 

“ARTÍCULO 1079. <RESPONSABILIDAD HASTA LA CONCURRENCIA DE LA 

SUMA ASEGURADA>. El asegurador no estará obligado a responder si no hasta 

concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 1074.” 

 

Disposición que se complementa con lo dispuesto en el artículo 1089 del mismo estatuto mercantil: 

 

“ARTÍCULO 1089. <LIMITE MÁXIMO DE LA INDEMNIZACIÓN>. Dentro de los 

límites indicados en el artículo 1079 la indemnización no excederá, en ningún 

caso, del valor real del interés asegurado en el momento del siniestro, ni del 

monto efectivo del perjuicio patrimonial sufrido por el asegurado o el 

beneficiario. 

 

Se presume valor real del interés asegurado el que haya sido objeto de un acuerdo 

expreso entre el asegurado y el asegurador. Este, no obstante, podrá probar que 

el valor acordado excede notablemente el verdadero valor real del interés objeto 

del contrato, mas no que es inferior a él.” (subrayado y negritas propias). 

 

Sobre los dos anteriores artículos, el profesor Andrés Ordóñez comenta lo siguiente: 

 

“El valor asegurado (VA), al cual se refiere el texto del artículo 1089 del Código de 

Comercio que se acaba de citar, no es otra cosa que la declaración unilateral que 

hace el asegurado (tomador) al asegurador para efectos del contrato, y se 

constituye en otro factor limitante del valor de la indemnización que debe 

ser pagada al asegurado en caso de siniestro. En otras palabras, si bien el 

seguro de daños tiene carácter indemnizatorio y no puede implicar como 

máximo sino la reparación efectiva de la pérdida derivada del siniestro en la 

medida real de esa pérdida, en todo caso la obligación del asegurador se 
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limita al valor asegurado en la póliza, disposición que consagra el 

mencionado artículo 1079 del Código de Comercio, que es inequívocamente 

imperativa por mandato del artículo 1162 del mismo estatuto.”62 (subrayado y 

negritas propias). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, para el caso en concreto, en virtud de los artículos 1079 y 1089 del 

Código de Comercio, se tiene que las coberturas contratadas se encuentran limitadas tanto por 

evento como por vigencia:  

 

 

 

Por todo lo anterior y en el hipotético y remoto caso que se entre a estudiar las particularidades del 

contrato de seguro documentado en la Póliza No. 1501216001931, a pesar de la existencia de la 

culpa exclusiva de la víctima como causal de exoneración de cualquier responsabilidad a cargo de 

la entidad territorial demandada, solicitó tener en cuenta la argumentación planteada en esta 

excepción junto con el carácter indemnizatorio del negocio aseguraticio en cuestión que será 

expuesto a continuación.   

 

4.3.7. DISMINUCIÓN DE LA SUMA ASEGURADA POR PAGO DE LAS INDEMNIZACIONES 

CON CARGO A LAS PÓLIZAS TOMADAS POR EL ASEGURADO  

 

Se plantea esta excepción en la medida en que el despacho debe verificar, antes de dictar sentencia 

que ponga fin al presente proceso, la disponibilidad de la suma asegurada en la Póliza No. 

1501216001931, pues, añejo al carácter indemnizatorio de los seguros de daños como ciertamente 

lo es el seguro de responsabilidad civil, se tiene por expresa disposición del artículo 1111 del Código 

de Comercio63 que, la suma asegurada se entenderá reducida, desde el momento del siniestro, en 

el importe de la indemnización pagada por el asegurador.  

 

Quiere decir lo anterior que, si la suma asegurada en la Póliza No. 1501216001931 se agota como 

consecuencia de su vinculación a otros procesos y/o siniestros, de manera previa a la finalización 

de este proceso, se tiene que será imposible hacer responsable a Mapfre Seguros Generales de 

Colombia S.A. por haberse agotado la suma asegurada de conformidad con el artículo 1111 del 

Código de Comercio.  

 

En suma, sin que con el planteamiento de este argumento esté aceptando responsabilidad alguna 

por parte de mi representada, es pertinente manifestar que, conforme a lo dispuesto en el artículo 

1111 del Código de Comercio, el valor asegurado de una póliza se reducirá conforme a los siniestros 

presentados y a los pagos realizados por la aseguradora, por tanto, a medida que se presenten más 

reclamaciones por personas con igual o mejor derecho y respecto a los mismos hechos, dicho valor 

 
62 Ordóñez Ordóñez, A. E. (2008). Elementos esenciales, partes y carácter indemnizatorio del contrato 
(Reimpresión a la primera ed.). Universidad Externado de Colombia. Págs. 77 y 78. 
63 ARTÍCULO 1111. <REDUCCIÓN DE LA SUMA ASEGURADA>. La suma asegurada se entenderá 
reducida, desde el momento del siniestro, en el importe de la indemnización pagada por el asegurador. 
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se disminuirá en esos importes, siendo que, si para la fecha de la sentencia y ante una condena, 

se ha agotado totalmente el valor asegurado, no habrá lugar a obligación indemnizatoria por parte 

de mi prohijada. 

 

4.3.8. COASEGURO E INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD 

 

El artículo 1092 del Código de Comercio, que estipula lo siguiente:  

 

“En el caso de pluralidad o de coexistencia de seguros, los aseguradores 

deberán soportar la indemnización debida al asegurado en proporción a la 

cuantía de sus respectivos contratos, siempre que el asegurado haya actuado 

de buena fe. La mala fe en la contratación de éstos produce nulidad.” (Subrayado 

y negrilla fuera de texto).  

 

Lo consignado en la norma en cita se aplica al coaseguro, por estipulación expresa del artículo 1095 

del estatuto mercantil, el cual que establece:  

 

Las normas que anteceden se aplicarán igualmente al coaseguro, en virtud del 

cual dos o más aseguradores, a petición del asegurado o con su 

aquiescencia previa, acuerdan distribuirse entre ellos determinado seguro. 

(Subrayado y negrilla fuera de texto).  

 

De igual forma, la doctrina nacional también ha dejado en claro la imposibilidad concebir una 

relación solidaria entre las coaseguradoras:  

 

“Las responsabilidades de los coaseguradores respecto del asegurado o 

beneficiario, para expresarlo en términos acordes con la más estricta juridicidad, 

son de carácter conjunto y no solidario, es decir, cada uno responde hasta 

concurrencia de su respectiva participación en el riesgo y la falencia o 

incapacidad que pueda afectar a alguno de ellos no acrece las 

responsabilidades de los demás participantes.”64 (énfasis añadido).  

 

Para el caso en concreto, se tiene la siguiente participación en modalidad de coaseguro: 

 

 

 

 

En ese sentido, si en un hipotético caso se llegasen a considerar las pretensiones de la demanda, 

mi representada sólo responderá por el porcentaje que le corresponde en la modalidad de 

coaseguro, que para el caso en concreto es de 34,00%. 

 
64 Narváez Bonnet, J. E. (2012). El coaseguro. Revista Ibero-Latinoamericana De Seguros, 21(37). 
Recuperado a partir de https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/iberoseguros/article/view/11467  

 

https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/iberoseguros/article/view/11467
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4.3.9. GENÉRICA Y OTRAS 

 

Solicito declarar cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso ya sea frente 

a la demanda o incluso ante el llamamiento en garantía. 

 

V. DE LA CONDENA EN COSTAS 

 

De conformidad con el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo en concordancia con lo dispuesto en el artículo 365 del Código General del Proceso 

y demás normas aplicables, se solicita respetuosamente condenar en costas a la parte demandante. 

 

VI. PRUEBAS 

 

6.1. INTERROGATORIO DE PARTE 

 

Con fundamento en el artículo 198 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa 

del artículo 306 del CPACA, solicito comedidamente al señor Juez, ordenar la citación del 

demandante JUAN PABLO CORDOBA SALZAR con el fin de que absuelva una serie de preguntas 

que por escrito en pliego cerrado o abierto les formularé sobre los hechos relacionados con el 

proceso, reservándome el derecho consagrado en el inciso 2º del artículo 202 del Código General 

del Proceso, esto es, sustituir o completar el pliego que haya presentado por preguntas verbales, 

total o parcialmente. 

 

6.2. TESTIMONIALES 

 

Ruego respetuosamente el Despacho se me permita realizar las preguntas que considere 

pertinentes, dentro de los parámetros establecidos en la Ley para tal fin, a los testigos solicitados 

por la parte demandante y por la parte demandada. Lo anterior, con la finalidad de contribuir con el 

esclarecimiento de los hechos que requieren apoyo en la declaración de terceros. Adicionalmente 

a lo anterior, solicito respetuosamente al Despacho se decreten los siguientes testimonios: 

 

6.2.1. Testimonio del patrullero (de nombre ilegible en la prueba documental aportada en la 

demanda) que diligenció el Informe Policial de Accidente de Tránsito (IPAT) de placa No. 

230. 

 

El objeto del testimonio versará principalmente sobre las percepción del supuesto accidente 

de tránsito sufrido por el señor JUAN PABLO CORDOBA SALZAR y el diligenciamiento del 

Informe Policial de Accidente de Tránsito.  

 

Para la correcta comparecencia del testigo, solicito respetuosamente al despacho oficiar 

mediante secretaría a la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional de Colombia 

y de la Secretaria de Tránsito y Movilidad del Distrito Especial de Santiago de Cali con el fin 

de su citación a declarar.  
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De conformidad con lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 78 del Código General del 

Proceso, solicito, de igual forma, que la citación y comparecencia del patrullero que diligenció 

el Informe Policial de Accidente de Tránsito (IPAT) quede a cargo del Distrito Especial de 

Santiago de Cali por encontrarse adscrito a la Secretaria de Movilidad y Tránsito de dicha 

entidad territorial.  

 

6.3. OFICIOS  

 

Respetuosamente solicito que se oficie a Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. para que 

certifique la disponibilidad de las sumas aseguradas en la Póliza No. 1501216001931, ello debido 

a que, dicha certificación se trata de una prueba sobreviniente, pues, en el interregno que se surta 

entre la presente contestación y la audiencia prevista en el artículo 182 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la suma asegurada puede sufrir varios cambios 

que pueden incidir en las decisiones que el despacho deba adoptar frente al llamamiento en garantía 

realizado a mi representada.  

 

6.4. RATIFICACIÓN Y DECLARACIÓN SOBRE DOCUMENTOS 

 

De conformidad con el artículo 185 del Código General del Proceso que establece lo siguiente: “… 

cualquier interesado podrá pedir que se cite al autor de un documento privado, al mandatario con 

facultades para obligar al mandante, o al representante de la persona jurídica a quien se atribuye, 

para que rinda declaración sobre la autoría, alcance y contenido del documento.” Y de lo dispuesto 

en el artículo 262 del Código General del Proceso, solicito respetuosamente se cite a las siguientes 

personas para que rindan declaración sobre la autoría, alcance y contenido de los documentos que 

suscriben:  

 

6.4.1. CAROLINA PEREZ PORRAS, identificada con cédula de ciudadanía No. 38602578 de Cali 

(Valle del Cauca) en su calidad de contratista del contrato de prestación de servicios que 

tuvo por objeto “… ejecutar los trabajos y demás actividades propias del servicio contratado, 

el cual debe realizar de conformidad con las condiciones y cláusulas del presente documento 

y que CONSISTIRÁ REALIZAR 20 SECCIONES (sic) DE TERAPIAS EN EL MIEMBRO 

INFERIOR IZQUIERDO (Pierna izquierda)…” 

 

El objeto de la declaración es que la señora Carolina Pérez Porras informe al despacho 

sobre la autoría, alcance y contenido del documento denominado “CONTRATO DE 

PRESTACION DE SERVICIOS” que dicha declarante suscribe, así como los pormenores de 

la actividad prestada de fisioterapia.  

 

6.4.2. Solicito se cite al representante legal de MOTO REPUESTOS RYO, sociedad identificada 

con el Nit. 7724868-9 en su calidad de autor de los documentos de fechas 8 de noviembre 

de 2017, 4 de enero de 2018 y 2 de mayo de 2018 que han sido aportados con la demanda.  

 

El objeto de la declaración del representante legal de MOTO REPUESTOS RYO es que 

informe al despacho sobre la autoría, alcance y contenido de los documentos de fechas 8 

de noviembre de 2017, 4 de enero de 2018 y 2 de mayo de 2018 que han sido aportados 
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con la demanda y los demás pormenores de los bienes y servicios vendidos, así como su 

modalidad de pago.  

 

6.4.3. ALFREDO REYNALDO RAMIREZ CALDERON, identificado con cédula de ciudadanía No. 

16.654.795 en su calidad de conductor de taxi que suscribió los recibos de caja menor sin 

número aportados con la demanda.  

 

El objeto de la declaración del señor Alfredo Reynaldo Ramírez Calderón es que informe al 

despacho sobre la autoría, alcance y contenido de los recibos de caja menor que suscribe y 

que han sido aportados con la demanda, así como los pormenores del servicio de transporte 

prestados.  

 

En virtud del numeral 8º del artículo 78 del Código General del Proceso, solicito respetuosamente 

al despacho que la citación y comparecencia de las personas frente a las cuales se pretende la 

ratificación y declaración sobre documentos quede a cargo de la parte demandante pues dicho 

extremo activo conoce de antemano los datos de notificación de dichas personas ya que le 

prestaron servicios y/o vendieron productos de manera personal. 

 

6.5. DOCUMENTALES 

 

6.5.1. Póliza Responsabilidad Civil Extracontractual No. 1501216001931. 

6.5.2. Condicionado general seguro de responsabilidad civil extracontractual. 

6.5.3. Consulta información de afiliación en la Base de Datos Única de Afiliados – BDUA en el 

Sistema General de Seguridad Social en Salud de la Administradora de los Recursos del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES del demandante 

 

VII. ANEXOS 

 

7.1. Los documentos enunciados en el acápite denominado “Documentales”.  

7.2. Poder general contemplado en  la escritura pública No. 1804 del 20 de junio de 2003 

otorgada en la Notaría Treinta y Cinco (35) del Círculo de Bogotá D.C. 

7.3. Certificado de existencia y representación de Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A.  

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La parte convocante, en el lugar indicado en el escrito de Llamamiento en Garantía. El suscrito en 

la Avenida 6A Bis N° 35N-100, Centro Empresarial Chipichape, Oficina 212, de la ciudad de Cali, o 

en la Secretaría de su Despacho. Dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co  

 

Cordialmente, 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  

C.C.  No. 19.395.114 de Bogotá  

T.P. No. 39.116 del C. S. de la J. 

mailto:notificaciones@gha.com.co
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JARDINE LLOYD THOMPSON VALENCIA IRAGORI CORREDOR  437  50,00 3266100

ACTIVIDAD OFICINA PUBLICA O 

GUBERNAMENTA

:

DIRECCION DEL RIESGO AV 2 N CALLES 10 Y 11 CAM:

DEPARTAMENTO VALLE:

CIUDAD CALI:
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COBERTURAS VALOR ASEGURADO DEDUCIBLE

P.L.O.: PREDIOS LABORES Y OPERACIONES 15% PERD Min 40 (SMMLV) 5.000.000.000,00$ 5.000.000.000,00$

Responsabilidad Civil  patronal 15% PERD Min 40 (SMMLV) 750.000.000,00$ 300.000.000,00$

Gastos medicos y hospitalarios  1.100.000.000,00$ 300.000.000,00 NO APLICA$

Responsabilidad Civil parqueaderos 15% PERD Min 40 (SMMLV) 900.000.000,00$ 450.000.000,00$
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Responsabilidad Civil cruzada 15% PERD Min 40 (SMMLV) 4.000.000.000,00$ 4.000.000.000,00$

SE ANEXAN Condiciones Generales y Particulares: 

Observaciones: RENOVACION MANUAL

LAS PARTES ACUERDAN QUE EL TOMADOR PAGARA LA PRIMA DE LA PRESENTE POLIZA, A MAS TARDAR DENTRO DEL MES SIGUIENTE CONTADO A PARTIR DE LA INICIACION DE LA VIGENCIA DE LA MISMA, LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA, PRODUCIRA LA TERMINACION DE LA POLIZA 
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Aplica el Condicionado General Codigo: 040212-1326-P-06-00000VTE390-ABR/12
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PESOS COLOMBIANOS
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PESOS COLOMBIANOS

$ 1.432.931.507,00 $ 0,00 $ 1.432.931.507,00 $ 272.256.986,00 $ 1.705.188.493,00

PARTICIPACION DE COASEGURADORAS

NOMBRE COMPAÑIA COASEGURADORA TIPO DE COASEGURO %PARTICIPACION $ PRIMA

PESO COLOMBIANO-N

FIRMA

$ 329.574.246,61 23,00%CEDIDOALLIANZ SEGUROS SA

$ 300.915.616,47 21,00%CEDIDOCOMPANIA DE SEGUROS COLPATRIA

$ 487.196.712,38 34,00%CEDIDOMAPFRE SEGUROS GENERALES DE CO

$ 315.244.931,54 22,00%CEDIDOQBE

INFORMACION GENERAL

816 - 8

POLIZA

370           730,00 1501216001931 103*CORREDORES CALI CARRERA 80 # 6-71 BRR CAPRI CALI

RAMO / PRODUCTO CIUDADDIRECCIONOFICINA MAPFREOPERACION

ANEXOS

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

CONDICIONES TÉCNICAS BÁSICAS OBLIGATORIAS 

PÓLIZA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

1. Objeto del Seguro 

REGIMEN COMUN SOMOS GRANDES CONTRIBUYENTES, RESOLUCION 2509 DE DICIEMBRE 3/93. AGENTE RETENEDOR DEL IVA. SOMOS AUTORRETENEDORES SEGÚN RESOLUCIÓN 5098 DE JUNIO 21 DE 2013. 

ESTE DOCUMENTO EQUIVALE A UNA FACTURA DE  CONFORMIDAD CON EL ART. 5 DECRETO 1165/96

TOMADORMAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA 

NIT 891.700.037-9  Cra. 14 No. 96 - 34  PBX: 6503300  fax: 6503400   www.mapfre.com.co E-mail: mapfre@mapfre.com.co  A.A.: 28525  Bogotá, D.C., Colombia

V.A.R. :  VALOR ASEGURADO DEL ARTICULOSMMLV: SALARIOS MINMOS LEGALES VIGENTES VAP: VALOR ASEGURABLE DEL PREDIO AFECTADO

PERD.: VALOR PERDIDA 

V.A.A. : VALOR ASEGURABLE ARTICULO POLIZA

VTE-322-NOV/05 

N.D.: NO DECLARADO

Estimado cliente, para conocer   los condicionados del producto contratado y  una amplia información sobre nuestros productos y servicios puede consultar la página web www.mapfre.com.co.
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COPIA
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Ref. de Pago: 31048507664

POLIZA

1. Objeto del Seguro 

Amparar los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo los perjuicios morales y de vida en relación y el lucro cesante , que cause a terceros el asegurado, con motivo 

de la responsabilidad civil en que incurra  o le sea imputable de acuerdo con  la Ley colombiana , durante el giro normal de sus actividades,. 

2. Tipo de Póliza 

La Entidad ha venido contratando, bajo la modalidad de ocurrencia, pólizas de responsabilidad civil desde hace más de cinco años. 

3. Modalidad de Cobertura 

Ocurrencia: Se cubren todos los perjuicios que se generen durante la vigencia del seguro, sin tener en consideración la fecha en la cual sean reclamados por los terceros. 

4. Jurisdicción 

Colombiana 

5. Límite Territorial 

Mundial - Aplica legislación Colombiana. 

6. Tomador y Asegurado 

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

7. Beneficiario 

Terceros afectados y/o Empleados y/o familiares de empleados 

8. Limite asegurado Evento/Vigencia 

$5.000.000.000 

9. Cobertura 

La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales  hasta el 100% del valor asegurado, que cause el asegurado con motivo de la responsabilidad 

civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas 

(daños personales) y/o el deterioro o destrucción de bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como 

consecuencia directa de tales daños personales y /o daños materiales. Se extiende la presente cobertura a los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales causados a terceros, que 

le sean imputables al Municipio de Santiago de Cali y que se deriven de las actividades desarrolladas por los Teatros Municipal y Jorge Isaacs, y que sean lideradas y ejecutadas 

por Contratistas o Terceros. 

Adicionalmente la compañía será responsable por: 

A. Todos los gastos y expensas judiciales decretados a favor de cualquier reclamante contra el asegurado . 

B. Todos los honorarios de abogado, gastos y expensas judiciales en que haya incurrido el Asegurado, tanto para la etapa de conciliación extrajudicial como para el proceso judicial , 

con el consentimiento escrito de la compañía para oponerse a cualquier reclamo. 

C. Asistencia jurídica en proceso penal y civil. 

Predios, labores y operaciones (PLO) 

Actividades de cargue, descargue y transporte de bienes, incluyendo eventualmente los azarosos e inflamables. 

Actividades deportivas, culturales y sociales. 

Avisos, vallas y letreros dentro y fuera de predios 

Contaminación accidental, súbita e imprevista. Sublimite del 10% del límite asegurado 

Contratistas y subcontratistas independientes incluyendo trabajos de mantenimiento, reparaciones y modificaciones de predios. Sublímite $3.250.000.000 por evento o persona, y 

$3.500.000.000 por vigencia 

Perjuicios causados por directivos, representantes  y empleados del asegurado, en el desempeño de sus funciones y dentro de las actividades del asegurado, dentro y fuera de 

Colombia, incluyendo en viajes. Excluye RC Profesional y D&O 

Daños y hurto de vehículos y/o accesorios en predios del asegurado, parqueaderos de su propiedad o sobre los cuales ejerza tenencia o control el asegurado. Sublímite 

$450.000.000 por evento, y $900.000.000  por vigencia. 

No aplicación de garantías. 

Mediante la presente cláusula queda entendido, convenido y aceptado que no obstante lo que se establezca en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Compañía 

no impondrá al asegurado el cumplimiento de determinada garantía ni a cumplir determinada exigencia y que en cambio la Compañía acepta las condiciones de protección , 

mantenimiento, conservación y control que el asegurado de a sus bienes. 

Eventos sociales organizados por el asegurado, desarrollados dentro y fuera de sus predios. Incendio ó rayo y explosión. 

REGIMEN COMUN SOMOS GRANDES CONTRIBUYENTES, RESOLUCION 2509 DE DICIEMBRE 3/93. AGENTE RETENEDOR DEL IVA. SOMOS AUTORRETENEDORES SEGÚN RESOLUCIÓN 5098 DE JUNIO 21 DE 2013. 

ESTE DOCUMENTO EQUIVALE A UNA FACTURA DE  CONFORMIDAD CON EL ART. 5 DECRETO 1165/96
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Participación del asegurado en ferias y exposiciones nacionales. 

Posesión, uso y mantenimiento de depósitos, tanques y tuberías o redes. 

Responsabilidad civil cruzada. Queda entendido y convenido que la presente cobertura se extiende a amparar las reclamaciones presentadas entre si por cada uno de los 

contratistas que desarrollen simultáneamente proyectos relacionados con la misión y objeto del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, en la misma forma en que se aplicaría si a 

cada uno de ellos se hubiera expedido una póliza por separado. Sublimite Asegurado: $4.000.000.000 

Uso de armas de fuego y errores de puntería, incluye empleados contratados por la entidad y contratistas para labores de vigilancia o personal de seguridad y uso de perros 

guardianes. 

Responsabilidad civil servicio de vigilancia. Sublimite $1.000.000.000 evento/vigencia. Opera en exeso de las pólizas del contrato de vigilancia 

Responsabilidad civil patronal en exceso de la seguridad social. Sublímite de $ 300.000.000 evento persona y $750.000.000  por vigencia. 

Restaurantes y cafeterías, campos deportivos, clubes y casinos. 

Uso de ascensores, elevadores, escaleras automáticas, grúas, montacargas, cabrias, carretas, carros plataformas  y equipos de trabajo y transporte dentro de predios. 

Responsabilidad Civil Productos. Sublímite por evento y agregado anual $2.000.000.000 se excluyen Exportaciones a Estados Unidos y Canadá. 

Responsabilidad civil Maquinaria y Equipos (Para cubrir la responsabilidad que se origine en la maquinaria y equipos amparados en la póliza de maquinaria y equipo). Sublimite 

$1.000.000.000 evento/$2.000.000.000 vigencia, el cual opera en exceso de la póliza de Todo Riesgo Equipo y Maquinaria 

Otras Propiedades Adyacentes.  Sublímite asegurado: $ 1.500.000.000. Por Evento/ Vigencia 

10. Cláusulas y/o condiciones adicionales 

Para aquellas cláusulas y/o condiciones adicionales para las que no se indique sublímite se entenderá que estas operan al 100%. 

Cláusula de aplicación de condiciones particulares. Queda expresamente acordado y convenido, que la Compañía acepta las condiciones básicas técnicas establecidas en este 

anexo en los términos señalados en el mismo; por lo tanto, en caso de existir discrepancia entre los ofrecimientos contenidos en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS 

OBLIGATORIAS frente a la propuesta, los textos de los ejemplares de las pólizas, certificados, anexos o cualquier otro documento; prevalecerá la información y condiciones 

enunciadas en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS OBLIGATORIAS establecidas. 

Actos de autoridad competente, exepto por AMIT y Terrorismo. La póliza cubre los daños o pérdidas materiales causados a terceros directamente por la acción de la autoridad 

legalmente constituida, ejercida sobre los intereses del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, y por los cuales el Asegurado resulte legalmente responsable 

Amparo automático para nuevos predios y /o operaciones, con aviso de 60 días. El Oferente debe contemplar la extensión de la cobertura automática del seguro, en los mismos 

términos y limitaciones establecidos en esta póliza, para amparar la responsabilidad extracontractual por nuevas operaciones y /o el uso, posesión y demás actividades 

desarrolladas en nuevos predios que adquiera el asegurado o sobre los cuales obtenga el dominio o control. 

Ampliación del plazo para aviso de siniestro a 60 días. El Asegurado notificará todos los siniestros por vía telefónica, o por mensaje de telefax  o e -mail lo más pronto posible y con 

no más de sesenta (60) días posteriores al conocimiento de la reclamación judicial o extrajudicial efectuada por la(s) víctima(s) que pueda tener relación con este seguro. 

Anticipo de indemnización del 50% El oferente debe contemplar bajo esta cláusula que en caso de siniestro y a petición escrita del asegurado, anticipará pagos parciales del valor 

del reclamo, con base en el valor de la estimación preliminar de la pérdida (No se acepta el requerimiento de ningún requisito adicional para realizar el anticipo).  En caso de que el 

anticipo o suma de anticipos que la compañía adelante al asegurado llegare a exceder la suma total indemnizable a que tenga derecho, éste se compromete a devolver 

inmediatamente el exceso pagado. 

Solución de conflictos o controversias. Los conflictos que surjan durante la ejecución del objeto contractual, se solucionarán preferiblemente mediante los mecanismos de arreglo 

directo, amigable composición, transacción y conciliación, como lo establece el artículo 68 de la ley 80 de 1993. 

Conocimiento de los predios y/o actividades por parte del asegurador. La Aseguradora  manifiesta  que conoce el riesgo y que partiendo de esta base ha hecho la tasación y ha 

establecido los términos y condiciones para la contratación de esta cobertura, por consiguiente deja constancia del conocimiento y aceptación de los riesgos, las circunstancias y 

condiciones de los mismos. 

Costos de cualquier clase de caución judicial. Sublímite $50.000.000 por evento/vigencia 

Costos e intereses de mora. En adición a las indemnizaciones a que haya lugar, la compañía reembolsará al Asegurado los gastos que se generen con ocasión de: la Condena en 

costo e intereses de mora acumulados a cargo del Asegurado, desde cuando la sentencia se declare en firme hasta cuando la compañía haya reembolsado al Asegurado o 

consignado en nombre de éste en el juzgado, su participación en tales gastos. 

No concurrencia de deducibles. De presentarse un evento indemnizable bajo la póliza, en cualquiera de sus secciones o por cualquiera de los riesgos cubiertos por la misma que 

afecte dos o más artículos o bienes amparados y si en los mismos figuran deducibles diferentes, para los efectos de la liquidación del siniestro se aplicará únicamente el deducible 

cuya cobertura se afectó por el origen del siniestro y no la sumatoria de ellos. 

Designación de ajustadores. Queda entendido, convenido y aceptado que, en caso de siniestros amparados por la presente póliza que requieran la asignación de un perito 

ajustador, la Aseguradora efectuará su contratación previo acuerdo y aprobación del Asegurado . 

Delimitación Temporal.   Se anula toda delimitación temporal respecto al alcance de la cobertura (excepto por prescripción), que se establezca en las condiciones generales ó 

particulares de la póliza. 

Definición de Terceros.  Se deja constancia que los concejales, estudiantes y el personal al servicio del Municipio de Santiago de Cali bajo cualquier denominación, los contratistas , 

subcontratistas, y en general cualquier persona natural o jurídica que tenga una relación con esta entidad, se considerarán terceros para efectos de cualquier reclamación que 

deban formularle, pero exceptuando la responsabilidad que se derive de la ejecución de contratos. 

Se consideran terceros las entidades o personas que se encuentran en predios del Municipio de Santiago de Cali y que desarrollan sus propias actividades de manera 

independiente a las ejecutadas por el municipio. 
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Condiciones técnicas y económicas de seguro y reaseguro. Los oferentes deberán conservar sus Reaseguradores durante el período de adjudicación y no podrán cambiarlos salvo 

fuerza mayor o causa justificada. En caso de ser necesario cambiarlos ó que el reasegurador se retire voluntariamente, él (ó los) reasegurador(es) que lo sustituya(n) deberá(n) ser 

de la misma categoría ó tener la misma calificación del (os) que se reemplaza (n). 

Durante el período de adjudicación los oferentes no podrán cambiar las condiciones técnicas y económicas ofrecidas salvo aquellas que sean favorables al asegurado, las cuales 

deberán incorporarse automáticamente a las Pólizas. 

Errores, omisiones e inexactitudes no intencionales. El tomador está obligado a declarar sinceramente los hechos y circunstancias que determinen el estado del riesgo. La 

inexactitud sobre hechos o circunstancias que, conocidas por la compañía, la hubieren retraído de celebrar el contrato o inducido a estipular condiciones más onerosas, produce la 

nulidad relativa del seguro. Sin embargo, si se incurriere en errores, omisiones e inexactitudes imputables al tomador o al asegurado, el contrato no será nulo ni habrá lugar a la 

aplicación del inciso tercero del artículo 1058 del Código de Comercio sobre reducción porcentual de la prestación asegurada. En este caso se deberá pagar la prima adecuada al 

verdadero estado del riesgo. 

Extensión del sitio ó sitios donde se asegura el riesgo. 

Se conviene en amparar en todas sus partes la Responsabilidad Civil del Asegurado, derivada de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales, causados a bienes de terceros , 

lesiones personales ó muerte a terceros, por empleados, personal a su servicio, durante el desempeño de sus funciones en el giro normal de sus negocios y en cualquier sitio o 

sitios, donde se hallen desempeñando las mismas. 

Los pasajeros que se movilicen en vehículos que prestan el servicio de transporte,  de propiedad del MUNICIPIO, serán considerados como terceros. Sublimite $2.000.000.000 

evento / vigencia 

Gastos médicos, hospitalarios y traslado de victimas. Sublímite hasta el 6% del límite asegurado, por persona y 22% del límite asegurado  por vigencia. La compañía reembolsará al 

asegurado dentro de los términos, con sujeción a las condiciones de este seguro los gastos razonables que se causen por concepto de primeros auxilios inmediatos, servicios 

médicos, quirúrgicos, de ambulancia, de hospital, de enfermedades y drogas como consecuencia de lesiones corporales producidas a terceros en desarrollo de las actividades 

específicamente amparadas bajo las condiciones particulares de la presente póliza. El amparo que mediante esta sección se otorgue, es independiente del de Responsabilidad y 

por consiguiente, los pagos que por dicho concepto se realizan, en ningún caso pueden ser interpretados como aceptación tácita de responsabilidad.  Se aclara que para esa 

cobertura no se acepta la aplicación de deducibles. 

Se aclara que el subllímite asegurado es de $300.000.000 por persona 

Indemnización por clara evidencia de responsabilidad sin que exista previo fallo judicial. Mediante esta cláusula el Oferente debe contemplar que en caso de siniestro la compañía 

indemnizará los daños causados por el asegurado a un tercero sin que exista previo fallo judicial, siempre y cuando las circunstancias en que ocurrió el evento den lugar a 

considerar la responsabilidad o culpa del asegurado. 

Modificación de condiciones. Los proponentes deben contemplar bajo esta cláusula, que los cambios o modificaciones a las condiciones de la presente póliza, serán acordados 

mutuamente entre la compañía y el asegurado. El certificado, documento o comunicaciones que se expidan para formalizarlos debe ser firmado, en señal de aceptación, por un 

representante legal del asegurado o funcionario autorizado, prevaleciendo sobre las condiciones de esta póliza. 

Modificación del estado del riesgo. No obstante lo estipulado en las condiciones generales de la póliza y sus anexos, se establece una limitación a la obligación que el Asegurado 

notifique los hechos o circunstancias que agraven el riesgo durante la vigencia del contrato, en el sentido, que la aseguradora solo puede invocarla cuando exista relación de 

causalidad entre la agravación y el siniestro. Se ampararán automáticamente los riesgos cuya agravación se informe, hasta el pronunciamiento del asegurador en contrario 

Modificaciones a favor del asegurado. Si durante la vigencia de la póliza se presentan modificaciones a las condiciones de la póliza que representen un beneficio a favor del 

asegurado, sin que impliquen un aumento a la prima originalmente pactada, tales modificaciones se consideran automáticamente incorporadas a la póliza. 

No subrogación contra empleados del asegurado. En virtud del pago de la indemnización, la Compañía se subroga por ministerio de la ley y hasta el valor de su importe en todos 

los derechos del Asegurado contra las personas responsables del siniestro. El Asegurado no podrá renunciar en ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del 

siniestro. Tal renuncia le acarreará la pérdida del derecho a la indemnización. La compañía renuncia expresamente a ejercer sus derechos de subrogación contra: Cualquier 

persona o entidad que sea un Asegurado bajo la póliza. Cualquier filial, subsidiaria y operadora del Asegurado. Cualquier socio, miembro de junta directiva o cualquier empleado o 

dependiente del Asegurado, salvo el caso en que los daños hayan sido causados intencionalmente por ellos. 

Pago de indemnizaciones.   No obstante lo que se estipule en el respectivo presente Contrato, se conviene entre las partes, que el pago de la indemnización o la autorización de 

reparar el bien afectado por la realización de un riesgo amparado, se hará a quién designe el Asegurado, previa información escrita a la Aseguradora y con la firma de la solicitud de 

indemnización correspondiente, todo, teniendo en cuenta los controles administrativos que posee la Empresa asegurada. 

Propietarios, arrendatarios o poseedores. Sublímite hasta el 20% del límite asegurado por evento y 40% del límite asegurado por vigencia. Se deberá extender a cubrir todos los 

gastos que el asegurado este legalmente obligado a pagar por cualquier perjuicio que surja en su calidad de propietario, arrendatario, arrendador o poseedor de cualquier inmueble , 

aun cuando estos no se hallen, específicamente descritos en la póliza. Queda cubierta  igualmente la responsabilidad civil extracontractual del asegurado en caso de 

modificaciones o construcciones de los mismos inmuebles. Se deberá cubrir la responsabilidad civil de la persona o personas encargadas por contrato de mantenimiento del 

inmueble y únicamente cuando se encuentren en ejercicio de las funciones que dicho contrato estipule. 

Responsabilidad civil derivada del transporte de mercancías, únicamente si tiene que ver con la actividad del asegurado (incluyendo materiales azarosos y combustibles). Este 

amparo se limita a cubrir los daños que se cause a terceros durante el transporte, queda excluido cualquier daño a la mercancía manipulada y /o transportada y al vehículo 

transportador. Incluye actividades de cargue y descargue. Sublimite $80.000.000 

Responsabilidad civil derivada del manejo de materias primas y productos. Queda aclarado y convenido que la póliza ampara la responsabilidad civil, como consecuencia del 

manejo por parte del asegurado, contratista y subcontratista de materias primas y productos de cualquier naturaleza, entendiendose que toda esta operación puede ser ejecutada 

directamente por el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI ó contratada. 

Responsabilidad civil derivada del uso de vehículos propios y no propios. En exceso de la cobertura de automóviles, incluidos los vehículos de funcionarios en desarrollo de 

actividades para el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. Sublímite 16% del límite asegurado por evento, 27% del límite asegurado en el agregado anual. 

Ampliación del Plazo Revocación o no renovación de la póliza con aviso anticipado al Asegurado de sesenta (60) días. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza 

podrá ser revocada unilateralmente por la compañía, mediante noticia escrita certificada enviada al asegurado a su última dirección registrada, con una anticipación no menor de 

sesenta (90) días. Los días de anticipación del aviso serán contados en juntos casos a partir de la fecha de recepción por parte del Asegurado de la noticia escrita certificada . 

En el caso de que la aseguradora decida no otorgar renovación o prórroga(s) del contrato de seguro, queda entendido, convenido y aceptado que la Aseguradora deberá dar aviso 
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de ello al asegurado con no menos de sesenta (60) días de antelación a la fecha de vencimiento de la póliza, en caso contrario se dará por entendido que la Aseguradora acepta la 

renovación o prorroga(s), previa autorización de la Entidad, hasta el límite legal establecido en la Ley 80 de 1993, para la adición de los contratos y manteniendo las mismas 

condiciones ofertadas en este proceso, siempre y cuando la siniestralidad incurrida de la referida vigencia no supere el 40% 

Revocación por parte del asegurado sin penalización. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza podrá ser revocada unilateralmente por el Asegurado en 

cualquier momento de la vigencia del seguro, mediante noticia escrita enviada a su dirección comercial o a su última dirección registrada. La prima de seguro no devengada será 

liquidada a prorrata. 

Selección de profesionales para la defensa: Los profesionales encargados de la defensa, corresponderá al  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, o a los funcionarios que ésta 

designe, quienes para su aprobación presentarán a la Aseguradora la propuesta correspondiente. La Aseguradora podrá previo común acuerdo con el MUNICIPIO DE SANTIAGO 

DE CALI, asumir la defensa de cualquier litigio o procedimiento legal a nombre del asegurado, a través de abogados elegidos por éste. 

Variaciones del riesgo. La compañía debe autorizar al asegurado para efectuar las modificaciones dentro del riesgo, que juzgue  necesarias para el funcionamiento de la industria o 

negocio. 

Cuando tales modificaciones varíen sustancial, objetiva y materialmente los riesgos conocidos y aceptados por la compañía, el asegurado estará obligado a avisar de ellas por 

escrito a la compañía dentro de los noventa (90) días comunes contados a partir del inicio de estas modificaciones, sí éstos constituyen agravación de los riesgos. 

11. Gastos Adicionales 

Se amparan los siguientes Gastos en que RAZONABLEMENTE  se incurra, los cuales se encuentran contenidos en el límite máximo de indemnización pactado y  sin aplicación de 

deducible: 

La póliza se extiende a amparar los siguientes gastos en que razonablemente incurra el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI y para los mismos no aplican deducibles. 

Costas legales y honorarios de abogados. Los cuales el asegurado debe asumir en la defensa de sus intereses, como consecuencia de una demanda, por la víctima, de alguna 

petición, judicial o extrajudicial, aún cuando dicha demanda fuere infundada, falsa o fraudulenta, Sublímite por evento $50.000.000 / Vigencia $200.000.000, el cual operará dentro 

del limite asegurado 

Gastos para la demostración del siniestro. Sublimite $200.000.000 incluido dentro del límite asegurado. 

No obstante lo que se diga en contrario en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Aseguradora se obliga a indemnizar los gastos en que necesaria y 

razonablemente incurra el asegurado con el fin de demostrar la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida. 

12. Riesgos excluidos 

En materia de riesgos excluidos el Municipio de Santiago de Cali acepta únicamente los expresamente mencionados como exclusiones absolutas de cobertura las que figuran en el 

texto del condicionado general depositado por la Aseguradora en la Superintendencia Financiera con anterioridad no inferior a quince (15) días hábiles al cierre del proceso. Serán 

válidas las exclusiones relativas consignadas en los mencionados condicionados generales solo cuando no contradigan las condiciones técnicas básicas habilitantes del presente 

proceso, en cuyo caso prevalecerán las condiciones técnicas básicas habilitantes.

- FIN DE LA SECCION -
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SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA 
ENTIDADES PARTICULARES 

 

 
CONDICIONES GENERALES 

 
 
1. OBJETO DEL SEGURO 
 

Por medio de este contrato de seguro, MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 
COLOMBIA S.A., que en adelante se denominará la compañía, indemnizará los 
perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada 
responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley 
Colombiana y dentro de los límites y exclusiones de esta póliza. En consecuencia 
la compañía procederá a pagar o a indemnizar  dentro de los límites específicos 
en esta póliza, los siguientes eventos que de tal responsabilidad se deriven y 
siempre que su causa se presente de manera súbita y repentina, aunque sus 
efectos se prolonguen en el tiempo. 
 
1.1 Daños personales (la lesión corporal, la enfermedad, la muerte, el daño 

moral). 
1.2 Daños materiales (la destrucción, avería, el deterioro de una cosa, la lesión, 

enfermedad o muerte de un animal). 
1.3 Perjuicios (la perdida económica como consecuencia directa de los daños 

personales o materiales cubiertos por la póliza y sufridos por el reclamante 
mismo de dichas pérdidas). 

1.4 El pago de los gastos de defensa del asegurado bajo las condiciones de la 
póliza. 
Esta cobertura incluye: 
- El estudio de la responsabilidad civil extracontractual; 
- La defensa frente a reclamaciones infundadas; 
- El reembolso de los gastos del proceso civil promovido contra el 

asegurado, excepto cuando este afronte el juicio contra orden expresa de 
la compañía. 
 

Si la indemnización a cargo del asegurado excede él límite asegurado, la compañía 
solo responde por los gastos de defensa en proporción a la cuota que le corresponde 
en la indemnización. 
 
2. EXCLUSIONES 
 

2.1 La cobertura de esta póliza en ningún case ampara ni se refiere a 
reclamaciones que sean directa o indirectamente consecuencia de : 
2.1.1. La responsabilidad civil proveniente de dolo o culpa grave, del 

asegurado. 
2.1.2. Relaciones contractuales entre el asegurado y un tercero; en 

particular las reclamaciones: 
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- Por incumplimiento total, parcial o por mora de la obligación 
principal de un contrato. 

- Por incumplimiento total, parcial o por mora de pactos que vayan 
más allá del alcance de la responsabilidad civil del asegurado 
(como también responsabilidades ajenas, en las que el 
asegurado, por convenio o contrato, se comprometa a la 
sustitución del responsables original). 

2.1.3. Daños a o la desaparición de bienes de terceros: 
- Que hayan sido alquilados, arrendados o prestados  que este 

tenga en su poder sin autorización o que sean objeto de un 
contrato especial de depósito o de arrendamiento financiero 
(leasing) 

- Que haya sido ocasionados por la actividad empresarial por el 
asegurado con, sobre o por medio de estos bienes (elaboración, 
manipulación, reparación, transporte, examen y similares). 
Si tales eventos ocurren por causas de una persona asegurada, 
la responsabilidad de esta persona queda excluida igualmente. 

2.1.4. Deslizamiento de tierras, fallas geológicas, terremotos, temblores, 
asentimientos, cambios en los niveles de temperatura o agua, 
inconsistencias del suelo o del subsuelo, lluvias, inundaciones, 
erupción volcánica o cualquier otra perturbación atmosférica o de la 
naturaleza. 

2.1.5. Actividades u operaciones de guerra declarada o no hostilidades, 
invasión de enemigo extranjero, guerra interna, revolución, rebelión, 
insurrección, asonada, conmoción civil, poder militar o usurpado, 
requisición, decomiso o destrucción de bienes por cualquier 
autoridad o regional, huelgas, disturbios políticos y sabotajes, 
actividades guerrilleras. 

2.1.6. Daños ocasionados por reacción nuclear, radiación nuclear o 
contaminación radioactiva o por riesgos atómicos nucleares. 

2.1.7. Daños ocasionados por aeronaves o embarcaciones. 
2.1.8. Daños originados por una contaminación paulatina del medio 

ambiente u otras variaciones perjudiciales del agua, aire, suelo, 
subsuelo o bien por ruidos, que no sean consecuencia de un 
acontecimiento accidental, repentino e imprevisto. 

2.1.9. Daños ocasionados a la persona o los bienes: del asegurado, de 
las personas a quienes se extiende la cobertura del presente 
seguro así como de los parientes de los antes mencionados. 
Se entiende por parientes: el cónyuge o compañero (a) 
permanente, los parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil. 

2.1.10 Daños personales ocasionados por una infección o                       
enfermedad padecida por el asegurado, 

2.1.11 Multas o cualquier clase de acciones penales. 
2.1.12 Daños a causa de la inobservancia de disposiciones legales y de la 

autoridad o de instrucciones y estipulaciones contractuales, a no 
ser que ni el asegurado ni personas con funciones directivas hayan 
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actuado dolosamente ni haya permitido una actuación dolosa de los 
demás empleados. 

2.1.13 Daños por asbesto en estado natural o por sus productos así como 
daños en relación con operaciones y actividades expuestas a polvo 
que contengan fibras de amianto. 

2.1.14 Daños genéticos a personas o animales. 
2.1.15 Responsabilidad civil derivada de operaciones portuarias y 

aeroportuarias, incluyendo actividades como mantenimiento y 
limpieza. 

2.1.16 Responsabilidad civil derivada de fabricación, almacenamiento y 
transporte de explosivos. 

2.1.17 Responsabilidad civil derivada de riesgos de extracción, 
refinamiento, almacenamiento y transporte de petróleo crudo y gas 
natural. 

2.1.18 Responsabilidad derivada de actividades de minería subterránea. 
2.1.19 Responsabilidad civil derivada de construcción de túneles, 

pipelines, presas, aeropuertos. 
2.1.20 Responsabilidad civil derivada de automóviles o vehículos 

automotores, autorizados o no para transitar por las vías públicas. 
2.1.21 Responsabilidad Civil por daños o desaparición de vehículos bajo 

custodia o control del asegurado. 
2.1.22 Responsabilidad civil derivada de daños o desaparición de bienes 

bajo cuidado, tenencia o control del asegurado, cuando estos son 
almacenadores (Almacenes de Depósito), transportadores, 
astilleros, empresas de vigilancia, empresas de empleos 
temporales. 

2.1.23 Responsabilidad civil derivada de daños patrimoniales puros. 
2.1.24 Responsabilidad derivada de cimentaciones y excavaciones 

subacuáticas. 
 

2.2 Salvo que se convenga la cobertura mediante acuerdo previo, quedan 
excluidas de la cobertura. 

2.2.1 Las reclamaciones por daños ocasionados a terceros por los 
productos fabricados, entregados o suministrados por el asegurado, 
o bien por los trabajos ejecutados. 

2.2.2 Las reclamaciones derivadas de la actividad profesional del 
asegurado. 

2.2.3 Las reclamaciones por daños ocasionados a terceros durante la 
vida privada o familiar. 

2.2.4 Las reclamaciones imputables al asegurado según el art. 216 del 
código sustantivo del trabajo u otras normas del régimen laboral. 

2.2.5 Las reclamaciones derivadas del uso, propiedad o posesión de 
vehículos automotores, que requieren de placa para su empleo en 
lugares públicos. 

2.2.6 Las reclamaciones relacionadas con siniestros ocurridos fuera del 
territorio de la República de Colombia. 
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2.2.7 Las reclamaciones entre las personas que figuran en la póliza como 
¨asegurado¨. 

 
3. DELIMITACIONES 

 
3.1 Delimitación temporal: 

 
Quedan amparados los siniestros ocurridos durante la vigencia de la 
póliza. 
 

3.2 Delimitación geográfica: 
 
Quedan amparados los siniestros ocurridos en el territorio colombiano y 
cuyas consecuencias sean reclamadas en Colombia de acuerdo con la 
ley. 

 
4. LIMITES 

 
4.1 La compañía indemnizará al asegurado hasta la suma fijada en la póliza 

como valor asegurado, por los daños y perjuicios amparados,  cuyas 
causas sean el mismo siniestro, teniendo en cuenta los límites y sublimites 
por amparo o cobertura, si los hubiere.  

4.2 La suma fijada en la póliza como “límite por vigencia” será el límite máximo 
de responsabilidad de la compañía por todos los daños causados por 
todos los siniestros ocurridos durante la vigencia de la póliza.  

4.3 Cuando una condición especial o un anexo estipule un sublimite por 
persona, por unidad asegurada, o por un siniestro,  cuya cobertura es 
objeto de la condición  o el anexo, tal sublímite será el límite máximo de la 
indemnización. 

 
5 DEFINICIONES 

 
5.1 Asegurado: 

 
Bajo el término asegurado se entienden: 
a) Las personas jurídicas que figuran como asegurado en la póliza y 

además de esta, todos los funcionarios a su servicio,  cuando se 
encuentren en el desempeño de las labores propias de su cargo, pero 
únicamente con respecto a su responsabilidad como tales. 

b) La persona natural que figura como asegurado en la póliza y además 
de este, su cónyuge o compañero (a) permanente e hijos menores que 
habitan bajo el mismo techo. 
 

5.2 Siniestro: 
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Es todo hecho, que haya producido un daño que pueda dar origen a una 
reclamación de responsabilidad civil extracontractual contra el asegurado 
o la compañía y que este amparado por la póliza. 
Constituye un solo siniestro el acontecimiento o serie de acontecimientos 
dañosos debidos a una misma causa originaria, con independencia del 
número de reclamantes, reclamaciones formuladas o personas legalmente 
responsables. 
 

5.3 Deducible: 
 
Es la suma o el porcentaje que se deduce del monto de cada 
indemnización por siniestro y que siempre queda a cargo del asegurado. 
 

5.4 Vigencia: 
 
Es el periodo comprendido entre las fechas de iniciación y terminación de 
la protección que brinda el seguro, las cuales aparecen señaladas en la 
carátula de la póliza. 

 
6.     OBLIGACIONES DEL ASEGURADO O BENEFICIARIO EN CASO DE  
SINIESTRO 
 

Cuando ocurra un siniestro, el asegurado o beneficiario tiene las siguientes 
obligaciones: 
 
6.1 Emplear todos los medios de que se disponga para evitar su propagación 

o extensión y proveer por el salvamento de las cosas aseguradas. 
6.2 Dar aviso a la compañía de la ocurrencia del siniestro dentro de los tres (3) 

días siguientes a la fecha en que lo haya conocido o debido conocer. 
6.3 Informar a la compañía dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en 

que tenga conocimiento de toda reclamación judicial o extrajudicial de 
terceros damnificados o sus causahabientes; acatar las instrucciones que 
la compañía le imparta al respecto y en caso de acción judicial, además 
realizara dentro del proceso, me la oportunidad legal,  el llamamiento en 
garantía, siempre que sea procedente. 

6.4 Si autorización expresa y escrita de la compañía, el asegurado no podrá 
incurrir en gasto alguno, hacer pagos, ni celebrar arreglos o liquidaciones 
o transacciones con respecto a cualquiera de las acciones que puedan 
originar y la obligación para la compañía de acuerdo con esta póliza, salvo 
los gastos razonables y urgentes para evitar la extensión del siniestro. 

 
7. PAGO DE LA INDEMNIZACION 

 
La compañía pagará la indemnización si a ello hubiere lugar dentro del mes 
siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite su derecho, aun 
extrajudicialmente. 
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8. REDUCCION DEL VALOR ASEGURADO EN CASEO DE SINIESTRO 
 
Toda indemnización o pago que se haga de conformidad con la presente póliza 
reducirá automáticamente el límite de responsabilidad correspondiente en la cuantía 
pagada. 

 
9. DECLARACION INEXACTA O RETICENTE 

 
El tomador esta obligado a declarar los hechos o circunstancias que determinen el 
estado del riesgo, según el cuestionario que le sea propuesto por la compañía. La 
reticencia o la inexactitud sobre hechos o circunstancias que, conocidos por la 
compañía le hubieren retraído de celebrar el contrato o indicios  a estipular 
condiciones mas onerosas, producen la nulidad relativa del contrato. 
 
Si la declaración no se hace con sujeción a un cuestionario determinado, la 
reticencia o la inexactitud producen igual efecto si el tomador ha encubierto por 
culpa, hechos o circunstancias que impliquen objetiva del estado del riesgo. 
 
Si la inexactitud o reticencia provienen de error inculpable del tomador, el contrato 
no será nulo, pero la compañía, solo estará obligada, en caso de siniestro, a pagar 
un porcentaje de la prestación asegurada equivalente al que la tarifa o prima 
estipulada represente de la tarifa adecuada al verdadero estado del riesgo. 

 
10. CONSERVACION DEL ESTADO DEL RIESGO Y MODIFICACION DE       

CAMBIOS 
 
El asegurado o el tomador según el caso, están obligados a mantener el estado del 
riesgo. En tal virtud, uno u otro deberán notificar por escrito a la compañía los 
hechos o circunstancias no previsibles que sobrevengan con posterioridad a la 
celebración del contrato y que signifiquen agravación del riesgo o variación de su 
identidad local. 
 
La notificación se hará con antelación no menor de diez (10) días hábiles a la fecha 
de la modificación del riesgo, si esta depende del arbitro del asegurado o del 
tomador. Si le es extraña dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a aquel en 
que tengan conocimiento de ella, conocimiento que se presume transcurridos treinta 
(30) días hábiles desde el momento de la modificación. 
 
Notificada la modificación o variación  del riesgo en los términos consignados en el 
inciso anterior, la compañía podrá revocar el contrato o exigir el reajuste de la prima 
a que haya lugar. 
 
La falta de notificación oportuna produce la terminación del contrato. Pero solo la 
mala fe del asegurado o del tomador dará derecho a la compañía para retener la 
prima no devengada. 
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11. COEXISTENCIA DE SEGUROS: 
 
Si los riesgos cubiertos por esta póliza también lo estuvieren en todo o en parte por 
otra u otras pólizas, la indemnización pagadera en total por todas las pólizas no 
excederá los gastos reales ocurridos, los cuales se pagarán por cada aseguradora 
en proporción a sus valores asegurados. 

 
12. REVOCACION 

 
El presente contrato se entenderá revocado: 
 
12.1 Por el tomador o asegurado en cualquier momento, mediante aviso   

escrito a la compañía, en cuyo caso la prima devengada será liquidada 
según la tarifa de corto plazo. 

12.2 Diez (10) días hábiles después que la compañía haya enviado aviso 
escrito al asegurado notificándole su voluntad de revocar el seguro o en el 
término previsto para el efecto en la carátula de la póliza, siempre y 
cuando fuere superior, en este caso, la compañía devolverá al asegurado, 
la parte de la prima devengada. 

Parágrafo: la prima a corto  plazo será equivalente a la prima o prorrata  de la 
vigencia corrida, mas el recargo el diez por ciento (10%) entre dicha prima a prorrata 
y la anual. 
 

13. SUBROGACION 
 
En virtud del pago de la indemnización, y por ministerio de la ley, la compañía se 
subroga, hasta concurrencia de su importe, en todos los derechos del asegurado 
contra las personas responsables del siniestro. El asegurado no podrá renunciar en 
ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del siniestro. El 
incumplimiento de esta obligación le acarreará la perdida del derecho a la 
indemnización. 
 
El asegurado a petición de la compañía, deberá hacer todo lo que este a su alcance 
para permitirle el ejercicio de los derechos derivados de la Subrogación. 

 
14. NOTIFICACIONES 

 
Cualquier notificación que deban hacerse las partes para los efectos del presente 
contrato deberá consignarse por escrito,  sin perjuicio de lo dicho en la condición 
para el aviso del siniestro y será prueba suficiente de la misma constancia de su 
envicio por correo recomendado o certificado dirigido a la ultima dirección conocida 
de la otra parte, también será prueba suficiente de la notificación la constancia de 
¨recibo¨  con la firma respectiva de la parte destinataria, en el caso de mensajes vía 

telex se acepta como prueba de que la notificación ha sido perfeccionada, el hecho 
de que aparezca consignado el número de abonado correspondiente al telex del 
destinatario en la copia del mensaje enviado por el remitente. 
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15. PRESCRIPCION 
 
La prescripción de las acciones derivadas del presente contrato se regirá por las 
normas del código del comercio sobre contrato de seguro. 

 
16. MODIFIACIONES 

  
Toda la información a las cláusulas impresas de la póliza así como las cláusulas 
adicionales o las anexos, deberá ponerse a disposición de la superintendencia 
bancaria, antes de su utilización, en la forma y con la antelación en que dicha 
entidad lo determine. 
 

17. DOMICILIO 
 
Si perjuicio de las disposiciones procesales para los efectos relacionados con el 
presente contrato se fija como domicilio de las partes la ciudad que aparece en la 
carátula de la póliza, en la República de Colombia.                                            

  
 



ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL
DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES

Información de afiliación en la Base de Datos Única de Afiliados – BDUA en el Sistema General de Seguridad Social en Salud

Resultados de la consulta

Información Básica del Afiliado :

COLUMNAS DATOS
TIPO DE IDENTIFICACIÓN CC

NÚMERO DE IDENTIFICACION 1116156755
NOMBRES JUAN PABLO
APELLIDOS CORDOBA SALAZAR

FECHA DE NACIMIENTO **/**/**
DEPARTAMENTO VALLE

MUNICIPIO SANTIAGO DE CALI

Datos de afiliación :

ESTADO ENTIDAD REGIMEN FECHA DE AFILIACIÓN
EFECTIVA

FECHA DE
FINALIZACIÓN DE

AFILIACIÓN

TIPO DE AFILIADO

ACTIVO EPS SURAMERICANA
S.A. CONTRIBUTIVO 16/10/2013 31/12/2999 COTIZANTE

Fecha de
Impresión:

05/10/2024
15:44:43

Estación de
origen: 192.168.70.220



La información registrada en esta página es reflejo de lo reportado por las entidades del Régimen Subsidiado y el Régimen
Contributivo, en cumplimiento de la Resolución 1133 de 2021 del Ministerio de Salud y Protección Social y las Resoluciones 2153 de
2021 y 762 de 2023 de la ADRES, normativa por la cual se adopta el anexo técnico, los lineamientos y especificaciones técnicas y
operativas para el reporte y actualización de las bases de datos de afiliación que opera la Administradora de los Recursos del
Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES”.

Respecto a las fechas de afiliación contenidas en esta consulta, se aclara que la Fecha de Afiliación Efectiva hace referencia a la
fecha en la cual inicia la afiliación para el usuario, la cual fue reportada por la EPS o EOC, sin importar que haya estado en el
Régimen Contributivo o en el Régimen Subsidiado en dicha entidad. Ahora bien, la Fecha de Finalización de Afiliación, establece
el término de la afiliación a la entidad de acuerdo con la fecha de la novedad que haya presentado la EPS o EOC. A su vez se aclara
que la fecha de 31/12/2999 determina que el afiliado se encuentra vinculado con la entidad que genera la consulta.

La responsabilidad por la calidad de los datos y la información reportada a la Base de Datos Única de Afiliados - BDUA, junto con el
reporte oportuno de las novedades para actualizar la base de datos, corresponde directamente a su fuente de información; en este
caso de las EPS, EOC y EPS-S.

Esta información se debe utilizar por parte de las EPS y los prestadores de servicios de salud, como complemento al
marco legal y técnico definido y nunca como motivo para denegar la prestación de los servicios de salud a los usuarios.

Si necesita retirarse, trasladarse, modificar sus datos o su estado de afiliación en el Sistema General de Seguridad Social en Salud,
se aclara que estas actualizaciones dependen netamente de las EPS y no de la ADRES, por lo cual la solicitud de actualización
debe ser escalada a la EPS donde se presenta la afiliación.
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CODIGO DE VERIFICACIÓN: 0822C832N6

Fecha expedición: 09/03/2022  06:15:50 pm
CERTIFICADO DE SUCURSAL VIGILADA

Camara de Comercio de Cali

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a www.ccc.org.co
y digite el respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su
expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada, durante 60 días

calendario, contados a partir de la fecha de su expedición.

Nombre: MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.

NOMBRE, DATOS GENERALES Y MATRÍCULA

Matrícula No.:                      40377-2
Fecha de matrícula en esta Cámara:  25 de marzo de 1987
Último año renovado:                2021
Fecha de renovación:                21 de abril de 2021

LA MATRÍCULA MERCANTIL PROPORCIONA SEGURIDAD Y CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS, RENUEVE EN
WWW.CCC.ORG.CO. EL PLAZO PARA RENOVAR LA MATRÍCULA ES HASTA EL 31 DE MARZO DE 2022.

Dirección comercial:                    CRA. 80 No. 6 71
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico:                     njudiciales@mapfre.com.co
Teléfono comercial 1:                   3182000
Teléfono comercial 2:                   No reportó
Teléfono comercial 3:                   No reportó

Dirección para notificación judicial:  CRA. 80N No. 6 71
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico de notificación:     No reportó
Teléfono para notificación 1:           No reportó
Teléfono para notificación 2:           No reportó
Teléfono para notificación 3:           No reportó

La sucursal MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. SI autorizó recibir
notificaciones personales a través de correo electrónico, de conformidad con lo
establecido en los artículos 291 del Código General del Proceso y 67 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
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Demanda de:LIZETH JULIANA AGUDELO ZAPATA
Contra:MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.625 del 13 de marzo de 2020
Origen: Juzgado 12 Civil Del Circuito De Oralidad de Cali
Inscripción: 04 de septiembre de 2020 No. 812 del libro VIII

ÓRDENES DE AUTORIDAD COMPETENTE

Embargo de:ESTHER JULIA CHAMORRO DE HENAO - ENIS AMPARO HENAO CHAMORRO - ALEXANDER
HENAO CHAMORRO
Contra:MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
Bienes embargados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.1350 del 11 de septiembre de 2020
Origen: Juzgado Veintiuno Civil Municipal de Cali
Inscripción: 23 de septiembre de 2020 No. 927 del libro VIII

Demanda de:ESTHER JULIA CHAMORRO DE HENAO/ ENIS AMPARO HENAO CHAMORRO/ALEXANDER HENAO
CHAMORRO
Contra:MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.391 del 12 de marzo de 2021
Origen: Juzgado Veintiuno Civil Municipal de Cali
Inscripción: 15 de marzo de 2021 No. 332 del libro VIII

Embargo de:LUZ PATRICIA UPEGUI OSORIO/SEBASTIAN DIAZ UPEGUI/KATHERINE DIAZ
UPEGUI/CATALINA DIAZ UPEGUI
Contra:MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
Bienes embargados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:DECLARATIVA VERBAL DE  RESPONSABILIIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.339 del 10 de diciembre de 2020
Origen: Juzgado Primero Civil Del Circuito de Palmira
Inscripción: 01 de junio de 2021 No. 775 del libro VIII
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Nombre:                       MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
NIT:                          891700037 - 9
Matrícula No.:                18388
Domicilio:                    Bogota
Dirección:                    CR 14 NO. 96 - 34
Teléfono:                     6503300

PROPIETARIO

APERTURA SUCURSAL CALI: QUE EL 8 DE FEBRERO DE 1977 BAJO EL NRO. 20505 DEL LIBRO IX, SE
INSCRIBIO EN LA CAMARA DE COMERCIO LA ESCRITURA NRO. 4304 DE DICIEMBRE 2 DE 1976,
NOTARIA TERCERA DE CALI, EN LA CUAL CONSTA LA APERTURA DE UNA SUCURSAL EN CALI.

APERTURA DE SUCURSAL

Por Acta No. 438 del 18 de marzo de 2013, de Junta Directiva, inscrito en esta Cámara
de Comercio el 24 de mayo de 2013 con el No. 1020 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
ADMINISTRADOR            JORGE ENRIQUE RIASCOS VARELA              C.C.94426721

NOMBRAMIENTO(S)

Por Escritura Pública No. 1804 del 20 de junio de 2003  Notaria Treinta Y Cinco de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 03 de julio de 2003 con el No. 91 del
Libro V , JOSE FERNANDO ZARTA ARIZABALETA, QUIEN DIJO SER MAYOR DE EDAD, VECINO DE
BOGOTA, IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA NUMERO 79.344.303 EXPEDIDA EN BOGOTA,
CONFIERE PODER GENERAL AL ABOGADO GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, DE QUIEN DIJO ES MAYOR
DE EDAD, DOMICILIADO EN CALI, IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA NUMERO
19.395.114 EXPEDIDA EN BOGOTA Y CON LA TARJETA PROFESIONAL NUMERO 39116 EXPEDIDA POR EL
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, PARA QUE EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LA SOCIEDAD,
REALICE LOS SIGUIENTES ACTOS:  A)  REPRESENTAR A LA SOCIEDAD ANTE TODAS LAS AUTORIDADES
JUDICIALES Y EN TODA CLASE DE PROCESOS DE CARACTER CIVIL, COMERCIAL, PENAL, LABORAL,
PENAL ADUANERO, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, BIEN SEA QUE LA SOCIEDAD SEA DEMANDANTE,
DEMANDADA, LLAMADA EN GARANTIA LITIS CONSORTE O TERCERO INTERVINIENTE.  B)  REPRESENTAR
A LA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS EN LA SOLICITUD Y
PRACTICA DE PRUEBAS ANTICIPADAS, EXHIBICION DE DOCUMENTOS, CONSTITUCION DE PARTE CIVIL
EN PROCESOS PENALES;  PARA NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS INCLUYENDO AUTOS
ADMISORIO DE DEMANDA, DE CUALQUIER AUTORIDAD ADMINISTRATIVA JUDICIAL, SEA CIVIL,
LABORAL, PENAL, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, ETC., ABSUELVA INTERROGATORIOS DE PARTE,
CONFIESE, COMPAREZCA A DECLARAR Y ASISTA A LAS DEMAS DILIGENCIAS JUDICIALES, PROCESALES
O EXTRAPROCESALES, SEAN ELLAS DE NATURALEZA CIVIL, LABORAL, COMERCIAL, ADMINISTRATIVA,

PODERES
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PENAL, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, ETC., QUEDANDO AUTORIZADO PARA RECIBIR LAS
NOTIFICACIONES Y LAS CITACIONES ORDENADAS POR LOS JUZGADOS O AUTORIDADES
ADMINISTRATIVAS QUE ASI LO REQUIERAN QUEDANDO ENTENDIDO QUE EN ESTOS CASOS DE
NOTIFICACION, CITACION Y COMPARECENCIA PERSONAL DE REPRESENTANTE LEGAL DE LA SOCIEDAD
QUEDARA VALIDA Y LEGALMENTE HECHA A TRAVES DEL APODERADO GENERAL DESIGNADO DOCTOR
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, ASI MISMO EL APODERADO QUEDA FACULTADO PARA CONFESAR.
C)  QUE EL PRESENTE PODER GENERAL SE EXTIENDE PARA QUE EL DOCTOR GUSTAVO ALBERTO
HERRERA AVILA, REPRESENTE A LA SOCIEDAD MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., ANTE
LOS JUECES CIVILES DE TODO EL PAIS Y PUEDA TRANSIGIR O INTERVENIR EN LAS AUDIENCIAS DE
CONCILIACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE QUE TRATA EL ARTICULO CIENTO UNO (101) DEL
CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL O LA LEY 640 DE 2001, QUEDANDO ENTENDIDO QUE EL APODERADO
GENERAL PUEDA COMPROMETER A LA SOCIEDAD, FACULTAD QUE SE ENTIENDE A LAS AUTORIDADES DE
CONCILIACION QUE REALICE ANTE CUALQUIER AUTORIDAD JURISDICCIONAL, CENTROS DE
CONCILIACION O PROCURADORES JUDICIALES, CONFORME LO TIENE PREVISTO LA LEY 446 DE 1998,
EL CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, LEY 123 DE 1991 Y LA LEY 640 DE 2001.  D)  QUE EL
PODER GENERAL QUE POR ESTA ESCRITURA SE OTORGA  SE ESTIENDE PARA QUE EL DOCTOR GUSTAVO
ALBERTO HERRERA AVILA, PRESENTE A LA SOCIEDAD MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
EN TODA CLASE DE PROCESOS QUE CURSEN ANTE CUALQUIER AUTORIDAD JURISDICCIONAL.  E)  ASI
MISMO COMPREDE FACULTAD PARA DESIGNAR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD DE MAPFRES SEGUROS
GENERALES DE COLOMBIA S.A. LOS ARBITROS QUE SE REQUIERAN EN VIRTUD DEL TRIBUNAL DE
ARBITRAMIENTO QUE SE CONSTITUYA DENTRO DE CLAUSULAS COMPROMISORIAS.

Por Escritura Pública No. 0570 del 26 de marzo de 2013  Notaria Treinta Y Cinco de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 13 de mayo de 2014 con el No. 62 del
Libro V ,CLAUDIA PATRICIA CAMACHO URIBE, QUIEN SE IDENTIFICO CON LA CEDULA DE
CIUDADANIA NUMERO 63.516.061 EXPEDIDA EN BUCARAMANGA Y DIJO SER MAYOR DE EDAD,
DOMICILIADA EN ESTA CIUDAD, CONFIERE PODER GENERAL A JORGE ENRIQUE RIASCOS VARELA, DE
QUIEN DIJO ES MAYOR DE EDAD, DOMICILIADO EN LA CIUDAD DE CALI, IDENTIFICADO CON LA
CÉDULA DE CIUDADANÍA NÚMERO 94.426.721 CALI, PARA EJECUTAR LOS SIGUIENTES ACTOS EN
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.:
A) REPRESENTAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES (INCLUYENDO
CONCILIACIONES JUDICIALES E INTERROGATORIOS DE PARTE) Y PROCESOS JUDICIALES ANTE LOS
JUZGADOS, TRIBUNALES SUPERIORES, DE ARBITRAMENTO VOLUNTARIO Y CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO DEMANDANTE
O COMO DEMANDADA, COMO COADYUVANTE U OPOSITOR.
B) REPRESENTAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES DE CUALQUIER
TIPO.
C) OTORGAR EN NOMBRE DE LA CITADA SOCIEDAD, LOS PODERES ESPECIALES QUE SEAN DEL CASO.
EL APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA SUSTITUIR PODERES Y PARA REASUMIRLOS EN
CUALQUIER MOMENTO.
D) REPRESENTAR A LA MISMA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL Y ANTE CUALQUIERA DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
DE DERECHO PÚBLICO DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL.
E) NOTIFICARSE DE CUALQUIER DEMANDA EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE, ASÍ COMO DE
CUALQUIER OTRA CLASE DE PROVIDENCIAS, JUDICIALES O INTERROGATORIOS DE PARTE, ASÍ COMO
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ABSOLVER ESTOS, CONFESAR Y COMPROMETER EN ELLOS A LA SOCIEDAD QUE REPRESENTA.
F) NOTIFICARSE DE CUALQUIER ACTO ADMINISTRATIVO EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE.
G) EL APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA DESISTIR, CONCILIAR (EN AUDIENCIAS DE
CONCILIACIÓN JUDICIAL O EXTRAJUDICIAL), TRANSIGIR Y RECIBIR HASTA POR UNA SUMA NO
SUPERIOR A SETECIENTOS (700) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES.
H) EN GENERAL QUEDA FACULTADO PARA INTERPONER CUALQUIERA DE LOS RECURSOS CONSAGRADOS EN
LAS LEYES CONTRA DECISIONES JUDICIALES O EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS
NACIONALES, DEPARTAMENTALES O MUNICIPALES Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DEL MISMO ORDEN.
I) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS CARTAS DE OBJECIÓN A LAS RECLAMACIONES
PRESENTADAS A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS POR PARTE DE TOMADORES, ASEGURADOS, BENEFICIARIOS
O TERCEROS.
J) FIRMAR LAS RESPUESTAS A LOS DERECHOS DE PETICIÓN QUE SEAN PRESENTADOS A LA SOCIEDAD
PODERDANTE.
K) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS RESPUESTAS A LAS ACCIONES DE TUTELA,
INCIDENTES DE DESACATO, Y LAS RESPUESTAS A LOS REQUERIMIENTOS DE ENTIDADES
ADMINISTRATIVAS O JUDICIALES.
L) SOLICITAR ANTE COMPAÑÍAS DE SEGUROS O TERCEROS EL REEMBOLSO DE LO INDEMNIZADO POR LA
COMPAÑÍA DE SEGUROS EN EJERCICIO DEL DERECHO DE SUBROGACIÓN.
M) ASUMIR EN NOMBRE Y POR CUENTA DE LA COMPAÑÍA DE SEGUROS LOS RIESGOS EN LOS RAMOS DE
SEGUROS AUTORIZADOS POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA, PARA LO CUAL PODRÁ
CELEBRAR A NOMBRE Y POR CUENTA DE LA COMPAÑÍA DE SEGUROS LOS CONTRATOS DE SEGUROS A QUE
HAYA LUGAR.
N) REPRESENTAR A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS EN LOS PROCESOS DE CONTRATACIÓN O LICITACIÓN
PÚBLICA O PRIVADA, QUEDANDO EXPRESAMENTE FACULTADO PARA PRESENTAR Y SUSCRIBIR LA
PROPUESTA RESPECTIVA, FIRMAR EL CONTRATO Y LOS DEMÁS DOCUMENTOS QUE SE REQUIERAN, ASÍ
COMO ASUMIR LOS RIESGOS QUE LE FUERON ADJUDICADOS A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS SIN LÍMITE
DE CUANTÍA.

Por Escritura Pública No. 2233 del 23 de diciembre de 2014  Notaria Treinta Y Cinco de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 05 de enero de 2015 con el No. 1 del
Libro V CONFIERE PODER GENERAL A:  WILMER PEREZ EGAS, DE QUIEN DIJO ES MAYOR DE EDAD,
DOMICILIADO EN LA CIUDAD DE SANTIAGO DE CALI, VALLE DEL CAUCA IDENTIFICADO CON LA
CÉDULA DE CIUDADANÍA NÚMERO 94.312.156; EL PODER GENERAL SE OTORGA PARA EJECUTAR LOS
SIGUIENTES ACTOS EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S
A.
A) REPRESENTAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES (INCLUYENDO
CONCILIACIONES JUDICIALES E INTERROGATORIOS DE PARTE) Y PROCESOS JUDICIALES ANTE LOS
JUZGADOS, TRIBUNALES SUPERIORES, DE ARBITRAMENTO VOLUNTARIO Y CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO DEMANDANTE
O COMO DEMANDADA, COMO COADYUVANTE U OPOSITOR.
B) REPRESENTAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES DE CUALQUIER
TIPO.
C) REPRESENTAR A LA MISMA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL Y ANTE CUALQUIERA DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
DE DERECHO PUBLICO DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL.
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D) NOTIFICARSE DE CUALQUIER DEMANDA EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE, ASÍ COMO DE
CUALQUIER OTRA CLASE DE PROVIDENCIAS, JUDICIALES O INTERROGATORIOS DE PARTE, ASÍ COMO
ABSOLVER ESTOS, CONFESAR Y COMPROMETER EN ELLOS A LA SOCIEDAD QUE REPRESENTA.
E) NOTIFICARSE DE CUALQUIER ACTO ADMINISTRATIVO EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE.
F) EL APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA DESISTIR, CONCILIAR (EN AUDIENCIAS DE
CONCILIACIÓN JUDICIAL O EXTRAJUDICIAL), TRANSIGIR Y RECIBIR HASTA POR UNA SUMA NO
SUPERIOR A SETECIENTOS (700) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES.
G) EN GENERAL QUEDA FACULTADO PARA INTERPONER CUALQUIERA DE LOS RECURSOS CONSAGRADOS EN
LAS LEYES CONTRA DECISIONES JUDICIALES O EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS
NACIONALES, DEPARTAMENTALES O MUNICIPALES Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DEL MISMO ORDEN.
H) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS CARTAS DE OBJECIÓN A LAS RECLAMACIONES
PRESENTADAS A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS POR PARTE DE TOMADORES, ASEGURADOS, BENEFICIARIOS
O TERCEROS.
I) FIRMAR LAS RESPUESTAS A LOS DERECHOS DE PETICIÓN QUE SEAN PRESENTADOS A LA SOCIEDAD
PODERDANTE.
J) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS RESPUESTAS A LAS ACCIONES DE TUTELA,
INCIDENTES DE DESACATO, Y LAS RESPUESTAS A LOS REQUERIMIENTOS DE ENTIDADES
ADMINISTRATIVAS O JUDICIALES.
K) SOLICITAR ANTE COMPAÑÍAS DE SEGUROS O TERCEROS EL REEMBOLSO DE LO INDEMNIZADO POR LA
COMPAÑÍA DE SEGUROS EN EJERCICIO DEL DERECHO DE SUBROGACIÓN.
L) OTORGAR ÉN NOMBRE DE LA CITADA SOCIEDD, LOS PODERES ESPECIALES QUE SEAN DEL CASO. EL
APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA SUSTITUIR PODERES Y PARA REASUMIRLOS EN
CUALQUIER MOMENTO.

Por Escritura Pública No. 443 del 01 de abril de 2016  Notaria Treinta Y Cinco de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 04 de mayo de 2016 con el No. 106 del
Libro V QUE POR ESCRITURA NRO. 443 DEL 01 DE ABRIL DE 2016 NOTARIA TREINTA Y CINCO (35)
DEL BOGOTA, INSCRITA EN LA CAMARA DE COMERCIO EL 04 DE MAYO DE 2016, BAJO EL NRO 6 DEL
LIBRO V, COMPARECIO LA SEÑORA CLAUDIA PATRICIA CAMACHO URIBE, IDENTIFICADA CON LA
CEDULA DE CIUDADANIA NRO. 63.516.061. ACTUANDO COMO REPRESENTANTE LEGAL DE MAPFRE
SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. OTORGO PODER  ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE  A JOSE
RODRIGO HERRERA REYES , IDENTIFICADA CON CEDULA NRO. 16.762.605  DE CALI, PARA EJECUTAR
LOS SIGUIENTES ACTOS EN NOMBRE Y REPRESENTANCION DE MAPFRE SEGUROS GENERALES DE
COLOMBIA S.A.:
A) REPRESENTAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES (INCYENDO
CONCILIACIONES JUDICIALES E INTERROGATORIOS DE PARTE) Y PROCESOS JÚDICIALES ANTE LOS
JUZGADOS, TRIBUNALES SUPERIORES, DE  ARBITRAMENTO VOLUNTARIO Y CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO DEMANDANTE
O COMO DEMANDADA, COMO COADYUVANTE U OPOSITOR.
B) REPRESENFAR A LA REFERIDA SOCIEDAD EN CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES DE CUALQUIER
TIPO.
C) OTORGAR EN NOMBRE DE LA CITADA SOCIEDAD, LOS PODERES ESPECIALES QUE SEAN DEL CASO.
EL APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA SUSTITUIR PODERES Y PARA REASUMIRLOS EN
CUALQUIER MOMENTO.
D) REPRESENTAR A LA MISMA SOCIEDAD ANTE LA AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
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NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL Y ANTE CUALQUIERA DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
DE DERECHO PÚBLICO DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL.
E) NOTIFICARSE DE CUALQUIER DEMANDA EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE, ASI COMO DE
CUALQUIER OTRA CLASE DE PROVIDENCIA, JUDICIALES O INTERROGATORIOS DE PARTE, ASI COMO,
ABSOLVER ESTOS, CONFESAR Y COMPROMETER EN ELLOS A LA SOCIEDAD QUE REPRESENTA.
F) NOTIFICARSE DE CUALQUIER ACTO ADMINISTRATIVO EN CONTRA DE LA SOCIEDAD PODERDANTE.
G) EL APODERADO QUEDA EXPRESAMENTE FACULTADO PARA DESISTIR, CONCILIAR (EN AUDIENCIAS DE
CONCILIACIÓN JUDICIAL O EXTRAJUDICIAL), TRANSIGIR Y RECIBIR HASTA POR UNA SUMA NO
SUPERIOR A SETECIENTOS (700) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES.
H)  EN GENERAL QUEDA FACULTADO PARA INTERPONER CUALQUIERA DE LOS RECURSOS CONSAGRADOS
EN LA LEYES CONTRA DECISIONES JUDICIALES O DEMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS
ADMINISTRATIVOS NACIONALES, DEPARTAMENTALES O MUNICIPALES Y ENTIDADES  DESCENTRALIZADAS
DEL MISMO ORDEN.
I) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS CARTAS DE OBJECIÓN A LAS RECLAMACIONES
PRESENTADAS A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS POR PARTE DE TOMADORES, ASEGURADOS, BENEFICIARIOSO
TERCEROS.
J) FIRMAR LAS RESPUESTAS A LOS DERECHOS DE PETICION QUE SEAN PRESENTADOS A LA SOCIEDAD
PODERDANTE.
K) SUSCRIBIR EN NOMBRE DE LA SOCIEDAD LAS RESPUESTAS A LAS ACCIONES DE TUTELA,
INCIDENTES DE DESACATO, Y LAS RESPUESTAS A LOS REQUERIMIENTOS DE ENTIDADES
ADMINISTRATIVAS O JUDICIALES.
l) SOLICITAR ANTE COMPAÑIAS DE SEGUROS O TERCEROS EL REEMBOLSO DE LO INDEMNIZADO POR
LACOMPAÑIA DE SEGUROS EN EJERCICIO DEL DERECHO DE SUBROGACION.
M) ASUMIR EN NOMBRE Y POR CUENTA DE LA COMPAÑIA DE SEGUROS LOS RIESGOS EN LOS RAMOS DE
SEGUROS AUTORIZADOS POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA, PARA LO CUAL PODRA
CELEBRAR A NOMBRE Y POR CUENTA DE LA COMPAÑIA DE SEGUROS LOS CONTRATOS DE SEGUROS A QUE
HAYA LUGAR.
N) REPRESENTAR A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS EN LOS PROCESOS DE CONTRATACION O LICITACION
PUBLICA O PRIVADA, QUEDANDO EXPRESAMENTE FACULTADO PARA PRESENTAR Y SUSCRIBIR LA
PROPUESTAS RESPECTIVA, FIRMAR EL CONTRATO Y LOS DEMAS DOCUMENTOS QUE SE REQUIERAN, ASI
COMO ASUMIR LOS RIESGOS QUE LE FUERON ADJUDICADOS A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS SIN LIMITE
DE CUANTIA.

Actividad principal Código CIIU: 6511

Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único
Empresarial y Social -RUES-: SEGUROS GENERALES.

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS- CIIU
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QUE EN LOS REGISTROS QUE SE LLEVAN EN ESTA CAMARA DE COMERCIO, FIGURAN INSCRITOS LOS
SIGUIENTES DOCUMENTOS A NOMBRE DE: MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A.
SIGLA:MAPFRE SEGUROS

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS CASA PRINCIPAL

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

DOCUMENTO                                              INSCRIPCIÓN
E.P. 428 del 22/06/1960 de Notaria Segunda de Santa    20501 de 08/02/1977 Libro IX
Marta
E.P. 3024 del 17/07/1969 de Notaria Novena de Bogota   20502 de 08/02/1977 Libro IX
E.P. 1975 del 20/04/1981 de Notaria Cuarta de Bogota   83646 de 21/03/1986 Libro IX
E.P. 4589 del 05/08/1993 de Notaria Cuarta de Bogota   49788 de 14/10/1993 Libro VI
E.P. 5811 del 02/11/1994 de Notaria Cuarta de Bogota   36 de 11/01/1995 Libro VI
E.P. 7011 del 29/12/1994 de Notaria Cuarta de Bogota   499 de 08/03/1995 Libro VI
E.P. 3352 del 24/06/1995 de Notaria Cuarta de Bogota   2147 de 19/09/1995 Libro VI
E.P. 6138 del 10/11/1995 de Notaria Cuarta de Bogota   2895 de 21/12/1995 Libro VI
E.P. 2904 del 23/09/1997 de Notaria Treinta Y Cinco de 2029 de 15/09/1998 Libro VI
Bogota
E.P. 0739 del 11/04/2001 de Notaria Treinta Y Cinco de 111 de 17/01/2003 Libro VI
Bogota

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN
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Recibo No. 8399386, Valor: $3.200

CODIGO DE VERIFICACIÓN: 0822C832N6

Fecha expedición: 09/03/2022  06:15:50 pm
CERTIFICADO DE SUCURSAL VIGILADA

Camara de Comercio de Cali

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a www.ccc.org.co
y digite el respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su
expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada, durante 60 días

calendario, contados a partir de la fecha de su expedición.

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente
certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de
registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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